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 Decretos

MINISTERIO DE DEFENSA
Decreto 24/2024

DECTO-2024-24-APN-PTE - Designaciones.

Ciudad de Buenos Aires, 05/01/2024

VISTO el artículo 99, inciso 7 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL.

EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA
DECRETA:

ARTÍCULO 1º.- Desígnase con carácter “ad-honorem”, a partir del 11 de diciembre de 2023, en el cargo de Secretario 
de Estrategia y Asuntos Militares del MINISTERIO DE DEFENSA al licenciado Claudio Ernesto PASQUALINI (D.N.I. 
Nº 14.196.674).

ARTÍCULO 2º.- Desígnase, a partir del 11 de diciembre de 2023, en el cargo de Secretario de Asuntos 
Internacionales para la Defensa del MINISTERIO DE DEFENSA al magíster Juan Erardo BATTALEME MARTINEZ 
(D.N.I. Nº 23.372.136).

ARTÍCULO 3º.- Desígnase, a partir del 11 de diciembre de 2023, en el cargo de Secretario de Investigación, Política 
Industrial y Producción para la Defensa del MINISTERIO DE DEFENSA al doctor Raúl Guillermo Jesús MARINO 
(D.N.I. Nº 25.984.550).

ARTÍCULO 4º.- Desígnase, a partir del 11 de diciembre de 2023, en el cargo de Subsecretario de Planeamiento 
Estratégico y Política Militar de la SECRETARÍA DE ESTRATEGIA Y ASUNTOS MILITARES del MINISTERIO DE 
DEFENSA al licenciado Guillermo Patricio MADERO (D.N.I. N° 25.226.782).

ARTÍCULO 5º.- Desígnase, a partir del 11 de diciembre de 2023, en el cargo de Subsecretario de Planeamiento y 
Coordinación Ejecutiva en Emergencias del MINISTERIO DE DEFENSA al Coronel (R) licenciado Marcelo Alejandro 
ROZAS GARAY (D.N.I. Nº 12.731.823).

ARTÍCULO 6°.- Desígnase, a partir del 11 de diciembre de 2023, en el cargo de Subsecretario de Planeamiento 
Operativo y Servicio Logístico de la Defensa del MINISTERIO DE DEFENSA al contador público Ricardo José 
GONZÁLEZ (D.N.I. N° 12.945.065).

ARTÍCULO 7°.- Desígnase, a partir del 11 de diciembre de 2023, en el cargo de Subsecretario de Gestión 
Administrativa del MINISTERIO DE DEFENSA al contador público Pablo Martín COSTA (D.N.I. Nº 25.478.385).

ARTÍCULO 8°.- Desígnase, a partir del 11 de diciembre de 2023, en el cargo de Titular de la UNIDAD DE GABINETE 
DE ASESORES del MINISTERIO DE DEFENSA al Teniente Coronel (R) licenciado Carlos Federico Guillermo 
BECKER FIORETTI (D.N.I. Nº 20.285.154).

ARTÍCULO 9°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y archívese.

MILEI - Luis Petri

e. 08/01/2024 N° 751/24 v. 08/01/2024

#I7046822I#

#F7046822F#
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 Resoluciones

AUTORIDAD REGULATORIA NUCLEAR
Resolución 6/2024

RESOL-2024-6-APN-D#ARN

Ciudad de Buenos Aires, 04/01/2024

VISTO la Ley Nacional de la Actividad Nuclear N° 24.804, su Decreto Reglamentario N° 1390/98, los expedientes 
en que tramitan las solicitudes de permisos individuales que integran el Acta CAAR N°  10/23, Listado 1023, 
Aplicaciones Médicas, y

CONSIDERANDO:

Que conforme lo establecido en el Artículo 9°, Inciso a), de la Ley N° 24.804, toda persona física o jurídica para 
desarrollar una actividad nuclear en la República Argentina, deberá ajustarse a las regulaciones que imparta la 
AUTORIDAD REGULATORIA NUCLEAR (ARN) en el ámbito de su competencia y solicitar el otorgamiento de 
la Licencia, Permiso o Autorización respectiva que lo habilite para su ejercicio. Asimismo, la referida Ley en su 
Artículo 16, Inciso c), establece que es facultad de la ARN otorgar, suspender y revocar Licencias, Permisos o 
Autorizaciones para los usuarios de material radiactivo.

Que las personas individualizadas en el Listado, que se incluye como Anexo a la presente Resolución, presentaron 
el formulario de solicitud de Permiso Individual para el Uso de Radioisótopos o Radiaciones Ionizantes.

Que la GERENCIA SEGURIDAD RADIOLÓGICA, FÍSICA Y SALVAGUARDIAS ha verificado que se haya dado 
cumplimiento a los procedimientos regulatorios previstos para la tramitación de las solicitudes mencionadas, 
y que los solicitantes poseen la formación, la capacitación y el entrenamiento requeridos para la obtención o 
renovación de los citados permisos.

Que el CONSEJO ASESOR EN APLICACIONES DE RADIOISÓTOPOS Y RADIACIONES IONIZANTES (CAAR), 
en su Reunión N° 10/23, Listado 1023, Aplicaciones Médicas, recomendó dar curso favorable a los trámites de 
solicitud referidos.

Que las GERENCIAS ASUNTOS JURÍDICOS y ASUNTOS ADMINISTRATIVOS Y RECURSOS de esta ARN han 
tomado en el trámite la intervención correspondiente.

Que el DIRECTORIO de la Autoridad Regulatoria Nuclear es competente para el dictado de la presente Resolución, 
conforme se establece en el Artículo 22 de la Ley N° 24.804.

Por ello, en su reunión de fecha 27 de diciembre de 2023 (Acta N° 53),

EL DIRECTORIO DE LA AUTORIDAD REGULATORIA NUCLEAR
RESOLVIÓ:

ARTÍCULO 1°.- Otorgar los Permisos Individuales correspondientes a la Reunión del CAAR N° 10/23, Listado 1023, 
Aplicaciones Médicas, que se incluyen en el Anexo a la presente Resolución.

ARTÍCULO 2°.- Comuníquese a la SECRETARÍA GENERAL, a la GERENCIA SEGURIDAD RADIOLÓGICA, FÍSICA 
Y SALVAGUARDIAS y notifíquese a los interesados. Dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial para su 
publicación en el BOLETÍN OFICIAL de la REPÚBLICA ARGENTINA y archívese.

E/E Marina Di Giorgio

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución no se publica/n.

e. 08/01/2024 N° 622/24 v. 08/01/2024

#I7046693I#

#F7046693F#
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AUTORIDAD REGULATORIA NUCLEAR
Resolución 7/2024

RESOL-2024-7-APN-D#ARN

Ciudad de Buenos Aires, 04/01/2024

VISTO la Ley Nacional de la Actividad Nuclear N° 24.804, su Decreto Reglamentario N° 1390/98, los Expedientes 
en que tramitan las solicitudes de Permisos Individuales que integran el Acta CAAR N°  10/23, Listado 1022, 
Aplicaciones Industriales, y

CONSIDERANDO:

Que conforme lo establecido en el Artículo 9°, Inciso a), de la Ley N° 24.804, toda persona física o jurídica para 
desarrollar una actividad nuclear en la República Argentina, deberá ajustarse a las regulaciones que imparta la 
AUTORIDAD REGULATORIA NUCLEAR (ARN) en el ámbito de su competencia y solicitar el otorgamiento de 
la Licencia, Permiso o Autorización respectiva que lo habilite para su ejercicio. Asimismo, la referida Ley en su 
Artículo 16, Inciso c), establece que es facultad de la ARN otorgar, suspender y revocar Licencias, Permisos o 
Autorizaciones para los usuarios de material radiactivo.

Que las personas individualizadas en el listado, que se incluye como Anexo a la presente Resolución, presentaron 
el formulario de solicitud de Permiso Individual para el Uso de Radioisótopos o Radiaciones Ionizantes.

Que la GERENCIA SEGURIDAD RADIOLÓGICA, FÍSICA Y SALVAGUARDIAS ha verificado que se haya dado 
cumplimiento a los procedimientos regulatorios previstos para la tramitación de las solicitudes mencionadas, 
y que los solicitantes poseen la formación, la capacitación y el entrenamiento requeridos para la obtención o 
renovación de los citados permisos.

Que el CONSEJO ASESOR EN APLICACIONES DE RADIOISÓTOPOS Y RADIACIONES IONIZANTES (CAAR), en 
su Reunión N° 10/23, Listado 1022, Aplicaciones Industriales, recomendó dar curso favorable a los trámites de 
solicitud referidos.

Que las GERENCIAS ASUNTOS JURÍDICOS y ASUNTOS ADMINISTRATIVOS Y RECURSOS de esta ARN han 
tomado en el trámite la intervención correspondiente.

Que el DIRECTORIO de la Autoridad Regulatoria Nuclear es competente para el dictado de la presente Resolución, 
conforme se establece en el Artículo 22 de la Ley N° 24.804.

Por ello, en su reunión de fecha 27 de diciembre de 2023 (Acta N° 53),

EL DIRECTORIO DE LA AUTORIDAD REGULATORIA NUCLEAR
RESOLVIÓ:

ARTÍCULO 1°.- Otorgar los Permisos Individuales correspondientes a la Reunión del CAAR N° 10/23, Listado 1022, 
Aplicaciones Industriales, que se incluyen en el Anexo a la presente Resolución.

ARTÍCULO 2°.- Comuníquese a la SECRETARÍA GENERAL, a la GERENCIA SEGURIDAD RADIOLÓGICA, FÍSICA 
Y SALVAGUARDIAS y notifíquese a los interesados. Dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial para su 
publicación en el BOLETÍN OFICIAL de la REPÚBLICA ARGENTINA y archívese.

E/E Marina Di Giorgio

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución no se publica/n.

e. 08/01/2024 N° 623/24 v. 08/01/2024

COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
Resolución 36/2023

Ciudad de Buenos Aires, 28/12/2023

VISTO el Expediente Electrónico N° EX-2023-29823771-APN-DGD#MT, la Ley N° 26.727 y la Resolución de la 
COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023, y

CONSIDERANDO:

#I7046694I#

#F7046694F#

#I7045139I#
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Que en el Expediente Electrónico citado en el Visto la Comisión Asesora Regional N° 4 eleva a la COMISIÓN 
NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO la propuesta de la revisión de las remuneraciones mínimas para los trabajadores 
ocupados en tareas de HORTICULTURA, en el ámbito de la Provincia de SANTA FE.

Que, analizados los antecedentes respectivos y habiendo coincidido las representaciones sectoriales en cuanto a la 
pertinencia del incremento de las remuneraciones mínimas para la actividad, debe procederse a su determinación.

Que, finalmente, deciden instaurar una cuota aporte de solidaridad gremial aplicable sobre el total de las 
remuneraciones de los trabajadores que se desempeñan en el marco de la presente actividad, y determinar su 
plazo de vigencia, límites de aplicación y modo de percepción por la entidad sindical signataria.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 89 de la Ley N° 26.727 y la 
Resolución de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023.

Por ello,

LA COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
RESUELVE:

ARTICULO 1°.- Fíjanse las remuneraciones mínimas para los trabajadores ocupados en tareas de HORTICULTURA, 
en el ámbito de la Provincia de SANTA FE, las que tendrán vigencia a partir del 1° de diciembre de 2023 y del 1° de 
enero de 2024 hasta el 30 de abril de 2024, conforme se consigna en los Anexos I y II que forman parte integrante 
de la presente resolución.

ARTÍCULO 2°.- Las remuneraciones establecidas en la presente mantendrán su vigencia aún vencido el plazo 
previsto en el artículo 1º, y hasta tanto no sean reemplazadas por las fijadas en una nueva Resolución.

ARTÍCULO 3°.- Se establece un adicional equivalente al DIEZ POR CIENTO (10 %) en concepto de presentismo al 
trabajador que cumpliere su tarea durante VEINTIDÓS (22) días al mes. A los efectos de la percepción del mismo, 
se computarán como trabajados los días feriados, no laborables y aquéllos en los que el trabajador haga uso de 
licencias legales y/o convencionales que les correspondieren.

ARTÍCULO 4°.- El empleador deberá proporcionar a los trabajadores permanentes de la actividad, DOS (2) mudas 
de ropa de trabajo por año.

ARTÍCULO 5°.- Las remuneraciones por día que la presente aprueba, llevan incluida la parte proporcional del 
sueldo anual complementario, no así las mensuales, que deberán abonarse conforme a las disposiciones legales 
vigentes sobre la materia.

ARTÍCULO 6°.- El DIEZ POR CIENTO (10%) de indemnización sustitutiva por vacaciones, deberá abonarse conforme 
lo prescripto por el artículo 20 de la Ley N° 26.727.

ARTÍCULO 7°.- Además de la remuneración fijada para la categoría, el personal comprendido en la presente 
resolución percibirá una bonificación por antigüedad conforme lo prescripto por el artículo 38 de la Ley N° 26.727.

ARTÍCULO 8°.- Los integrantes de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO se comprometen a reunirse 
en el mes de febrero de 2024, a fin de analizar las posibles variaciones económicas acaecidas desde la entrada en 
vigencia de la presente Resolución que podrían haber afectado a las escalas salariales establecidas en el artículo 
1°, y la necesidad de establecer ajustes sobre éstas.

ARTÍCULO 9°.- Establécese que los empleadores actuarán como agentes de retención de la cuota de solidaridad 
que deberán descontar a los trabajadores comprendidos en el marco de la presente Resolución, que se establece 
en el DOS POR CIENTO (2%) mensual sobre el total de las remuneraciones de dicho personal. Los montos retenidos 
en tal concepto deberán ser depositados hasta el día 15 de cada mes en la cuenta especial de la U.A.T.R.E. N° 26-
026/48 del Banco de la Nación Argentina.

Los afiliados a la asociación sindical signataria de la presente quedan exentos de pago de la cuota solidaria. La 
retención precedentemente establecida regirá por la vigencia de la presente Resolución.

ARTÍCULO 10.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Fernando D. Martinez

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 314/24 v. 08/01/2024
#F7045139F#
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COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
Resolución 37/2023

Ciudad de Buenos Aires, 28/12/2023 

VISTO Expediente Electrónico N°  EX-2023-29823771-APN-DGD#MT, la Ley N°  26.727 y la Resolución de la 
COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023, y

CONSIDERANDO:

Que en el Expediente Electrónico citado en el Visto la Comisión Asesora Regional N° 4 eleva a la COMISIÓN 
NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO la propuesta del incremento de las remuneraciones mínimas para los 
trabajadores que desempeñan tareas en la actividad DESMALEZADO MANUAL (DESYUYADA), en el ámbito de la 
Provincia de SANTA FE.

Que analizados los antecedentes respectivos y habiendo coincidido las representaciones sectoriales en cuanto a la 
pertinencia del incremento en las remuneraciones mínimas para la actividad, debe procederse a su determinación.

Que, asimismo, deciden instaurar una cuota aporte de solidaridad gremial aplicable sobre el total de las 
remuneraciones de los trabajadores que se desempeñan en el marco de la presente actividad, y determinar su 
plazo de vigencia, límites de aplicación y modo de percepción por la entidad sindical signataria.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 89 de la Ley N° 26.727 y la 
Resolución de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023.

Por ello,

LA COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
RESUELVE:

ARTÍCULO 1°.- Ámbito de aplicación. La presente Resolución rige la actividad de los trabajadores que desempeñan 
tareas en la actividad de DESMALEZADO MANUAL (DESYUYADA) ya sea en área PERIURBANA O RURAL, en 
el ámbito de la Provincia de SANTA FE, comprendido en el Régimen de Trabajo Agrario, instituido por la Ley 
N° 26.727 y su Decreto Reglamentario N° 301/2013.

ARTÍCULO 2°.- Fíjanse las remuneraciones mínimas para los trabajadores que desempeñan tareas en la actividad 
de DESMALEZADO MANUAL (DESYUYADA), en el ámbito de la Provincia de SANTA FE, con vigencia desde el 1° 
de diciembre de 2023 y del 1° de enero de 2024 hasta el 30 de noviembre de 2024, conforme se consigna en los 
Anexos I y II que forma parte integrante de la presente Resolución.

ARTÍCULO 3°.- Las remuneraciones establecidas en la presente mantendrán su vigencia aún vencido el plazo 
previsto en el artículo 2º, y hasta tanto no sean reemplazadas por las fijadas en una nueva Resolución.

ARTÍCULO 4°.- Los integrantes de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO se comprometen a reunirse 
en el mes de febrero de 2024, a fin de analizar las posibles variaciones económicas acaecidas desde la entrada en 
vigencia de la presente Resolución que podrían haber afectado a las escalas salariales establecidas en el artículo 
1°, y la necesidad de establecer ajustes sobre estas.

ARTÍCULO 5°.- Establécese que los empleadores actuarán como agentes de retención de la cuota de solidaridad 
que deberán descontar a los trabajadores comprendidos en el marco de la presente Resolución, que se establece 
en el DOS POR CIENTO (2%) mensual sobre el total de las remuneraciones de dicho personal. Los montos retenidos 
en tal concepto deberán ser depositados hasta el día 15 de cada mes en la cuenta especial de la U.A.T.R.E. N° 26-
026/48 del Banco de la Nación Argentina. Los afiliados a la asociación sindical signataria de la presente quedan 
exentos de pago de la cuota solidaria. La retención precedentemente establecida regirá por la vigencia de la 
presente Resolución.

ARTÍCULO 6°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Fernando D. Martinez

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 315/24 v. 08/01/2024
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COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
Resolución 38/2023

Ciudad de Buenos Aires, 28/12/2023 

VISTO el Expediente Electrónico Nº EX-2023-141416753-APN-ATS#MT, La Ley N° 26.727 y la Resolución de la 
COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023, y

CONSIDERANDO:

Que, en el Expediente Electrónico citado en el Visto la Comisión Asesora Regional N° 10 eleva a la COMISIÓN 
NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO la propuesta del incremento de las remuneraciones mínimas para el personal 
que se desempeña con exclusividad en la COSECHA DE TABACO, en el ámbito de las Provincias de SALTA y 
JUJUY.

Que, analizados los antecedentes respectivos y habiendo coincidido las representaciones sectoriales en cuanto a la 
pertinencia del incremento de las remuneraciones mínimas para la actividad, debe procederse a su determinación.

Que, asimismo, deciden instaurar una cuota aporte de solidaridad gremial aplicable sobre el total de las 
remuneraciones de los trabajadores que se desempeñan en el marco de la presente actividad, y determinar su 
plazo de vigencia, límites de aplicación y modo de percepción por la entidad sindical signataria.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 89 de la Ley N° 26.727 y la 
Resolución de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023.

Por ello,

LA COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
RESUELVE:

ARTÍCULO 1º.- Fíjanse las remuneraciones mínimas para el personal que se desempeña con exclusividad en 
tareas de COSECHA DE TABACO, en el ámbito de las Provincias de SALTA y JUJUY, con vigencia a partir del 1° de 
noviembre de 2023, del 1° de diciembre de 2023, del 1° de enero de 2024 y del 1° de febrero de 2024 hasta el 30 
de septiembre de 2024 conforme se detalla en los Anexos I, II, III y IV que forman parte integrante de la presente 
Resolución.

ARTÍCULO 2°.- Las remuneraciones establecidas en la presente mantendrán su vigencia aún vencido el plazo 
previsto en el artículo 1º, hasta tanto no sean reemplazadas por las fijadas en una nueva Resolución.

ARTÍCULO 3º.- Los valores consignados no llevan incluidos los importes correspondientes al sueldo anual 
complementario (S.A.C.), ni vacaciones.

ARTÍCULO 4°.- Los integrantes de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO se comprometen a reunirse 
en el mes de marzo de 2024, a fin de analizar las posibles variaciones económicas acaecidas desde la entrada en 
vigencia de la presente Resolución que podrían haber afectado a las escalas salariales establecidas en el artículo 
1°, y la necesidad de establecer ajustes sobre éstas.

ARTÍCULO 5°.- Establécese que los empleadores actuarán como agentes de retención de la cuota de solidaridad 
que deberán descontar a los trabajadores comprendidos en el marco de la presente Resolución, que se establece 
en el DOS POR CIENTO (2%) mensual sobre el total de las remuneraciones de dicho personal. Los montos retenidos 
en tal concepto deberán ser depositados hasta el día 15 de cada mes en la cuenta especial de la U.A.T.R.E. N° 26-
026/48 del Banco de la Nación Argentina. Los afiliados a la asociación sindical signataria de la presente quedan 
exentos de pago de la cuota solidaria. La retención precedentemente establecida regirá por la vigencia de la 
presente Resolución.

ARTÍCULO 6°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Fernando D. Martinez

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 316/24 v. 08/01/2024

COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
Resolución 39/2023

Ciudad de Buenos Aires, 28/12/2023

VISTO el Expediente Electrónico EX-2023-141416753-APN-ATS#MT, la Ley N°  26.727 y la Resolución de la 
COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023, y
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CONSIDERANDO:

Que, en el Expediente Electrónico citado en el Visto la Comisión Asesora Regional N° 10 eleva a la COMISIÓN 
NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO la propuesta de la revisión de las remuneraciones mínimas para el personal 
que se desempeña en tareas de MANIPULACIÓN Y ALMACENAMIENTO DE GRANOS Y COSECHA DE POROTO, 
en el ámbito de las Provincias de SALTA y JUJUY.

Que, analizados los antecedentes respectivos y habiendo coincidido las representaciones sectoriales en cuanto a la 
pertinencia del incremento en las remuneraciones mínimas para la actividad, debe procederse a su determinación.

Que, asimismo, las representaciones sectoriales deciden instaurar una cuota aporte de solidaridad gremial 
aplicable sobre el total de las remuneraciones de los trabajadores que se desempeñan en el marco de la presente 
actividad, y determinar su plazo de vigencia, límites de aplicación y modo de percepción por la entidad sindical 
signataria.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 89 de la Ley N° 26.727 y la 
Resolución de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023.

Por ello,

LA COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
RESUELVE:

ARTÍCULO 1°.- Fíjanse las remuneraciones mínimas para el personal ocupado en tareas de MANIPULACIÓN Y 
ALMACENAMIENTO DE GRANOS Y COSECHA DE POROTO, en el ámbito de las Provincias de SALTA y JUJUY, 
con vigencia a partir del 1° de noviembre de 2023, del 1° de diciembre de 2023, del 1° de enero de 2024 y del 1° 
de febrero de 2024 hasta el 31 de julio de 2024, conforme se detalla en los Anexos I, II, III y IV que forman parte 
integrante de la presente Resolución.

ARTÍCULO 2°.- Las remuneraciones establecidas en la presente mantendrán su vigencia aún vencido el plazo 
previsto en el artículo 1º, hasta tanto no sean reemplazadas por las fijadas en una nueva Resolución.

ARTÍCULO 3°.- Las remuneraciones resultantes de la aplicación de la presente, serán objeto de los aportes y 
contribuciones previstos por las leyes vigentes, y por las retenciones, en su caso, por cuotas sindicales ordinarias.

ARTÍCULO 4°.- Los integrantes de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO se comprometen a reunirse 
en el mes de marzo de 2024, a fin de analizar las posibles variaciones económicas acaecidas desde la entrada en 
vigencia de la presente Resolución que podrían haber afectado a las escalas salariales establecidas en el artículo 
1°, y la necesidad de establecer ajustes sobre éstas.

ARTÍCULO 5°.- Establécese que los empleadores actuarán como agentes de retención de la cuota de solidaridad 
que deberán descontar a los trabajadores comprendidos en el marco de la presente Resolución, que se establece 
en el DOS POR CIENTO (2%) mensual sobre el total de las remuneraciones de dicho personal. Los montos retenidos 
en tal concepto deberán ser depositados hasta el día 15 de cada mes en la cuenta especial de la U.A.T.R.E. N° 26-
026/48 del Banco de la Nación Argentina. Los afiliados a la asociación sindical signataria de la presente quedan 
exentos de pago de la cuota solidaria. La retención precedentemente establecida regirá por la vigencia de la 
presente Resolución.

ARTÍCULO 6°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Fernando D. Martinez

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 417/24 v. 08/01/2024

COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
Resolución 40/2023

Ciudad de Buenos Aires, 28/12/2023 

VISTO el Expediente Electrónico N°  EX-2023-141416753-APN-ATS#MT, la Ley N°  26.727 y la Resolución de la 
COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023 y,

CONSIDERANDO:
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Que en el Expediente Electrónico citado en el Visto la Comisión Asesora Regional N° 10 eleva a la COMISIÓN 
NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO la propuesta del incremento de las remuneraciones mínimas para el personal 
que se desempeña en tareas de HORTICULTURA, en el ámbito de las Provincias de SALTA y JUJUY.

Que analizados los antecedentes respectivos y habiendo coincidido las representaciones sectoriales en cuanto a la 
pertinencia del incremento en las remuneraciones mínimas para la actividad, debe procederse a su determinación.

Que, asimismo, las representaciones sectoriales deciden instaurar una cuota aporte de solidaridad gremial 
aplicable sobre el total de las remuneraciones de los trabajadores que se desempeñan en el marco de la presente 
actividad, y determinar su plazo de vigencia, límites de aplicación y modo de percepción por la entidad sindical 
signataria.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 89 de la Ley N° 26.727 y la 
Resolución de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023.

Por ello,

LA COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
RESUELVE:

ARTÍCULO 1°.- Fíjanse las remuneraciones mínimas para el personal ocupado en tareas de HORTICULTURA, en el 
ámbito de las Provincias de SALTA y JUJUY, con vigencia desde el 1° de noviembre de 2023, del 1° de diciembre 
de 2023, del 1° de enero de 2024 y del 1° de febrero de 2024 hasta el 31 de octubre de 2024, conforme consta en 
los Anexos I, II, III y IV que forman parte integrante de la presente Resolución.

ARTÍCULO 2°.- Las remuneraciones establecidas en la presente mantendrán su vigencia aún vencido el plazo 
previsto en el artículo 1º, hasta tanto no sean reemplazadas por las fijadas en una nueva Resolución.

ARTÍCULO 3°.- Los integrantes de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO se comprometen a reunirse 
en el mes de marzo de 2024, a fin de analizar las posibles variaciones económicas acaecidas desde la entrada en 
vigencia de la presente Resolución que podrían haber afectado a las escalas salariales establecidas en el artículo 
1°, y la necesidad de establecer ajustes sobre éstas.

ARTÍCULO 4°.- Establécese que los empleadores actuarán como agentes de retención de la cuota de solidaridad 
que deberán descontar a los trabajadores comprendidos en el marco de la presente Resolución, que se establece 
en el DOS POR CIENTO (2%) mensual sobre el total de las remuneraciones de dicho personal. Los montos retenidos 
en tal concepto deberán ser depositados hasta el día 15 de cada mes en la cuenta especial de la U.A.T.R.E. N° 26-
026/48 del Banco de la Nación Argentina. Los afiliados a la asociación sindical signataria de la presente quedan 
exentos de pago de la cuota solidaria. La retención precedentemente establecida regirá por la vigencia de la 
presente Resolución.

ARTÍCULO 5°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Fernando D. Martinez

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 419/24 v. 08/01/2024

COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
Resolución 41/2023

Ciudad de Buenos Aires, 28/12/2023 

VISTO el Expediente Electrónico N° EX-2023-140079196-APN-ATCA#MT, la Ley N° 26.727 y la Resolución de la 
COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023, y,

CONSIDERANDO:

Que en el Expediente Electrónico citado en el Visto la Comisión Asesora Regional N° 13 eleva a la COMISIÓN 
NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO el tratamiento dado a las remuneraciones mínimas para el personal que se 
desempeña en la actividad COSECHA DE ACEITUNA, en el ámbito de las Provincias de CATAMARCA y LA RIOJA.

Que analizados los antecedentes respectivos y habiendo coincidido las representaciones sectoriales en cuanto a la 
pertinencia del incremento en las remuneraciones mínimas para la actividad, debe procederse a su determinación.
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Que, asimismo, deciden instaurar una cuota aporte de solidaridad gremial aplicable sobre el total de las 
remuneraciones de los trabajadores que se desempeñan en el marco de la presente actividad, y determinar su 
plazo de vigencia, límites de aplicación y modo de percepción por la entidad sindical signataria.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 89 de la Ley N° 26.727 y la 
Resolución de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023.

Por ello,

LA COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
RESUELVE:

ARTÍCULO 1°.- Fíjanse las remuneraciones mínimas para el personal que se desempeña en la actividad COSECHA 
DE ACEITUNA, en el ámbito de las Provincias de CATAMARCA y LA RIOJA, las que tendrán vigencia a partir del 1° 
de enero de 2024 hasta el 31 de diciembre de 2024, conforme se consigna en el Anexo que forma parte integrante 
de la presente Resolución.

ARTÍCULO 2°.- Las remuneraciones establecidas en la presente mantendrán su vigencia aún vencido el plazo 
previsto en el artículo 1º, y hasta tanto no sean reemplazadas por las fijadas en una nueva Resolución.

ARTÍCULO 3°.- Las remuneraciones mínimas que la presente aprueba llevan incluido el sueldo anual complementario, 
y serán objeto de los aportes y contribuciones previstas por las leyes previsionales y asistenciales y de las 
retenciones por cuotas sindicales ordinarias. En caso de aportes y contribuciones a obras sociales y entidades 
similares, los mismos se limitarán a lo previsto en las leyes vigentes en la materia.

ARTÍCULO 4°.- Los integrantes de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO se comprometen a reunirse 
en el mes de marzo de 2024, a fin de analizar las posibles variaciones económicas acaecidas desde la entrada en 
vigencia de la presente Resolución que podrían haber afectado a las escalas salariales establecidas en el artículo 
1°, y la necesidad de establecer ajustes sobre éstas.

ARTÍCULO 5°.- Establécese que los empleadores actuarán como agentes de retención de la cuota de solidaridad 
que deberán descontar a los trabajadores comprendidos en el marco de la presente Resolución, que se establece 
en el DOS POR CIENTO (2%) mensual sobre el total de las remuneraciones de dicho personal. Los montos retenidos 
en tal concepto deberán ser depositados hasta el día 15 de cada mes en la cuenta especial de la U.A.T.R.E. N° 26-
026/48 del Banco de la Nación Argentina. Los afiliados a la asociación sindical signataria de la presente quedan 
exentos de pago de la cuota solidaria. La retención precedentemente establecida regirá por la vigencia de la 
presente Resolución.

ARTÍCULO 6°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.-

Fernando D. Martinez

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 421/24 v. 08/01/2024

COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
Resolución 42/2023

Ciudad de Buenos Aires, 28/12/2023 

VISTO Expediente Electrónico Nº  EX-2023-140079196-APN-ATCA#MT, la Ley N°  26.727 y la Resolución de la 
COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023, y

CONSIDERANDO

Que en el Expediente Electrónico citado en el Visto la Comisión Asesora Regional N° 13 eleva a la COMISIÓN 
NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO la propuesta de incremento de las remuneraciones mínimas para los 
trabajadores que se desempeñan en la actividad de COSECHA DE NUEZ, en el ámbito de las Provincias de 
CATAMARCA y LA RIOJA.

Que analizados los antecedentes respectivos y habiendo coincidido las representaciones sectoriales en cuanto a la 
pertinencia del incremento de las remuneraciones mínimas para la actividad, debe procederse a su determinación.

Que, asimismo, deciden instaurar una cuota aporte de solidaridad gremial aplicable sobre el total de las 
remuneraciones de los trabajadores que se desempeñan en el marco de la presente actividad, y determinar su 
plazo de vigencia, límites de aplicación y modo de percepción por la entidad sindical signataria.
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Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 89 de la Ley N° 26.727 y la 
Resolución de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023.

Por ello,

LA COMISION NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
RESUELVE

ARTÍCULO 1° - Fíjanse las remuneraciones mínimas para los trabajadores que se desempeñan en la actividad de 
COSECHA DE NUEZ, en el ámbito de las Provincias de CATAMARCA y LA RIOJA, con vigencia desde el 1º de 
enero de 2024 hasta el 31 de diciembre de 2024, conforme se consigna en el Anexo que forma parte integrante de 
la presente Resolución.

ARTÍCULO 2° - Las remuneraciones establecidas en la presente mantendrán su vigencia aun vencido el plazo 
previsto en et artículo 1°, y hasta tanto no sean reemplazadas por las fijadas en una nueva Resolución.

ARTÍCULO 3º- Los integrantes de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO se comprometen a reunirse 
en el mes de marzo de 2024, a fin de analizar las posibles variaciones económicas acaecidas desde la entrada en 
vigencia de la presente Resolución que podrían haber afectado a las escalas salariales establecidas en el artículo 
1°, y la necesidad de establecer ajustes sobre estas.

ARTÍCULO 4° - Establecese que los empleadores actuarán como agentes de retención de la cuota de solidaridad 
que deberán descontar a los trabajadores comprendidos en el marco de la presente Resolución, que se establece 
en el DOS POR CIENTO (2%) mensual sobre el total de las remuneraciones de dicho personal. Los montos 
retenidos en tal concepto deberán ser depositados hasta el día 15 de cada mes en la cuenta especial de la UATRE 
N° 26-026/48 del Banco de la Nación Argentina. Los afiliados a la asociación sindical signataria de la presente 
quedan exentos de pago de la cuota solidaria. La retención precedentemente establecida regirá por la vigencia de 
la presente Resolución.

ARTÍCULO 5° - Regístrese, comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Fernando D. Martinez

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 435/24 v. 08/01/2024

COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
Resolución 43/2023

Ciudad de Buenos Aires, 28/12/2023 

VISTO Expediente Electrónico Nº  EX-2023-140079196-APN-ATCA#MT, la Ley N°  26.727 y la Resolución de la 
COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023, y

CONSIDERANDO

Que en el Expediente Electrónico citado en el Visto la Comisión Asesora Regional N° 13 eleva a la COMISIÓN 
NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO la propuesta de incremento de las remuneraciones mínimas para el personal 
que se desempeña en la COSECHA DE ZAPALLO, en el ámbito de las Provincias de CATAMARCA y LA RIOJA.

Que analizados los antecedentes respectivos y habiendo coincidido las representaciones sectoriales en cuanto a la 
pertinencia del incremento de las remuneraciones mínimas para la actividad, debe procederse a su determinación.

Que, asimismo, deciden instaurar una cuota aporte de solidaridad gremial aplicable sobre el total de las 
remuneraciones de los trabajadores que se desempeñan en el marco de la presente actividad, y determinar su 
plazo de vigencia, límites de aplicación y modo de percepción por la entidad sindical signataria.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 89 de la Ley N° 26.727 y la 
Resolución de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023.

Por ello,

LA COMISION NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
RESUELVE

ARTÍCULO 1° - Fíjanse las remuneraciones mínimas para el personal que se desempeña en la COSECHA DE 
ZAPALLO, en el ámbito de las Provincias de CATAMARCA y LA RIOJA, con vigencia desde el 1º de enero de 2024 

#F7045851F#

#I7045852I#



 Boletín Oficial Nº 35.336 - Primera Sección 13 Lunes 8 de enero de 2024

hasta el 31 de diciembre de 2024, conforme se consigna en el Anexo que forma parte integrante de la presente 
Resolución.

ARTÍCULO 2° - Las remuneraciones establecidas en la presente mantendrán su vigencia aun vencido el plazo 
previsto en el artículo 1°, y hasta tanto no sean reemplazadas por las fijadas en una nueva Resolución.

ARTÍCULO 3°.- Los integrantes de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO se comprometen a reunirse 
en el mes de marzo de 2024, a fin de analizar las posibles variaciones económicas acaecidas desde la entrada en 
vigencia de la presente Resolución que podrían haber afectado a las escalas salariales establecidas en el artículo 
1°, y la necesidad de establecer ajustes sobre estas.

ARTÍCULO 4° - Establécese que los empleadores actuarán como agentes de retención de la cuota de solidaridad 
que deberán descontar a los trabajadores comprendidos en el marco de la presente Resolución, que se establece 
en el DOS POR CIENTO (2%) mensual sobre el total de las remuneraciones de dicho personal. Los montos 
retenidos en tal concepto deberán ser depositados hasta el día 15 de cada mes en la cuenta especial de la UATRE 
N° 26-026/48 del Banco de la Nación Argentina. Los afiliados a la asociación sindical signataria de la presente 
quedan exentos de pago de la cuota solidaria. La retención precedentemente establecida regirá por la vigencia de 
la presente Resolución.

ARTÍCULO 5° - Regístrese, comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Fernando D. Martinez

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 436/24 v. 08/01/2024

COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
Resolución 44/2023

Ciudad de Buenos Aires, 28/12/2023 

VISTO Expediente Electrónico Nº  EX-2023-140079196-APN-ATCA#MT, la Ley N°  26.727 y la Resolución de la 
COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023, y

CONSIDERANDO

Que en el Expediente Electrónico citado en el Visto la Comisión Asesora Regional N° 13 eleva a la COMISIÓN 
NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO la propuesta de incremento de las remuneraciones mínimas para los 
trabajadores que se desempeñan en la actividad de COSECHA DE PAPA, en el ámbito de las Provincias de 
CATAMARCA y LA RIOJA.

Que analizados los antecedentes respectivos y habiendo coincidido las representaciones sectoriales en cuanto a la 
pertinencia del incremento de las remuneraciones mínimas para la actividad, debe procederse a su determinación.

Que, asimismo, deciden instaurar una cuota aporte de solidaridad gremial aplicable sobre el total de las 
remuneraciones de los trabajadores que se desempeñan en el marco de la presente actividad, y determinar su 
plazo de vigencia, límites de aplicación y modo de percepción por la entidad sindical signataria.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 89 de la Ley N° 26.727 y la 
Resolución de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023.

Por ello,

LA COMISION NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
RESUELVE

ARTÍCULO 1° - Fíjanse las remuneraciones mínimas para los trabajadores que se desempeñan en la actividad de 
COSECHA DE PAPA, en el ámbito de las Provincias de CATAMARCA y LA RIOJA, con vigencia desde el 1º de 
enero de 2024 hasta el 31 de diciembre de 2024, conforme se consigna en el Anexo que forma parte integrante de 
la presente Resolución.

ARTÍCULO 2° - Las remuneraciones establecidas en la presente mantendrán su vigencia aun vencido el plazo 
previsto en et artículo 1°, y hasta tanto no sean reemplazadas por las fijadas en una nueva Resolución.

ARTÍCULO 3º- Los integrantes de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO se comprometen a reunirse 
en el mes de marzo de 2024, a fin de analizar las posibles variaciones económicas acaecidas desde la entrada en 
vigencia de la presente Resolución que podrían haber afectado a las escalas salariales establecidas en el artículo 
1°, y la necesidad de establecer ajustes sobre estas.
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ARTÍCULO 4° - Establécese que los empleadores actuarán como agentes de retención de la cuota de solidaridad 
que deberán descontar a los trabajadores comprendidos en el marco de la presente Resolución, que se establece 
en el DOS POR CIENTO (2%) mensual sobre el total de las remuneraciones de dicho personal. Los montos 
retenidos en tal concepto deberán ser depositados hasta el día 15 de cada mes en la cuenta especial de la UATRE 
N° 26-026/48 del Banco de la Nación Argentina. Los afiliados a la asociación sindical signataria de la presente 
quedan exentos de pago de la cuota solidaria. La retención precedentemente establecida regirá por la vigencia de 
la presente Resolución.

ARTÍCULO 5° - Regístrese, comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Fernando D. Martinez

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 437/24 v. 08/01/2024

COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
Resolución 45/2023

Ciudad de Buenos Aires, 28/12/2023 

VISTO Expediente Electrónico Nº  EX-2023-140079196-APN-ATCA#MT, la Ley N°  26.727 y la Resolución de la 
COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023, y

CONSIDERANDO

Que en el Expediente Electrónico citado en el Visto la Comisión Asesora Regional N° 13 eleva a la COMISIÓN 
NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO la propuesta de incremento de las remuneraciones mínimas para el personal 
que se desempeña en la COSECHA DE CEBOLLA, en el ámbito de las Provincias de CATAMARCA y LA RIOJA.

Que analizados los antecedentes respectivos y habiendo coincidido las representaciones sectoriales en cuanto a la 
pertinencia del incremento de las remuneraciones mínimas para la actividad, debe procederse a su determinación.

Que, asimismo, deciden instaurar una cuota aporte de solidaridad gremial aplicable sobre el total de las 
remuneraciones de los trabajadores que se desempeñan en el marco de la presente actividad, y determinar su 
plazo de vigencia, límites de aplicación y modo de percepción por la entidad sindical signataria.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 89 de la Ley N° 26.727 y la 
Resolución de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023.

Por ello,

LA COMISION NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
RESUELVE

ARTÍCULO 1° - Fíjanse las remuneraciones mínimas para el personal que se desempeña en la COSECHA DE 
CEBOLLA, en el ámbito de las Provincias de CATAMARCA y LA RIOJA, con vigencia desde el 1º de enero de 2024 
hasta el 31 de diciembre de 2024, conforme se consigna en el Anexo que forma parte integrante de la presente 
Resolución.

ARTÍCULO 2° - Las remuneraciones establecidas en la presente mantendrán su vigencia aun vencido el plazo 
previsto en et artículo 1°, y hasta tanto no sean reemplazadas por las fijadas en una nueva Resolución.

ARTÍCULO 3°.- Los integrantes de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO se comprometen a reunirse 
en el mes de marzo de 2024, a fin de analizar las posibles variaciones económicas acaecidas desde la entrada en 
vigencia de la presente Resolución que podrían haber afectado a las escalas salariales establecidas en el artículo 
1°, y la necesidad de establecer ajustes sobre estas.

ARTÍCULO 4° - Establécese que los empleadores actuarán como agentes de retención de la cuota de solidaridad 
que deberán descontar a los trabajadores comprendidos en el marco de la presente Resolución, que se establece 
en el DOS POR CIENTO (2%) mensual sobre el total de las remuneraciones de dicho personal. Los montos 
retenidos en tal concepto deberán ser depositados hasta el día 15 de cada mes en la cuenta especial de la UATRE 
N° 26-026/48 del Banco de la Nación Argentina. Los afiliados a la asociación sindical signataria de la presente 
quedan exentos de pago de la cuota solidaria. La retención precedentemente establecida regirá por la vigencia de 
la presente Resolución.
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ARTÍCULO 5° - Regístrese, comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Fernando D. Martinez

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 454/24 v. 08/01/2024

COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
Resolución 46/2023

Ciudad de Buenos Aires, 28/12/2023 

VISTO el Expediente Electrónico Nº EX-2023-140079196-APN-ATCA#MT, la Ley N° 26.727 y la Resolución de la 
COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023, y

CONSIDERANDO:

Que en el Expediente Electrónico citado en el Visto la Comisión Asesora Regional N° 13 eleva a la COMISIÓN 
NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO la propuesta del incremento de las remuneraciones mínimas para los 
trabajadores que se desempeñan en la COSECHA DE TOMATE, en el ámbito de las Provincias de CATAMARCA y 
LA RIOJA.

Que analizados los antecedentes respectivos y habiendo coincidido las representaciones sectoriales en cuanto a la 
pertinencia del incremento de las remuneraciones mínimas para la actividad, debe procederse a su determinación

Que, asimismo, las representaciones sectoriales deciden instaurar una cuota aporte de solidaridad gremial 
aplicable sobre el total de las remuneraciones de los trabajadores que se desempeñan en el marco de la presente 
actividad, y determinar su plazo de vigencia, límites de aplicación y modo de percepción por la entidad sindical 
signataria.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 89 de la Ley N° 26.727 y la 
Resolución de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023.

Por ello,

LA C0MISION NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
RESUELVE:

ARTÍCULO 1°.- Fíjanse las remuneraciones mínimas para los trabajadores que se desempeñan en la COSECHA DE 
TOMATE, en el ámbito de las Provincias de CATAMARCA y LA RIOJA, con vigencia desde el 1º de enero de 2024, 
hasta el 31 de diciembre de 2024, conforme se consigna en el Anexo que forma parte integrante de la presente 
Resolución.

ARTÍCULO 2°. - Las remuneraciones establecidas en la presente mantendrán su vigencia aun vencido el plazo 
previsto en el artículo 1°, y hasta tanto no sean reemplazadas por las fijadas en una nueva Resolución.

ARTÍCULO 3°.- Los integrantes de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO se comprometen a reunirse 
en el mes de marzo de 2024, a fin de analizar las posibles variaciones económicas acaecidas desde la entrada en 
vigencia de la presente Resolución que podrían haber afectado a las escalas salariales establecidas en el artículo 
1°, y la necesidad de establecer ajustes sobre estas.

ARTÍCULO 4°. - Establécese que los empleadores actuarán como agentes de retención de la cuota de solidaridad 
que deberán descontar a los trabajadores comprendidos en el marco de la presente Resolución, que se establece 
en el DOS POR CIENTO (2%) mensual sobre el total de las remuneraciones de dicho personal Los montos retenidos 
en tal concepto deberán ser depositados hasta el día 15 de cada mes en la cuenta especial de la UATRE N° 26-
026/48 del Banco de la Nación Argentina. Los afiliados a la asociación sindical signataria de la presente quedan 
exentos de pago de la cuota solidaria La retención precedentemente establecida regirá por la vigencia de la 
presente Resolución.

ARTÍCULO 5°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Fernando D. Martinez

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 455/24 v. 08/01/2024

#F7045869F#

#I7045870I#

#F7045870F#



 Boletín Oficial Nº 35.336 - Primera Sección 16 Lunes 8 de enero de 2024

COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
Resolución 47/2023

Ciudad de Buenos Aires, 28/12/2023 

VISTO Expediente Electrónico Nº  EX-2023-140079196-APN-ATCA#MT, la Ley N°  26.727 y la Resolución de la 
COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023, y

CONSIDERANDO

Que en el Expediente Electrónico citado en el Visto la Comisión Asesora Regional N° 13 eleva a la COMISIÓN 
NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO la propuesta de incremento de las remuneraciones mínimas para los 
trabajadores que se desempeñan en la COSECHA DE ZANAHORIA, en el ámbito de las Provincias de CATAMARCA 
y LA RIOJA.

Que analizados los antecedentes respectivos y habiendo coincidido las representaciones sectoriales en cuanto a la 
pertinencia del incremento de las remuneraciones mínimas para la actividad, debe procederse a su determinación.

Que, asimismo, deciden instaurar una cuota aporte de solidaridad gremial aplicable sobre el total de las 
remuneraciones de los trabajadores que se desempeñan en el marco de la presente actividad, y determinar su 
plazo de vigencia, límites de aplicación y modo de percepción por la entidad sindical signataria.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 89 de la Ley N° 26.727 y la 
Resolución de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023.

Por ello,

LA COMISION NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
RESUELVE

ARTÍCULO 1° - Fíjanse las remuneraciones mínimas para el personal que se desempeña en la COSECHA DE 
ZANAHORIA, en el ámbito de las Provincias de CATAMARCA y LA RIOJA, con vigencia desde el 1º de enero 
de 2024 hasta el 31 de diciembre de 2024, conforme se consigna en el Anexo que forma parte integrante de la 
presente Resolución.

ARTÍCULO 2° - Las remuneraciones establecidas en la presente mantendrán su vigencia aun vencido el plazo 
previsto en et artículo 1°, y hasta tanto no sean reemplazadas por las fijadas en una nueva Resolución.

ARTÍCULO 3º- Los integrantes de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO se comprometen a reunirse 
en el mes de marzo de 2024, a fin de analizar las posibles variaciones económicas acaecidas desde la entrada en 
vigencia de la presente Resolución que podrían haber afectado a las escalas salariales establecidas en el artículo 
1°, y la necesidad de establecer ajustes sobre estas.

ARTÍCULO 4° - Establécese que los empleadores actuarán como agentes de retención de la cuota de solidaridad 
que deberán descontar a los trabajadores comprendidos en el marco de la presente Resolución, que se establece 
en el DOS POR CIENTO (2%) mensual sobre el total de las remuneraciones de dicho personal. Los montos 
retenidos en tal concepto deberán ser depositados hasta el día 15 de cada mes en la cuenta especial de la UATRE 
N° 26-026/48 del Banco de la Nación Argentina. Los afiliados a la asociación sindical signataria de la presente 
quedan exentos de pago de la cuota solidaria. La retención precedentemente establecida regirá por la vigencia de 
la presente Resolución.

ARTÍCULO 5° - Regístrese, comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Fernando D. Martinez

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 460/24 v. 08/01/2024

COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
Resolución 48/2023

Ciudad de Buenos Aires, 28/12/2023 

VISTO el Expediente Electrónico N° EX-2023-03692138-APN-DGD#MT, la Ley N° 26.727 y la Resolución de la 
COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023, y

CONSIDERANDO:
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Que en el Expediente Electrónico citado en el Visto la Comisión Asesora Regional N° 6 eleva a la COMISIÓN 
NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO la propuesta del incremento de las remuneraciones mínimas para el personal 
ocupado en tareas de COSECHA DE MEMBRILLO, en el ámbito de las Provincias de MENDOZA y SAN JUAN.

Que analizados los antecedentes respectivos y habiendo coincidido las representaciones sectoriales en cuanto a la 
pertinencia del incremento en las remuneraciones mínimas para la actividad, debe procederse a su determinación.

Que, asimismo, las representaciones sectoriales deciden instaurar una cuota aporte de solidaridad gremial 
aplicable sobre el total de las remuneraciones de los trabajadores que se desempeñan en el marco de la presente 
actividad, y determinar su plazo de vigencia, límites de aplicación y modo de percepción por la entidad sindical 
signataria.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 89 de la Ley N° 26.727 y la 
resolución de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023.

Por ello,

LA COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
RESUELVE:

ARTÍCULO 1º.- Fíjanse las remuneraciones mínimas para el personal ocupado en tareas de COSECHA DE 
MEMBRILLO, en el ámbito de las Provincias de MENDOZA y SAN JUAN, con vigencia desde el 1° de febrero de 
2024 hasta el 31 de enero de 2025, conforme se consigna en el Anexo que forma parte integrante de la presente 
Resolución.

ARTÍCULO 2°.- Las remuneraciones establecidas en la presente mantendrán su vigencia aún vencido el plazo 
previsto en el artículo 1º, y hasta tanto no sean reemplazadas por las fijadas en una nueva Resolución.

ARTÍCULO 3º.- Los salarios a los que se refiere el artículo 1º no llevan incluido la parte proporcional correspondiente 
al sueldo anual complementario.

ARTÍCULO 4°.- El DIEZ POR CIENTO (10%) de indemnización sustitutiva por vacaciones, deberá abonarse conforme 
lo prescripto por el artículo 20 de la Ley N° 26.727.

ARTÍCULO 5°.- Los integrantes de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO se comprometen a reunirse 
cuando alguna de las partes lo solicite, a fin de analizar las posibles variaciones económicas acaecidas desde 
la firma de la presente Resolución que podrían afectar a las escalas salariales establecidas en el artículo 1°, y la 
necesidad de establecer ajustes sobre estas.

ARTÍCULO 6°.- Establécese que los empleadores actuarán como agentes de retención de la cuota de solidaridad 
que deberán descontar a los trabajadores comprendidos en el marco de la presente Resolución, que se establece 
en el DOS POR CIENTO (2%) mensual sobre el total de las remuneraciones de dicho personal.

Los montos retenidos en tal concepto deberán ser depositados hasta el día 15 de cada mes en la cuenta especial 
de la U.A.T.R.E. N° 26-026/48 del Banco de la Nación Argentina. Los afiliados a la asociación sindical signataria de 
la presente quedan exentos de pago de la cuota solidaria. La retención precedentemente establecida regirá por la 
vigencia de la presente Resolución.

ARTÍCULO 7°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.-

Fernando D. Martinez

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 461/24 v. 08/01/2024

COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
Resolución 49/2023

Ciudad de Buenos Aires, 28/12/2023 

VISTO el Expediente Electrónico N° EX-2023-03692138-APN-DGD#MT, la Ley N° 26.727 y la Resolución de la 
COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023, y

CONSIDERANDO:
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Que en el Expediente Electrónico citado en el Visto la Comisión Asesora Regional N° 6 eleva a la COMISIÓN 
NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO la propuesta del incremento de las remuneraciones mínimas para el personal 
ocupado en tareas de COSECHA DE GRANADA, en el ámbito de las Provincias de MENDOZA y SAN JUAN.

Que analizados los antecedentes respectivos y habiendo las partes coincidido en cuanto a la aplicabilidad del 
incremento de las remuneraciones mínimas objeto de tratamiento, debe procederse a su determinación.

Que, asimismo, deciden instaurar una cuota aporte de solidaridad gremial aplicable sobre el total de las 
remuneraciones de los trabajadores que se desempeñan en el marco de la presente actividad, y determinar su 
plazo de vigencia, límites de aplicación y modo de percepción por la entidad sindical signataria.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 89 de la Ley N° 26.727 y la 
Resolución de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023.

Por ello,

LA COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
RESUELVE:

ARTÍCULO 1º.- Fíjanse las remuneraciones mínimas para el personal ocupado en tareas de COSECHA DE 
GRANADA, en el ámbito de las Provincias de MENDOZA y SAN JUAN, con vigencia a partir del 1° de febrero de 
2024 hasta el 31 de enero de 2025, conforme se detalla en el Anexo que forma parte integrante de la presente 
Resolución.

ARTÍCULO 2°.- Las remuneraciones establecidas en la presente mantendrán su vigencia aún vencidos los plazos 
previstos en los artículos 1º, hasta tanto no sean reemplazadas por las fijadas en una nueva Resolución.

ARTÍCULO 3°.- Las remuneraciones a las que se refiere la presente resolución no llevan incluida la parte proporcional 
correspondiente al sueldo anual complementario.

ARTÍCULO 4°.- El DIEZ POR CIENTO (10%) de indemnización sustitutiva por vacaciones, deberá abonarse conforme 
lo prescripto por el artículo 20 de la Ley N° 26.727.

ARTÍCULO 5°.- Los integrantes de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO se comprometen a reunirse 
cuando alguna de las partes lo solicite, a fin de analizar las posibles variaciones económicas acaecidas desde la 
entrada en vigencia de la presente Resolución que podrían haber afectado a las escalas salariales establecidas en 
el artículo 1º y la necesidad de establecer ajustes sobre estas.

ARTÍCULO 6°.- Establécese que los empleadores actuarán como agentes de retención de la cuota de solidaridad 
que deberán descontar a los trabajadores comprendidos en el marco de la presente Resolución, que se establece 
en el DOS POR CIENTO (2%) mensual sobre el total de las remuneraciones de dicho personal.

Los montos retenidos en tal concepto deberán ser depositados hasta el día 15 de cada mes en la cuenta especial 
de la U.A.T.R.E. N° 26-026/48 del Banco de la Nación Argentina. Los afiliados a la asociación sindical signataria de 
la presente quedan exentos de pago de la cuota solidaria. La retención precedentemente establecida regirá por la 
vigencia de la presente Resolución.

ARTÍCULO 7°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.-

Fernando D. Martinez

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 463/24 v. 08/01/2024

COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
Resolución 50/2023

Ciudad de Buenos Aires, 28/12/2023 

VISTO el Expediente Electrónico N° EX-2023-03692138-APN-DGD#MT, la Ley N° 26.727 y la Resolución de la 
COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023, y

CONSIDERANDO:

Que en el Expediente Electrónico citado en el Visto la Comisión Asesora Regional N° 6 eleva a la COMISIÓN 
NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO la propuesta del incremento de las remuneraciones mínimas para el personal 
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ocupado en tareas de COSECHA O TACO DE ZANAHORIA, en el ámbito de las Provincias de MENDOZA Y SAN 
JUAN.

Que analizados los antecedentes respectivos y habiendo las partes coincidido en cuanto a la aplicabilidad del 
incremento en las remuneraciones mínimas de la actividad, debe procederse a su determinación.

Que, asimismo, las representaciones sectoriales deciden instaurar una cuota aporte de solidaridad gremial 
aplicable sobre el total de las remuneraciones de los trabajadores que se desempeñan en el marco de la presente 
actividad, y determinar su plazo de vigencia, límites de aplicación y modo de percepción por la entidad sindical 
signataria.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 89 de la Ley N° 26.727 y la 
Resolución de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO N° 15 de fecha 28 de febrero de 2023.

Por ello,

LA COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO
RESUELVE:

ARTÍCULO 1º.- Fíjanse las remuneraciones mínimas para el personal ocupado en tareas de COSECHA O TACO 
DE ZANAHORIA, en el ámbito de las Provincias de MENDOZA Y SAN JUAN, con vigencia desde el 1° de febrero 
de 2024 hasta el 31 de enero 2025, conforme se consigna en el Anexo que forma parte integrante de la presente 
Resolución.

ARTÍCULO 2°.- Las remuneraciones establecidas en la presente mantendrán su vigencia aún vencido el plazo 
previsto en el artículo 1º, y hasta tanto no sean reemplazadas por las fijadas en una nueva Resolución.

ARTÍCULO 3º.- Los salarios a los que se refiere el artículo 1º no llevan incluido la parte proporcional correspondiente 
al sueldo anual complementario.

ARTÍCULO 4°.- El DIEZ POR CIENTO (10%) de indemnización sustitutiva por vacaciones, deberá abonarse conforme 
lo prescripto por el artículo 20 de la Ley N° 26.727.

ARTICULO 5°.- Los integrantes de la COMISIÓN NACIONAL DE TRABAJO AGRARIO se comprometen a reunirse 
cuando alguna de las partes lo solicite, a fin de analizar las posibles variaciones económicas acaecidas desde la 
entrada en vigencia de la presente Resolución que podrían haber afectado a las escalas salariales establecidas en 
el artículo 1°, y la necesidad de establecer ajustes sobre éstas.

ARTÍCULO 6°.- Establécese que los empleadores actuarán como agentes de retención de la cuota de solidaridad 
que deberán descontar a los trabajadores comprendidos en el marco de la presente Resolución, que se establece 
en el DOS POR CIENTO (2%) mensual sobre el total de las remuneraciones de dicho personal.

Los montos retenidos en tal concepto deberán ser depositados hasta el día 15 de cada mes en la cuenta especial 
de la U.A.T.R.E. N° 26-026/48 del Banco de la Nación Argentina. Los afiliados a la asociación sindical signataria de 
la presente quedan exentos de pago de la cuota solidaria. La retención precedentemente establecida regirá por la 
vigencia de la presente Resolución.

ARTÍCULO 7°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.-

Fernando D. Martinez

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 464/24 v. 08/01/2024

ENTE NACIONAL REGULADOR DEL GAS
Resolución 4/2024

RESOL-2024-4-APN-DIRECTORIO#ENARGAS

Ciudad de Buenos Aires, 04/01/2024 

VISTO el Expediente N° EX-2023-137290795- -APN-GDYE#ENARGAS, la Ley N° 24.076, el Decreto N° 1738/92 y 
la Resolución N° RESFC-2020-94-APN-DIRECTORIO#ENARGAS, y

CONSIDERANDO:

#F7045879F#
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Que, el Artículo 9° de la Ley N° 24.076 prevé que “Son sujetos activos de la industria del gas natural los productores, 
captadores, procesadores, transportistas, almacenadores, distribuidores, comercializadores y consumidores que 
contraten directamente con el productor de gas natural. Son sujetos de esta ley los transportistas, distribuidores, 
comercializadores, almacenadores y consumidores que contraten directamente con el productor”.

Que, se considera Comercializador a quien compra y venda gas natural por cuenta de terceros (Artículo 14).

Que este Organismo, en ejercicio de sus facultades regulatorias, el 9 de marzo de 2020 dictó la Resolución 
N°  RESFC-2020-94-APN-DIRECTORIO#ENARGAS, mediante la cual, y en lo que aquí interesa, se aprobó el 
Reglamento de Comercializadores (IF-2020-12929142-APN-GDYE#ENARGAS) y sus respectivos Subanexos.

Que, allí se dispuso que “Se considera comercializador a toda persona jurídica de derecho público o privado 
que compra y vende gas natural y/o transporte de gas natural por cuenta y orden de terceros, y que ha sido 
reconocida expresamente como tal por el Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS) e inscripta en el Registro 
de Comercializadores, con excepción de las Licenciatarias de Distribución y los Subdistribuidores. Las personas 
jurídicas de derecho público a que refiere el presente artículo podrán desarrollar la actividad cuando reciban gas 
natural como pago de regalías o servicios; en este caso, hasta el límite de lo que por tal concepto recibieren”.

Que, en el precitado Reglamento se habilitó dentro de la órbita de la Gerencia de Desempeño y Economía del 
ENARGAS el “Registro de Comercializadores” detallando en su Subanexo I los requisitos para solicitar inscripción 
como Comercializador.

Que, el Expediente del VISTO se inició a instancias de la solicitud de inscripción como Comercializador de Gas 
Natural en el REGISTRO DE COMERCIALIZADORES de GAS SMART S.A., suscripta por el Sr. Alan Javier Perez, 
en calidad de Presidente de la sociedad.

Que en tal sentido, la Gerencia de Desempeño y Economía de este Organismo, elaboró el Informe Técnico N° IF-
2023-150660661-APN-GDYE#ENARGAS manifestando que GAS SMART S.A. cumplió con la totalidad de los 
requisitos establecidos en el Subanexo I de la Resolución N° RESFC-2020-94-APN-DIRECTORIO#ENARGAS.

Que, en forma previa a la solicitud de inscripción en el Registro de Comercializadores, GAS SMART S.A. abonó el 
derecho de inscripción fijado en el Artículo 8° de Resolución Nº RESFC-2020-94-APN-DIRECTORIO#ENARGAS.

Que asimismo, GAS SMART S.A. acompañó las Declaraciones Juradas sobre: (1) La inexistencia de deuda 
previsional (formulario 522/A); (2) Inexistencia de incompatibilidades y limitaciones (conforme Artículo 34 Ley 
N° 24.076, Anexo I Decreto N° 1738/92 y Artículo 33 Ley N° 19.550); (3) Inexistencia de procesos de quiebra, 
convocatoria de acreedores, concurso preventivo o estado de liquidación por los últimos tres (3) años, y (4) 
Inexistencia de juicios por cobros de deudas impositivas o previsionales.

Que por último, cabe destacar que conforme lo dispuesto por el Decreto N° 202/17, GAS SMART S.A. presentó 
la Declaración Jurada de Intereses mediante la cual declaró que no se encuentra alcanzada por ninguno de los 
supuestos de vinculación respecto del Presidente y Vicepresidente de la Nación, Jefe de Gabinete de Ministros 
y/o los titulares de cualquier organismo o entidad del Sector Público Nacional con competencia para contratar o 
aprobar cualquiera de las referidas formas de relación jurídica.

Que en razón de todo lo expuesto, resulta procedente la inscripción de GAS SMART S.A. en el REGISTRO DE 
COMERCIALIZADORES, en el ámbito de la Gerencia de Desempeño y Economía del ENARGAS.

Que el Servicio Jurídico Permanente de este Organismo ha tomado la intervención que por derecho le corresponde.

Que el ENTE NACIONAL REGULADOR DEL GAS se encuentra facultado para el dictado del presente acto en 
virtud de lo dispuesto por los Artículos 52 incisos a) y x) y Artículo 59 inciso h) de la Ley N° 24.076, por el Decreto 
N° 278/2020, Decreto N° 1020/2020, Decreto N° 871/2021, Decreto N° 571/2022 y el Decreto N° 815/2022.

Por ello,

EL INTERVENTOR DEL ENTE NACIONAL REGULADOR DEL GAS
RESUELVE:

ARTÍCULO 1°.- Inscribir a GAS SMART S.A. como COMERCIALIZADOR de Gas Natural en el REGISTRO DE 
COMERCIALIZADORES del ENARGAS, en el ámbito de la Gerencia de Desempeño y Economía de este Organismo, 
de conformidad y con el alcance establecido en la Resolución N° RESFC-2020-94-APN-DIRECTORIO# ENARGAS.

ARTÍCULO 2°.- Notificar a GAS SMART S.A. en los términos del Artículo 41 del Decreto N° 1759/72 (T.O. 2017).

ARTÍCULO 3°.- Comunicar, publicar, dar a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y archivar.

Carlos Alberto María Casares

e. 08/01/2024 N° 582/24 v. 08/01/2024
#F7045997F#
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MINISTERIO DE SALUD
Resolución 4303/2023

RESOL-2023-4303-APN-MS

Ciudad de Buenos Aires, 27/12/2023 

VISTO el Expediente EX-2021-83558265- -APN-DCYC#MS, la Ley N° 27.541, los Decretos N° 260 del 12 de marzo 
de 2020, 287 del 17 de marzo de 2020, 167 del 11 de marzo de 2021, 867 del 23 de diciembre de 2021 y 863 del 29 
de diciembre de 2022, la Decisión Administrativa N° 409 del 18 de marzo de 2020, la Resolución N° 36 del 20 de 
marzo de 2017 de la SINDICATURA GENERAL DE LA NACIÓN, la Disposición N° 48 del 19 de marzo de 2020 de 
la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES, y

CONSIDERANDO:

Que con fecha 21 de diciembre de 2019 se sancionó la Ley de Solidaridad Social y Reactivación Productiva en el 
Marco de la Emergencia Pública N° 27.541, que contempla, entre otras, la Emergencia Sanitaria.

Que en virtud de la pandemia declarada por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) en relación con el 
coronavirus COVID-19, por los Decretos N° 260 del 12 de marzo de 2020, 167 del 11 de marzo de 2021, 867 del 23 
de diciembre de 2021 y 863 del 29 de diciembre de 2022 se amplió la citada emergencia hasta el 31 de diciembre 
de 2023.

Que mediante la Decisión Administrativa Nº 409/2020 el Jefe de Gabinete de Ministros estableció los principios 
generales y pautas que rigen el procedimiento de contrataciones de bienes y servicios en el contexto de la 
emergencia decretada y, a su vez, estableció que la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES dictaría las 
normas aclaratorias, interpretativas y complementarias que resulten pertinentes.

Que, en el marco de dicha competencia, la referida Oficina Nacional mediante la Disposición N° 48/2020 aprobó 
el procedimiento complementario al establecido en la mencionada Decisión Administrativa Nº  409/2020, para 
las contrataciones de bienes y servicios en el marco de la emergencia pública en materia sanitaria, en virtud 
de la pandemia COVID 19, a fin de facilitar la gestión por parte del personal de las Unidades Operativas de 
Contrataciones y de todos los actores involucrados en la tramitación de dichos procesos.

Que con el objeto de implementar la estrategia de vacunación destinada a generar inmunidad adquirida contra 
el COVID-19 y contar con un documento personal e intransferible que permita certificar la vacunación y que 
verifique que haber completado el esquema adecuado, colaborando en la disminución de errores programáticos 
y facilitando el registro, la DIRECCIÓN DE CONTROL DE ENFERMEDADES INMUNOPREVENIBLES impulsó la 
adquisición de VEINTE MILLONES (20.000.000) de carnets de vacunación COVID-19.

Que la DIRECCIÓN NACIONAL DE CONTROL DE ENFERMEDADES TRANSMISIBLES y la SUBSECRETARÍA DE 
ESTRATEGIAS SANITARIAS han prestado conformidad a la tramitación de la presente contratación, como así 
también la SECRETARIA DE ACCESO A LA SALUD y a su vez, la SECRETARÍA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA 
han tomado intervención de su competencia.

Que, por lo expuesto, se encuadró el procedimiento en una Contratación por emergencia COVID-19 Nº 11/2020, 
en los términos del artículo 3 de la Decisión Administrativa Nº 409 del 18 de marzo de 2020 y el artículo 1° de la 
Disposición ONC N° 48 del 19 de marzo de 2020.

Que conforme surge del Acta de Apertura de fecha 30 de septiembre del 2021, se recibieron OCHO (8) ofertas, 
pertenecientes a las firmas LATIN GRAFICA S.R.L., KOLLOR PRESS IMPRESORA DE PUBLICACIONES Y 
EDICIONES S.A., MEGAPIXEL S.R.L., GRAFICA LATINA S.A., COOPERATIVA DE TRABAJO MADYGRAF LTDA., 
JAVIER HERNÁN PEREZ ROMERO, BOLDT IMPRESORES S.A., INSTITUTO DE PUBLICACIONES Y ESTADISTICAS 
S.A.

Que la DIRECCIÓN DE COMPRAS Y CONTRATACIONES, en función del informe técnico, el cumplimiento de 
las formalidades de las firmas y el análisis económico respecto de la conveniencia de las ofertas, recomendó la 
adjudicación de las ofertas de menor valor correspondientes a las firmas JAVIER HERNÁN PEREZ ROMERO para 
el renglón N° 1, por una cantidad parcial de OCHO MILLONES (8.000.000) de carnets, y GRAFICA LATINA S.A. 
para el renglón N° 1, con una cantidad parcial de DOCE MILLONES (12.000.000) de carnets, ambas por ser válidas 
y convenientes.

Que en instancia de la firma del acto administrativo de adjudicación y en virtud del tiempo transcurrido desde 
la apertura del proceso el día de 30 de septiembre de 2021, la DIRECCIÓN DE CONTROL DE ENFERMEDADES 
INMUNOPREVENIBLES informó que no resultaba necesario continuar el procedimiento de contratación requerido 
inicialmente, motivo por el cual solicitó se deje sin efecto el trámite correspondiente.

#I7046003I#



 Boletín Oficial Nº 35.336 - Primera Sección 22 Lunes 8 de enero de 2024

Que la DIRECCIÓN DE CONTROL DE ENFERMEDADES INMUNOPREVENIBLES indicó, mediante IF2023-
143233841-APN-DCEI#MS que “…toda vez que el Certificado Digital cumple con los mismos objetivos que fueron 
pensados para la adquisición de los carnets en papel cuando los mismos fueron solicitados, es que no es necesario 
avanzar con el proceso de adquisición que motivara el inicio del trámite de las presentes actuaciones…”.

Que lo expresado por la DIRECCIÓN DE CONTROL DE ENFERMEDADES INMUNOPREVENIBLES cuenta 
con las conformidades correspondientes de la DIRECCIÓN NACIONAL DE CONTROL DE ENFERMEDADES 
TRANSMISIBLES, la SUBSECRETARÍA DE ESTRATEGIAS SANITARIAS y la SECRETARÍA DE ACCESO A LA 
SALUD, mediante las PV-2023-143506875-APN-DNCET#MS, PV-2023- 143630068-APN-SSES#MS y PV-2023-
144368806-APN-SAS#MS respectivamente.

Que el presente se dicta en uso de las facultades otorgadas por el artículo 6 de la Decisión Administrativa N° 409 
del 18 de marzo de 2020, el numeral 5 del Anexo de la Disposición N° 48 del 19 de marzo de 2020 de la Oficina 
Nacional de Contrataciones, y por el artículo 20 del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional, 
Decreto N° 1023 del 13 de agosto de 2001.

Por ello,

EL MINISTRO DE SALUD
RESUELVE:

ARTÍCULO 1°. - Déjase sin efecto el Proceso COVID N° 11/2021, encuadrado bajo la Contratación Directa N° 80-
0087-CDI21.

ARTÍCULO 2°. - Regístrese, publíquese en la página de la Oficina Nacional de Contrataciones (ONC), dese a la 
DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL para su publicación por un día y pase a la DIRECCIÓN DE 
COMPRAS Y CONTRATACIONES a sus efectos.

Mario Antonio Russo

e. 08/01/2024 N° 588/24 v. 08/01/2024

MINISTERIO DE SALUD
Resolución 23/2024

RESOL-2024-23-APN-MS

Ciudad de Buenos Aires, 04/01/2024

VISTO el EX-2023-141592507- -APN-DD#MS, y

CONSIDERANDO:

Que por las citadas actuaciones tramita la renuncia presentada por la Lic. Edith Susana BENEDETTI (D.N.I. 
14.232.172), al cargo de Subsecretaria de la SUBSECRETARÍA DE GESTIÓN DE SERVICIOS E INSTITUTOS, de 
la SECRETARÍA DE CALIDAD EN SALUD, en el que fuera designada mediante Decreto Nacional N° 845 del 9 de 
Diciembre de 2021.

Que el artículo 42º inciso b) del Anexo a la Ley N° 25.164 dispone que “La relación de empleo de la agente con la 
Administración Pública Nacional concluye por las siguientes causas: Renuncia aceptada o vencimiento del plazo 
de conformidad con lo previsto en el artículo 22.”.

Que se ha acreditado la inexistencia de sumarios administrativos respecto de la causante que pudieran motivar la 
aplicación de sanciones disciplinarias.

Que tampoco registra saldos pendientes de rendición ni bienes patrimoniales a su cargo.

Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS ha tomado la intervención de su competencia.

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el artículo 1°, inciso c) del Decreto 
N° 101/85 y sus modificatorios.

Por ello,

EL MINISTRO DE SALUD
RESUELVE:

ARTICULO 1°. - Dase por aceptada, en virtud de lo normado por el artículo 42° inciso b) del Anexo a la Ley 
N° 25.164 y a partir del 10 de Diciembre de 2023, la renuncia presentada por la Lic. Edith Susana BENEDETTI 

#F7046003F#
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(D.N.I. 14.232.172), al cargo de Subsecretaria de la SUBSECRETARÍA DE GESTIÓN DE SERVICIOS E INSTITUTOS, 
de la SECRETARÍA DE CALIDAD EN SALUD, en el que fuera designada mediante Decreto Nacional N° 845 del 9 
de Diciembre de 2021.

ARTÍCULO 2°. - Agradézcase a la citada funcionaria los servicios prestados en el cumplimiento de las tareas 
encomendadas.

ARTICULO 3°. - Comuníquese, notifíquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL 
y archívese.

Mario Antonio Russo

e. 08/01/2024 N° 675/24 v. 08/01/2024

MINISTERIO DEL INTERIOR
Resolución 5/2024

RESOL-2024-5-APN-MI

Ciudad de Buenos Aires, 04/01/2024

VISTO el Expediente N° EX-2023-152935380- -APN-RENAPER#MI de la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO 
NACIONAL DE LAS PERSONAS, organismo descentralizado actuante en la órbita de este Ministerio, la Ley 
N° 17.671 y sus modificatorias, la Ley de Ministerios N° 22.520 (T.O. por el Decreto N° 438/92) y sus modificatorias, 
la Ley N° 27.431, los Decretos Nº 1501 de fecha 20 de octubre de 2009, y la Resolución N° 266 de fecha 15 de julio 
de 2019 del entonces MINISTERIO DEL INTERIOR, OBRAS PÚBLICAS Y VIVIENDA, y

CONSIDERANDO:

Que de conformidad con lo establecido en el inciso f) del artículo 5° de la Ley N° 17.671 y sus modificatorias, el 
Director Nacional de la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO NACIONAL DE LAS PERSONAS, tiene entre sus 
atribuciones proponer a este Ministerio las tasas para el cobro de los servicios que preste dicho organismo.

Que asimismo, el artículo 29 de la ley referida en el considerando precedente establece que la DIRECCIÓN 
NACIONAL DEL REGISTRO NACIONAL DE LAS PERSONAS percibirá por la expedición de documentos, 
certificados, testimonios, reproducciones, etcétera, las tasas que correspondan, proponiendo a este Ministerio, 
para su resolución, la actualización de las mismas, así como la inclusión o eliminación de conceptos.

Que el artículo 94 de la Ley N°  27.431 establece que los recursos que ingresen a la DIRECCIÓN NACIONAL 
DEL REGISTRO NACIONAL DE LAS PERSONAS en virtud de la prestación del servicio de validación de datos, 
identidad y biometría por vía web, de conformidad con los convenios que ésta suscriba, serán afectados a la 
modernización y fortalecimiento institucional.

Que a su vez, por el Decreto Nº 1501/09 se autorizó a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO NACIONAL DE 
LAS PERSONAS a utilizar tecnologías digitales en la identificación de los ciudadanos nacionales y extranjeros, 
como así también en la emisión del Documento Nacional de Identidad.

Que haciendo uso de la tecnología y de las diferentes aplicaciones informáticas desarrolladas por la DIRECCIÓN 
NACIONAL DEL REGISTRO NACIONAL DE LAS PERSONAS, dicho organismo presta el servicio de validación de 
identidad a distancia y presencial, en tiempo real, a través del Sistema de Identidad Digital (SID).

Que en dicho marco, resulta oportuno actualizar los servicios prestados por el Sistema de Identidad Digital (SID) 
aprobando la incorporación de nuevos servicios y reformulando los conceptos ya existentes.

Que por el Decreto Nº 744 de fecha 29 de octubre de 2019 se autorizó a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO 
NACIONAL DE LAS PERSONAS, a emitir en forma adicional al Documento Nacional de Identidad en formato 
tarjeta, la credencial virtual del Documento Nacional de Identidad para dispositivos móviles inteligentes (DNI en el 
celular), que consiste en la réplica exacta de los datos de identificación del Documento Nacional de Identidad en 
formato tarjeta, como parte integrante de la Plataforma Digital del Sector Público Nacional.

Que asimismo, por la Disposición N° 1056 de fecha 22 de octubre de 2020 de la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO NACIONAL DE LAS PERSONAS, se implementó el Certificado de Pre-Identificación para todas aquellas 
personas que hubieran nacido en territorio argentino, y que carezcan del Documento Nacional de Identidad por 
no contar con el Acta de Nacimiento, por encontrarse vencidos los plazos previstos en el artículo 28 de la Ley 
N° 26.413 y sus modificatorias.

#F7046746F#
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Que el artículo 4º del Decreto 724 de fecha 31 de octubre de 2022 instruyó a esta cartera ministerial a incorporar 
en el citado Cuadro Tarifario que por la presente se apruebe, el ítem correspondiente a la fabricación de las 
Credenciales Diplomáticas, No Diplomáticas, Consulares, de Misiones Especiales y de Organismos Internacionales.

Que atento a lo expuesto, resulta pertinente incorporar al Cuadro Tarifario de la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO NACIONAL DE LAS PERSONAS la tarifa correspondiente a los servicios referidos.

Que por otro lado, y a los fines de sostener la eficiente prestación de los servicios brindados por la DIRECCIÓN 
NACIONAL DEL REGISTRO NACIONAL DE LAS PERSONAS, corresponde actualizar las tasas que se perciben 
por los mismos.

Que en tal sentido, se considera necesario dejar sin efecto el artículo 2° de la Resolución N° 266/19 de este Ministerio, 
por el que se aprobó el “CUADRO TARIFARIO DE LA DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO NACIONAL DE LAS 
PERSONAS aplicable en el Territorio Nacional”, que como Anexo N° IF-2019-58931525-APN-RENAPER#MI forma 
parte integrante de dicha medida, y aprobar el nuevo Cuadro Tarifario.

Que la Ley de Ministerios N°  22.520 (T.O. por el Decreto N°  438/92) y sus modificatorias establece entre las 
competencias de este Ministerio la de entender en la organización, conducción y control de la DIRECCIÓN 
NACIONAL DEL REGISTRO NACIONAL DE LAS PERSONAS.

Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos ha intervenido en el ámbito de su competencia.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el inciso f) del artículo 5° y por 
el artículo 29 de la Ley N° 17.671 y sus modificatorias y por la Ley de Ministerios N° 22.520 (T.O. por el Decreto 
N° 438/92) y sus modificatorias.

Por ello,

EL MINISTRO DEL INTERIOR
RESUELVE:

ARTÍCULO 1°. - Déjase sin efecto el artículo 2º de la Resolución Nº 266 de fecha 15 de julio de 2019 del entonces 
MINISTERIO DEL INTERIOR, OBRAS PÚBLICAS Y VIVIENDA.

ARTÍCULO 2º.- Apruébase el nuevo CUADRO TARIFARIO DE LA DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO 
NACIONAL DE LAS PERSONAS aplicable en el Territorio Nacional, que como Anexo N° IF-2023-154481041-APN-
RENAPER#MI forma parte integrante de la presente medida.

ARTÍCULO 3°. - La presente medida entrará en vigencia a partir del día siguiente al de su publicación en el Boletín 
Oficial de la República Argentina.

ARTÍCULO 4°. - Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y archívese.

Guillermo Francos

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 620/24 v. 08/01/2024

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD
Resolución 2/2024

RESOL-2024-2-APN-SSS#MS

Ciudad de Buenos Aires, 04/01/2024

VISTO el Expediente Nº  EX-2023-151559175- -APN-SRHYO#SSS, el Convenio Colectivo de Trabajo Sectorial 
del Personal del SISTEMA NACIONAL DE EMPLEO PÚBLICO, homologado por el Decreto Nº  2098/08, sus 
modificatorios y complementarios, la Decisión Administrativa Nº 922 del 29 de mayo del 2020, y

CONSIDERANDO:

Que mediante Decisión Administrativa Nº 922/20, se designó al Dr. José Pedro BUSTOS, DNI N° 17.213.691, en 
el cargo de Gerente de Gestión Estratégica, dependiente de la Gerencia General de la SUPERINTENDENCIA DE 
SERVICIOS DE SALUD, a partir del 10 de enero del 2020.

#F7046691F#

#I7046738I#
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Que mediante Nota N° NO-2023-150099490-APN-GGE#SSS, el Dr. José Pedro BUSTOS, DNI N° 17.213.691, ha 
puesto a disposición su renuncia, al cargo de Gerente de Gestión Estratégica, dependiente de la Gerencia General 
de la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD.

Que mediante Nota N° NO-2023-152164996-APN-SSS#MS, el SUPERINTENDENTE DE SERVICIOS DE SALUD 
instruye a la Subgerencia de Recursos Humanos y Organización, a aceptar la renuncia presentada por el Dr. José 
Pedro BUSTOS, DNI N° 17.213.691, a partir del 19 de diciembre del 2023.

Que en consecuencia, y no existiendo objeciones que formular, resulta procedente la aceptación de la misma.

Que la Gerencia de Asuntos Jurídicos ha tomado la intervención de su competencia.

Que la presente se dicta conforme a las atribuciones conferidas por los Decretos Nº 1615 del 23 de diciembre de 
1996 y Nº 44 del 14 de diciembre del 2023.

Por ello,

EL SUPERINTENDENTE DE SERVICIOS DE SALUD
RESUELVE:

ARTÍCULO 1º.- Acéptase la renuncia presentada por el Dr. José Pedro BUSTOS, DNI N° 17.213.691, a partir del 
19 de diciembre del 2023, al cargo extraescalafonario de Gerente de Gestión Estratégica, dependiente de la 
Gerencia General de este Organismo, Nivel A, Grado 9, Función Ejecutiva Nivel I del Convenio Colectivo de Trabajo 
Sectorial del Personal del SISTEMA NACIONAL DE EMPLEO PÚBLICO, homologado por el Decreto Nº 2098/08, 
sus modificatorios y complementarios.

ARTÍCULO 2°. - Agradécense al funcionario renunciante los servicios prestados en el desempeño de su cargo.

ARTICULO 3º.- Regístrese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial, gírese a la Gerencia de 
Administración a los fines de su competencia. Cumplido, archívese.

Enrique Hector Rodriguez Chiantore

e. 08/01/2024 N° 667/24 v. 08/01/2024

UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA
Resolución 1/2023

RESOL-2023-1-APN-UIF#MJ

Ciudad de Buenos Aires, 12/12/2023

VISTO el Expediente UIF Nº EX-2023-144902534-APN-DGDYD#UIF, las Leyes Nros. 20.539 -texto sustituido por 
la Ley N° 24.144-, 25.246, y sus respectivas modificatorias, los Decretos Nros. 290 del 27 de marzo de 2007 y sus 
modificatorios, 652 y 653 ambos del 22 de septiembre de 2022, las Resoluciones UIF Nros. 23 del 19 de enero de 
2011, 70 del 24 de mayo de 2011, 66 del 19 de abril de 2012, y sus respectivas modificatorias, y

CONSIDERANDO:

Que conforme a lo dispuesto por los artículos 5° y 6° de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, la UNIDAD DE 
INFORMACIÓN FINANCIERA (UIF) es un organismo que funciona con autonomía y autarquía financiera en 
jurisdicción del MINISTERIO DE JUSTICIA y tiene a su cargo el análisis, tratamiento y transmisión de información 
a los efectos de prevenir e impedir el Lavado de Activos (LA) y la Financiación del Terrorismo (FT).

Que el artículo 20 de la citada Ley establece y enumera los Sujetos Obligados a informar ante esta UNIDAD DE 
INFORMACIÓN FINANCIERA, en los términos de los artículos 21 y 21 bis del mismo cuerpo legal, mientras que el 
artículo 20 bis define el contenido del deber de informar.

Que los incisos 2° y 11 del referido artículo 20, establecen como Sujetos Obligados a informar, a las personas 
humanas o jurídicas autorizadas por el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA (BCRA) para operar 
en la transmisión de fondos dentro y fuera del territorio nacional, y a las empresas prestatarias o concesionarias 
de servicios postales que realicen operaciones de giros de divisas o de traslado de distintos tipos de moneda o 
billete respectivamente.

Que el artículo 4° inciso g) de la Ley N° 20.539, texto sustituido por la Ley N° 24.144 y sus modificatorias, faculta al 
BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA a regular, entre otros y en la medida de sus facultades, a las 
remesadoras de fondos.

#F7046738F#

#I7032919I#
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Que la UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA ha emitido, en uso de las facultades establecidas por el inciso 
10 del artículo 14 de la Ley N° 25.246, directivas, instrucciones y resoluciones respecto de las medidas que deben 
aplicar los Sujetos Obligados para, entre otras obligaciones, identificar y conocer a sus clientes.

Que mediante las Resoluciones UIF Nros. 23/11 y 66/12 se establecieron los lineamientos para la gestión de los 
riesgos de LA/FT y de cumplimiento mínimo que las empresas prestatarias o concesionarias de servicios postales 
que realicen operaciones de giros de divisas o de traslado de distintos tipos de moneda o billete y las remesadoras 
de fondos, respectivamente, deben adoptar y aplicar para gestionar, de acuerdo con sus políticas, procedimientos 
y controles, el riesgo de ser utilizadas con objetivos criminales de LA/FT.

Que el artículo 6º de la Resolución N° 70/11 y sus modificatorias establece que las personas humanas o jurídicas 
alcanzadas por la regulación del BCRA para operar como remesadoras de fondos dentro y fuera del territorio 
nacional (artículo 20 inciso 2 in fine de la Ley Nº  25.246 y sus modificatorias) y las empresas prestatarias o 
concesionarias de servicios postales que realicen operaciones de giros de divisas o de traslado de distintos 
tipos de moneda o billete (artículo 20 inciso 11 de la Ley Nº 25.246 y sus modificatorias) deberán informar hasta 
el día QUINCE (15) de cada mes las operaciones que sus clientes hayan realizado en el mes calendario inmediato 
anterior que superen la suma de UN (1) SALARIO MÍNIMO, VITAL Y MÓVIL, sea en un sola operación o por la 
sumatoria de las operaciones que hubieran realizado.

Que por otra parte, la República Argentina es miembro pleno del GRUPO DE ACCIÓN FINANCIERA INTERNACIONAL 
(GAFI) desde el año 2000, organismo intergubernamental cuyo propósito es el desarrollo y la promoción de 
estándares internacionales para combatir el Lavado de Activos, la Financiación del Terrorismo y la Financiación 
de la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva (LA/FT/FP), y como tal debe ajustar sus normas legales y 
regulatorias a sus recomendaciones.

Que en 2012 los estándares de GAFI fueron revisados y como consecuencia de ello se modificaron los criterios 
para la prevención del LA/FT, pasando así de un enfoque de cumplimiento normativo formalista a un enfoque 
basado en riesgo.

Que de conformidad con la Recomendación 1 del GAFI, mediante dicho enfoque, las autoridades competentes, 
Instituciones Financieras y Actividades y Profesiones No Financieras Designadas (APNFD) deben ser capaces 
de asegurar que las medidas dirigidas a prevenir o mitigar el LA/FT tengan correspondencia con los riesgos 
identificados, permitiendo tomar decisiones sobre cómo asignar sus propios recursos de manera más eficiente.

Que de conformidad con la Recomendación 14 del GAFI, entre otras cuestiones, se establece que los proveedores 
de servicios de transferencia de dinero o valores (STDV) deben contar con licencia o encontrarse registradas, estar 
sujetos a monitoreo en materia de cumplimiento ALA/CFT y cumplir con las Recomendaciones del GAFI.

Que de conformidad con el enfoque basado en riesgos las empresas prestatarias o concesionarias de servicios 
postales que realicen operaciones de giros de divisas o de traslado de distintos tipos de moneda o billete y las 
remesadoras de fondos, deben entender la probabilidad de que los riesgos de LA y FT ocurran y el impacto que 
puedan tener en cada una de las entidades del sector y posiblemente en la economía nacional a gran escala, en 
caso de materializarse.

Que se ha tenido en consideración el informe de GAFI “Guidance for a Risk-Based Approach for Money or Value 
Transfer Services”, publicado en febrero de 2016, en el cual se establecen los diferentes elementos que los países 
y los proveedores de servicios de transferencia de dinero o valores pueden tener en cuenta a la hora de diseñar e 
implementar un enfoque basado en riesgos.

Que a los efectos de dar fiel cumplimiento a las competencias que han sido asignadas a esta UNIDAD DE 
INFORMACIÓN FINANCIERA en su ley de creación, corresponde modificar el marco regulatorio vigente emitido 
respecto de las empresas prestatarias o concesionarias de servicios postales que realicen operaciones de giros 
de divisas o de traslado de distintos tipos de moneda o billete y las remesadoras de fondos, con el objeto de 
establecer y/o adecuar las obligaciones que las mismas deberán cumplir para administrar y mitigar los riesgos 
de LA/FT, en concordancia con los estándares, las buenas prácticas, guías y pautas internacionales actualmente 
vigentes, conforme las Recomendaciones emitidas por el GAFI.

Que, asimismo, desde la entrada en vigencia de la normativa señalada se supervisó la labor de los Sujetos 
Obligados, y como resultado de ello se han advertido oportunidades de mejora en función de la información 
recabada, la operatividad del sector y la práctica observada.

Que, asimismo, en el proceso de elaboración de la presente, se consultó a representantes del sector, cuyas 
opiniones fueron evaluadas y tenidas en consideración para la formulación de esta norma.

Que en la norma propuesta se han tenido en cuenta los resultados de las Evaluaciones Nacionales de Riesgos de LA 
y FT/FP efectuadas durante el año pasado y aprobadas por los Decretos Nros. 653/22 y 652/22, respectivamente.
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Que del informe publicado por esta UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA titulado “Análisis y Evaluación de los 
Reportes de Operaciones Sospechosas de los Sujetos Obligados” (2022) surge la necesidad de mejorar algunos 
aspectos vinculados a las temáticas referidas.

Que la UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA debe velar de manera permanente por adoptar las buenas 
prácticas y los cambios en los estándares internacionales vigentes del GAFI para cumplir con el interés público 
comprometido de prevenir y combatir los delitos de LA y FT.

Que, en lo sustancial, a partir de la identificación de supuestos considerados de riesgo alto, se considera 
conveniente que los Sujetos Obligados realicen en tales casos una Debida Diligencia Reforzada.

Que adicionalmente, se incorporan señales de alerta orientativas a fin de que a partir de su análisis los Sujetos 
Obligados puedan determinar si corresponde efectuar un Reporte de Operación Sospechosa y se reformulan los 
regímenes informativos vigentes.

Que se simplifica y allana el lenguaje de redacción de la norma con el objetivo de lograr un mayor entendimiento 
de la misma para su eficaz implementación por parte de los Sujetos Obligados.

Que, en miras a dicho cometido, se proyecta su entrada en vigencia de modo diferido para que los Sujetos 
Obligados puedan readecuar y/o ajustar sus Sistemas de Prevención de LA/FT y sus políticas, procedimientos y 
controles internos.

Que se ha realizado la consulta al BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA conforme el artículo 14 
inciso 10 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias.

Que la Dirección de Asuntos Jurídicos de esta UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA ha tomado la intervención 
que le compete.

Que el Consejo Asesor ha tomado intervención en los términos del artículo 16 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias.

Que la presente se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley N° 25.246 y sus modificatorias y el 
Decreto N° 290/07 y sus modificatorios.

Por ello,

EL PRESIDENTE DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA
RESUELVE:

CAPÍTULO I. OBJETO Y DEFINICIONES

ARTÍCULO 1°.- Objeto.

La presente resolución tiene por objeto establecer los requisitos mínimos para la identificación, evaluación, 
monitoreo, administración y mitigación de los riesgos de lavado de activos y financiación del terrorismo (LA/FT) 
que los Sujetos Obligados incluidos en el artículo 20 incisos 2 y 11 de la Ley N° 25.246, con el alcance que se define 
en el artículo siguiente, deberán adoptar y aplicar, de acuerdo con sus políticas, procedimientos y controles, a los 
fines de evitar el riesgo de ser utilizados por terceros con objetivos criminales de LA/FT.

ARTÍCULO 2°.- Definiciones.

A los efectos de la presente resolución se entenderá por:

a) Agente: cualquier persona humana o jurídica que efectúa remesa de fondos en nombre de un Sujeto Obligado, 
ya sea por contrato con éste o bajo su dirección. La responsabilidad sobre el debido cumplimiento de las normas 
en materia de LA/FT permanecerán en el Sujeto Obligado

b) Autoevaluación de riesgos: al ejercicio de evaluación interna de riesgos de LA/FT realizado por el Sujeto Obligado 
para cada una de sus líneas de negocio, a fin de identificar y determinar su riesgo inherente y evaluar la efectividad 
de las políticas, procedimientos y controles implementados para administrar y mitigar los riesgos identificados en 
relación, como mínimo, a sus clientes, productos y/o servicios, canales de distribución y zonas geográficas.

c) Beneficiario de la remesa: a la persona humana, jurídica o estructura jurídica que es identificada por el ordenante 
como el receptor de la remesa solicitada.

d) Beneficiario Final: a la/las persona/s humana/s comprendidas en la Resolución de la Unidad de Información 
Financiera (UIF) vigente en la materia.

e) Cliente: a toda persona humana, jurídica o estructura jurídica -nacional o extranjera- con la que se establece, 
de manera ocasional o permanente, una relación de carácter financiero, económico o comercial. Los meros 
proveedores de bienes y/o servicios no serán calificados como Cliente, salvo que mantengan con el Sujeto 
Obligado relaciones de negocio ordinarias diferentes de la mera proveeduría.
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f) Contra reembolsista: Cliente que cobra un giro o transferencia contra la entrega de una encomienda postal. El 
cliente contra reembolsista recibirá idéntico tratamiento que un cliente ordenante.

g) Debida Diligencia: a los procedimientos de conocimiento aplicables a todos los clientes, los que se llevarán a 
cabo teniendo en cuenta los niveles de riesgo asignados a cada uno de ellos.

h) Enfoque basado en riesgo: a la regulación y aplicación de medidas para prevenir o mitigar el LA/FT proporcionales 
a los riesgos identificados, que incluye a los procesos para su identificación, evaluación, monitoreo, administración 
y mitigación a los fines de focalizar los esfuerzos y aplicar los recursos de manera más efectiva.

i) Efectividad del Sistema de Prevención de LA/FT: a la capacidad del Sujeto Obligado de identificar, evaluar, 
monitorear, administrar y mitigar los riesgos de LA/FT de modo eficiente y eficaz, a los fines de evitar ser utilizados 
por terceros con objetivos criminales de LA/FT.

j) Grupo: a DOS (2) o más Sujetos Obligados incluidos en el artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, 
vinculados entre sí por una relación de control o pertenecientes a una misma organización económica y/o societaria.

k) Manual de prevención de LA/FT: al documento que contiene todas las políticas, procedimientos y controles que 
integran el Sistema de Prevención de LA/FT del Sujeto Obligado.

l) Operaciones Inusuales: a las operaciones tentadas o realizadas en forma aislada o reiterada, con independencia 
del monto, que carecen de justificación económica y/o jurídica, y/o no guardan relación con el nivel de riesgo del 
cliente o su perfil transaccional, y/o que, por su frecuencia, habitualidad, monto, complejidad, naturaleza y/u otras 
características particulares, se desvían de los usos y costumbres en las prácticas de mercado.

m) Operaciones Sospechosas: a las operaciones tentadas o realizadas, independientemente de su monto, que 
ocasionan sospecha de que los fondos o activos involucrados provienen o están vinculados con el lavado de 
activos o están relacionados con la financiación del terrorismo, o que habiéndose identificado previamente como 
inusuales, luego del análisis realizado por el Sujeto Obligado no permitan justificar la inusualidad.

n) Ordenante: al titular de la cuenta, quien permite la remesa desde esa cuenta o, cuando no existe una cuenta, la 
persona humana, jurídica o estructura jurídica que hace la orden en el Sujeto Obligado para que se proceda a la 
remesa.

ñ) Personas Expuestas Políticamente (PEP): a las personas comprendidas en la Resolución UIF vigente en la 
materia.

o) Políticas, procedimientos y controles: se entiende por políticas a las pautas o directrices de carácter general 
que rigen la actuación del Sujeto Obligado en materia específica de prevención de LA/FT; por procedimientos a 
los métodos operativos de ejecución de las políticas en materia específica de prevención de LA/FT; y por controles 
a los mecanismos de comprobación de funcionamiento e implementación adecuada de los procedimientos en 
materia específica de prevención de LA/FT.

p) Reportes Sistemáticos: a la información que obligatoriamente deberá remitir cada Sujeto Obligado a la UIF, a 
través de los mecanismos informativos establecidos.

q) Riesgo de LA/FT: a la posibilidad de que una operación ejecutada o tentada por el cliente sea utilizada para el 
lavado de activos y/o la financiación del terrorismo.

r) Salario Mínimo, Vital y Móvil: al fijado por el Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, 
Vital y Móvil, vigente al 31 de diciembre del año calendario anterior y al 30 de junio del año calendario corriente, 
según corresponda.

s) Sujetos Obligados: las personas humanas o jurídicas que efectúan remesas de fondos dentro y fuera del territorio 
nacional y las empresas prestatarias o concesionarias de servicios postales que realicen operaciones de giros de 
divisas o de traslado de distintos tipos de moneda o billete.

t) Tolerancia al riesgo de LA/FT: al nivel de riesgo de LA/FT que el órgano de administración o máxima autoridad 
del Sujeto Obligado está dispuesto a asumir, decidido con carácter previo a su real exposición y de acuerdo con 
su capacidad de administración y mitigación de riesgos, con la finalidad de alcanzar sus objetivos estratégicos y 
su plan de negocios.

CAPÍTULO II. SISTEMA DE PREVENCIÓN DE LA/FT DEL SUJETO OBLIGADO.

ARTÍCULO 3°.- Sistema de Prevención de LA/FT.

El Sujeto Obligado deberá implementar un Sistema de Prevención de LA/FT, con un enfoque basado en riesgo, que 
contendrá todas las políticas, procedimientos y controles a los fines de identificar, evaluar, monitorear, administrar 
y mitigar eficazmente los riesgos de LA/FT a los que se encuentra expuesto y cumplir con las obligaciones exigidas 
por la normativa vigente.
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Dicho Sistema deberá tener en cuenta las Evaluaciones Nacionales de Riesgos de LA/FT/FP, sus actualizaciones, 
otros documentos publicados o diseminados por autoridades públicas competentes en los que se identifiquen 
riesgos vinculados con el sector y aquellos riesgos identificados por el propio Sujeto Obligado.

PARTE I. Riesgos.

ARTÍCULO 4°.- Factores de Riesgo de LA/FT.

A los fines de la identificación, evaluación, monitoreo, administración y mitigación de los riesgos de LA/FT, como 
así también para la confección del informe técnico de autoevaluación de riesgos, el Sujeto Obligado deberá 
considerar, como mínimo, los siguientes factores:

a) Clientes: los riesgos de LA/FT asociados a los clientes, los cuales se relacionan con sus antecedentes, 
actividades, comportamiento, volumen o materialidad de su/s operación/es, al inicio y durante toda la relación 
comercial. El análisis asociado a este factor deberá incorporar, entre otros, los siguientes elementos: el propósito 
y la naturaleza esperada de la relación comercial, la regularidad y/o duración de la relación comercial, la residencia, 
la nacionalidad, el nivel de ingresos o patrimonio, la actividad que realiza, el carácter de persona humana o jurídica, 
la condición de PEP, el carácter público o privado y su participación en mercados de capitales o asimilables.

b) Productos y/o servicios: los riesgos de LA/FT asociados a los productos y/o servicios que ofrece el Sujeto 
Obligado, tanto durante la etapa de diseño o desarrollo, así como a lo largo de toda su vigencia.

c) Canales de distribución: los riesgos de LA/FT asociados a los diferentes modelos de distribución (presencial, 
por Internet, telefónica, entre otros).

d) Zona geográfica: los riesgos de LA/FT asociados a las zonas geográficas en las que ofrece sus productos y/o 
servicios, tanto a nivel nacional como internacional, tomando en cuenta sus índices de criminalidad, características 
económico financieras y socio-demográficas y las disposiciones y guías que las autoridades competentes, o el 
Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), emitan con respecto a dichas jurisdicciones. El análisis asociado 
a este factor de riesgo de LA/FT comprende las zonas en las que opera el Sujeto Obligado, así como aquellas 
vinculadas al proceso de la operación.

El Sujeto Obligado podrá incorporar factores de riesgo adicionales a los requeridos por la presente, de acuerdo 
con las características de sus clientes y la complejidad de sus operaciones, productos y/o servicios, canales de 
distribución y zonas geográficas, precisando el fundamento y la metodología de su incorporación.

El Sujeto Obligado debe realizar un análisis de riesgo de LA/FT que considere, como mínimo, los CUATRO (4) 
factores indicados en los incisos a) a d), de manera previa al lanzamiento e implementación de nuevos productos, 
prácticas o tecnologías.

ARTÍCULO 5°.- Informe técnico de autoevaluación de riesgos.

El Sujeto Obligado deberá identificar, evaluar y comprender los riesgos de LA/FT a los que se encuentra expuesto, 
a fin de adoptar medidas apropiadas y eficaces de administración y mitigación. A esos efectos, deberá elaborar 
un informe técnico de autoevaluación de riesgos de LA/FT, con una metodología de identificación, evaluación y 
comprensión de riesgos acorde con la naturaleza y dimensión de su actividad comercial, la que podrá ser revisada 
por la UIF.

Dicho informe debe cumplir, como mínimo, con los siguientes requerimientos:

a) Considerar los factores de riesgo previstos en el artículo 4° de la presente resolución, en cada una de sus líneas 
de negocio, el nivel de riesgo inherente, el nivel y tipo apropiados de administración y mitigación a aplicar.

b) Tener en consideración e incorporar la información suministrada por la UIF u otras autoridades competentes 
acerca de los riesgos de LA/FT, los resultados de las Evaluaciones Nacionales de Riesgo de LA/FT/FP y sus 
actualizaciones, como así también otros documentos en los que se identifiquen riesgos vinculados con el sector, 
tipologías y/o guías elaboradas por organismos nacionales e internacionales.

c) Ser autosuficiente, estar documentado y conservarse junto con la metodología, la documentación, los datos 
estadísticos y la información que lo sustente, en el domicilio registrado ante la UIF.

d) Ser actualizado anualmente. No obstante ello, deberá actualizarse antes del plazo anual previsto si se produce 
una modificación en el nivel de riesgo del Sujeto Obligado.

e) Ser enviado a la UIF, junto con la metodología, una vez aprobado, antes del 30 de abril de cada año calendario, 
y cuando se produzca una modificación en el nivel de riesgo del Sujeto Obligado.

En aquellos supuestos en los que el Sujeto Obligado realice más de una actividad alcanzada por la Ley N° 25.246 
y la reglamentación aplicable, deberá desarrollar un informe técnico de autoevaluación para cada una de ellas. En 
caso de que lo considere conveniente, podrá elaborar un único informe técnico, en un documento consolidado, 
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que necesariamente deberá reflejar las particularidades de cada una de las actividades comerciales, así como 
también sus riesgos y mitigantes en materia de prevención de LA/FT.

En aquellos supuestos en que el Sujeto Obligado se encuentre iniciando actividades, deberá realizar el informe 
técnico de autoevaluación de forma previa a iniciar sus operaciones. Para ello, deberá contemplarse el plan de 
negocios proyectado y aquellas situaciones relevantes que pudieran impactar en el riesgo de LA/FT.

La UIF podrá revisar, en el ejercicio de su competencia, la lógica, coherencia y razonabilidad de la metodología 
implementada y el informe técnico resultante de la misma, y podrá plantear objeciones o exigir modificaciones al 
informe técnico de autoevaluación de riesgos. La presentación del informe técnico de autoevaluación ante la UIF 
no podrá considerarse una aceptación y/o aprobación tácita de su contenido.

El resultado del informe técnico de autoevaluación de riesgos deberá ser tenido en cuenta a efectos de mejorar, 
ajustar y retroalimentar el Sistema de Prevención de LA/FT del Sujeto Obligado, a fin de que se encuentre en 
concordancia con la declaración de tolerancia al riesgo.

ARTÍCULO 6°.- Declaración de tolerancia al riesgo.

El Sujeto Obligado deberá realizar una declaración de tolerancia al riesgo, debidamente fundada y aprobada por 
el órgano de administración o la máxima autoridad. Dicha declaración debe identificar el margen de riesgo de LA/
FT que el órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado está dispuesto a asumir, decidido con 
carácter previo a su real exposición y de acuerdo con su capacidad de administración y mitigación de riesgos, con 
la finalidad de alcanzar sus objetivos estratégicos y su plan de negocios.

La declaración de tolerancia al riesgo deberá ser enviada a la UIF, una vez aprobada, junto con el informe técnico 
de autoevaluación y la metodología, antes del 30 de abril.

ARTÍCULO 7°.- Mitigación de riesgos.

Una vez identificados y evaluados los riesgos de LA/FT, el Sujeto Obligado deberá establecer políticas, 
procedimientos y controles adecuados y eficaces para mitigarlos y monitorear su implementación, reforzándolos 
en caso de ser necesario.

Conforme lo establecido en la presente Resolución, en situaciones identificadas como de riesgo alto, el Sujeto 
Obligado deberá adoptar medidas reforzadas para mitigarlos; en los demás casos podrá diferenciar el alcance de 
las medidas de mitigación, dependiendo del nivel de riesgo detectado, pudiendo adoptar medidas simplificadas 
en casos de bajo riesgo constatado, entendiendo por esto último, que el Sujeto Obligado está en condiciones de 
aportar tablas, bases estadísticas, documentación analítica u otros soportes que acrediten la no concurrencia de 
factores de riesgo o su carácter meramente marginal, de acaecimiento remoto o circunstancial.

Las políticas, procedimientos y controles adoptados para garantizar razonablemente que los riesgos identificados 
y evaluados se mantengan dentro de los niveles y características decididas por el órgano de administración o 
máxima autoridad del Sujeto Obligado, deberán ser implementados en el marco de su Sistema de Prevención de 
LA/FT, que deberá ser objeto de tantas actualizaciones como resulten necesarias.

Las políticas, procedimientos y controles deberán tener como objetivo mitigar los riesgos evaluando cada factor 
de riesgo de manera específica; contar con un plazo para su implementación; y ser documentados a fin de poder 
evidenciar sus resultados.

PARTE II. Cumplimiento.

ARTÍCULO 8°.- Políticas, procedimientos y controles de cumplimiento mínimo.

El Sujeto Obligado deberá adoptar, como mínimo, políticas, procedimientos y controles a los efectos de:

a) Asegurar que los clientes y beneficiarios finales no se encuentren incluidos en el Registro Público de Personas 
y Entidades vinculadas a actos de Terrorismo y su Financiamiento (RePET), previsto en el Decreto N° 918/12 y/o 
aquellos que lo modifiquen, complementen o sustituyan, antes de iniciar la relación comercial.

b) Controlar en forma permanente el Registro Público de Personas y Entidades vinculadas a actos de Terrorismo 
y su Financiamiento (RePET) previsto en el Decreto N° 918/12 y/o aquellos que lo modifiquen, complementen 
o sustituyan, y adoptar sin demora, las medidas requeridas por la Resolución UIF N° 29/13 o aquellas que la 
modifiquen, complementen o sustituyan.

c) Aplicar la normativa vigente en materia de PEP y/o aquellas que la modifiquen, complementen o sustituyan, en 
relación a sus clientes y beneficiarios finales.

d) Realizar una Debida Diligencia de todos sus clientes.

e) Identificar, verificar y conocer en forma continua a los beneficiarios finales de sus clientes.

f) Calificar y segmentar a todos sus clientes, de acuerdo con los factores de riesgo.
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g) Realizar una Debida Diligencia Continuada de todos sus clientes y mantener actualizados sus legajos.

h) Aceptar o rechazar a los clientes de alto riesgo, incluyendo las razones que fundamentan tal decisión.

i) Aceptar o rechazar a los clientes PEP extranjeros, incluyendo las razones que fundamentan tal decisión.

j) Determinar cuándo rechazar o suspender una remesa de fondos que carezca de la información requerida, así 
como la acción de seguimiento apropiada.

k) Establecer alertas y monitorear todas las operaciones y/o transacciones con un enfoque basado en riesgos.

l) Analizar y registrar todas las Operaciones Inusuales.

m) Detectar y reportar a la UIF todas las Operaciones Sospechosas de LA/FT.

n) Formular los Reportes Sistemáticos a la UIF.

ñ) Colaborar con las autoridades competentes.

o) No aceptar o desvincular a los clientes, incluyendo las razones que fundamentan tal decisión.

p) Asignar funciones y establecer plazos para el cumplimiento de las normas de prevención de LA/FT.

q) Desarrollar un plan de capacitación en materia de prevención de LA/FT.

r) Designar un Oficial de Cumplimiento titular y un Oficial de Cumplimiento suplente ante la UIF y establecer sus 
funciones.

s) Registrar, archivar y conservar la información y documentación de clientes, beneficiarios finales, operaciones, 
transacciones, y otros documentos requeridos.

t) Evaluar la efectividad de su Sistema de Prevención de LA/FT a través de la auditoría interna y de la revisión 
externa independiente.

u) Garantizar estándares adecuados en la selección y contratación de directivos, gerentes, empleados y 
colaboradores, y controlar su cumplimiento durante toda la relación con el Sujeto Obligado.

v) Establecer un Código de Conducta.

w) Tener en consideración en sus análisis de riesgo a los países que se encuentran identificados por el GAFI en la 
lista de Jurisdicciones bajo monitoreo intensificado o las que en el futuro la sustituyan o modifiquen, por presentar 
deficiencias estratégicas en sus regímenes de prevención de LA/FT.

x) Aplicar medidas de Debida Diligencia Reforzada en forma eficaz y proporcional a los riesgos identificados, 
a todas las relaciones comerciales y transacciones con personas humanas y jurídicas de las Jurisdicciones 
identificadas por el GAFI como de alto riesgo, sujetas a un llamado a la acción en la respectiva lista o la que en el 
futuro la sustituyan o modifiquen.

Las políticas, procedimientos y controles que se utilicen para administrar y mitigar los riesgos de LA/FT deben ser 
consistentes con el informe técnico de autoevaluación de riesgos del Sujeto Obligado, y deben ser actualizadas y 
revisadas regularmente.

ARTÍCULO 9°.- Manual de prevención de LA/FT.

El manual de prevención de LA/FT deberá contener, como mínimo, las políticas, procedimientos y controles 
previstos en el artículo 8°, incluidos aquellos adicionales que el Sujeto Obligado decida adoptar.

La metodología de determinación de reglas y parámetros de monitoreo deberá estar debidamente referenciada 
de forma genérica en el manual. Deberá precisarse en el Manual de Prevención de LA/FT qué aspectos han sido 
desarrollados en otros documentos internos y confidenciales, los cuales deberán encontrarse a disposición de la 
UIF.

El manual de prevención de LA/FT deberá ser revisado anualmente, sin perjuicio del deber de mantenerlo siempre 
actualizado en concordancia con la regulación vigente en la materia, y estar disponible para los directivos, gerentes, 
empleados y colaboradores del Sujeto Obligado. Cada Sujeto Obligado deberá dejar constancia, a través de un 
medio de registración establecido al efecto, del conocimiento que hayan tomado las personas anteriormente 
mencionadas sobre el manual de prevención de LA/FT, su contenido, sus actualizaciones y su compromiso a 
cumplirlo en el ejercicio de sus tareas y/o funciones.

El manual de prevención de LA/FT deberá encontrarse a disposición de la UIF en todo momento.

ARTÍCULO 10.- Obligaciones del órgano de administración o máxima autoridad en relación al Sistema de Prevención 
de LA/FT.

El órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado será el responsable de:
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a) Designar a un Oficial de Cumplimiento titular y un suplente, con las características, responsabilidades y 
atribuciones que establece la normativa vigente.

b) Aprobar el informe técnico de autoevaluación de riesgos, su metodología y sus actualizaciones.

c) Entender y tomar en cuenta los riesgos de LA/FT al establecer sus objetivos comerciales.

d) Aprobar y revisar las políticas, procedimientos y controles para la identificación, evaluación, monitoreo, 
administración y mitigación de los riesgos de LA/FT.

e) Aprobar el manual de prevención de LA/FT y el Código de Conducta, así como sus actualizaciones.

f) Considerar el tamaño del Sujeto Obligado y la complejidad de sus operaciones y/o productos y/o servicios, a 
los fines de proveer los recursos humanos, tecnológicos, de infraestructura y otros, necesarios para el adecuado 
cumplimiento de las funciones y responsabilidades del Oficial de Cumplimiento.

g) Aprobar el plan anual de trabajo y los informes de gestión del Oficial de Cumplimiento.

h) Aprobar el plan de capacitación propuesto por el Oficial de Cumplimiento y sus actualizaciones.

i) Aprobar el plan de regularización de todas las debilidades o deficiencias identificadas en los informes de evaluación 
del Sistema de Prevención de LA/FT, efectuados por la auditoría interna y por el revisor externo independiente.

j) Revisar de manera continua el funcionamiento del Sistema de Prevención de LA/FT, asignando los recursos 
necesarios para su correcto funcionamiento.

k) Aprobar la dependencia de terceros (Sujetos Obligados en los términos enumerados en el artículo 20 de la Ley 
N° 25.246 y sus modificatorias).

l) Aprobar los acuerdos de reciprocidad celebrados entre Sujetos Obligados, en los términos enumerados en el 
artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, que integren un mismo grupo, que le permitan compartir 
legajos de clientes.

m) Aprobar la creación del Comité de Prevención de LA/FT, en caso de optar por su constitución.

ARTÍCULO 11.- Oficial de Cumplimiento titular y suplente.

Los Sujetos Obligados deberán designar un Oficial de Cumplimiento titular y un Oficial de Cumplimiento suplente, 
quienes deberán registrarse ante la UIF conforme lo dispuesto en la Ley N° 25.246, sus modificatorias y resoluciones 
de la UIF aplicables a la materia. Los oficiales de cumplimiento deberán contar con capacitación y/o experiencia 
en materia de prevención de LA/FT.

Los Oficiales de Cumplimiento titular y suplente deberán constituir domicilio en el país donde serán válidas todas 
las notificaciones efectuadas por esta UIF. Una vez que hayan cesado en el cargo, deberán denunciar el domicilio 
real, que deberá mantenerse actualizado durante el plazo de CINCO (5) años contados desde el cese.

Los Sujetos Obligados deberán asegurarse de contar en todo momento con un Oficial de Cumplimiento en 
funciones. El Oficial de Cumplimiento suplente deberá contar con los requisitos correspondientes al titular al 
momento del ejercicio del cargo y actuará únicamente en caso de ausencia temporal, impedimento, licencia, 
remoción, o cuando por cualquier otra razón el titular no pueda ejercer sus funciones. Dicha circunstancia, los 
motivos que la justifican y el plazo durante el cual el Oficial de Cumplimiento suplente desempeñará el cargo, 
deberá ser comunicado por el Sujeto Obligado a la UIF dentro del plazo de VEINTICUATRO (24) horas de producida 
la misma, mediante correo electrónico dirigido a la siguiente dirección: sujetosobligados@uif.gob.ar, o aquel 
procedimiento que en el futuro lo sustituya.

La remoción del Oficial de Cumplimiento deberá ser aprobada por el órgano competente para designarlo, y 
comunicada fehacientemente a la UIF, indicando los motivos que la justifican, designando el Oficial de Cumplimiento 
Titular y Suplente elegido, dentro del plazo de QUINCE (15) días de producida la misma a la dirección de correo 
electrónico: sujetosobligados@uif.gob.ar, o aquel procedimiento que en el futuro lo sustituya.

El Oficial de Cumplimiento deberá gozar de autonomía e independencia en el ejercicio de sus funciones y contar 
con acceso irrestricto a toda la información que requiera en el cumplimiento de sus obligaciones, para lo cual 
podrá tener un equipo de soporte con dedicación exclusiva para la ejecución de sus tareas.

ARTÍCULO 12.- Obligaciones del Oficial de Cumplimiento.

El Oficial de Cumplimiento tendrá las obligaciones que se enumeran a continuación:

a) Proponer al órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado las políticas, procedimientos y 
controles para administrar y mitigar los riesgos de LA/FT.

b) Elaborar y revisar el informe técnico de autoevaluación de riesgos y su metodología.
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c) Elaborar el manual de prevención de LA/FT y coordinar los trámites para su debida aprobación.

d) Implementar las políticas, procedimientos y controles dispuestos en el Sistema de Prevención de LA/FT para 
su correcto funcionamiento, las medidas de Debida Diligencia del cliente, las medidas de Debida Diligencia 
Continuada del cliente, las alertas, el sistema de monitoreo, el procedimiento establecido para la gestión eficiente 
de las inusualidades y la remisión de los Reportes de Operaciones Sospechosas a la UIF, como también para 
asegurar la adecuada administración y mitigación de riesgos de LA/FT.

e) Aprobar el inicio de las relaciones comerciales con los clientes de alto riesgo y con las PEPs extranjeras, 
manteniendo un registro de cada una de estas categorías de clientes.

f) Aprobar la continuidad de la relación comercial con los clientes existentes que sean recalificados como de alto 
riesgo o como PEPs extranjera.

g) Atender los requerimientos de información solicitados por la UIF y otras autoridades competentes en materia 
de prevención de LA/FT.

h) Revisar de forma permanente el correo electrónico registrado ante la UIF.

i) Tener en consideración las directivas, instrucciones, comunicaciones y diseminaciones efectuadas por las 
autoridades competentes respecto de las jurisdicciones bajo monitoreo intensificado o jurisdicciones identificadas 
como de alto riesgo sujetas a un llamado a la acción del GAFI.

j) Tener en consideración las guías, mejores prácticas, documentos de retroalimentación y capacitaciones 
comunicadas por la UIF.

k) Elaborar, implementar y actualizar el plan de capacitación; y llevar un registro de control acerca del nivel de 
cumplimiento del plan de capacitación impartido.

l) Informar a todos los directores, gerentes, empleados y colaboradores del Sujeto Obligado sobre los cambios en 
la normativa regulatoria de prevención de LA/FT.

m) Controlar de forma permanente el Registro Público de Personas y Entidades vinculadas a actos de Terrorismo 
y su Financiamiento (RePET) previsto en el Decreto N° 918/12 y/o aquellos que lo modifiquen, complementen 
o sustituyan, en relación a sus candidatos a clientes, clientes, beneficiarios finales y destinatarios de remesas 
internacionales y adoptar, sin demora, las medidas requeridas por la Resolución UIF N° 29/13 o aquellas que la 
modifiquen, complementen o sustituyan.

n) Analizar y registrar todas las Operaciones Inusuales. Llevar un registro de aquellas Operaciones Inusuales que, 
luego del análisis respectivo documentado, no hayan sido determinadas como Operaciones Sospechosas.

ñ) Evaluar las operaciones y, en su caso, calificarlas como Sospechosas y reportarlas a la UIF, manteniendo el 
deber de reserva.

o) Proponer su plan anual de trabajo y realizar informes sobre su gestión; presentándolos al órgano de administración 
o máxima autoridad del Sujeto Obligado.

p) Conservar adecuadamente los documentos relacionados al Sistema de Prevención de LA/FT.

q) Actuar como interlocutor del Sujeto Obligado ante la UIF y otras autoridades regulatorias en los temas 
relacionados a su función.

r) Formular los Reportes Sistemáticos correspondientes.

s) Notificar debidamente al órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado sobre los resultados 
de la evaluación de efectividad del Sistema de Prevención de LA/FT, efectuada por el revisor externo independiente 
y la auditoría interna.

t) Proponer un plan de regularización debidamente documentado y fundado, al órgano de administración o máxima 
autoridad del Sujeto Obligado, en relación a todas las debilidades o deficiencias identificadas en los informes 
respecto de la evaluación del Sistema de Prevención de LA/FT, efectuados por la auditoría interna y por el revisor 
externo independiente. Una vez aprobado el plan mencionado deberá implementarlo.

u) Mantener informado al órgano de administración o máxima autoridad en relación al cumplimiento en término del 
plan de regularización al que se refiere el inciso anterior.

ARTÍCULO 13.- Grupo.

Cada grupo podrá designar un único Oficial de Cumplimiento para todos los Sujetos Obligados que, en los 
términos enumerados en el artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, lo integran, en la medida en que 
las herramientas de administración y monitoreo de las operaciones le permitan acceder a toda la información 
necesaria en tiempo y forma. En tal caso, también deberá designar un Oficial de Cumplimiento suplente.
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El Oficial de Cumplimiento designado por el grupo se encuentra alcanzado por las mismas disposiciones que rigen 
para el Oficial de Cumplimiento y deberá formar parte del órgano de administración o máxima autoridad de todos 
los Sujetos Obligados que lo integran.

Los Sujetos Obligados de un mismo grupo podrán celebrar acuerdos de reciprocidad que les permitan compartir 
legajos de clientes, debiendo contar para ello con la autorización expresa de los clientes para tales fines, asegurando 
la protección de los datos personales y el deber de guardar secreto, de conformidad con la normativa específica 
aplicable. Asimismo, deberán asegurar que los legajos de sus clientes posean la documentación pertinente, según 
los requerimientos establecidos en la presente y que los mismos sean puestos a disposición de las autoridades 
competentes en los modos y plazos requeridos.

Lo expresado precedentemente implica que los Sujetos Obligados de un mismo grupo puedan compartir 
información y/o legajos de clientes con otros integrantes del grupo siempre que sean Sujetos Obligados.

ARTÍCULO 14.- Comité de Prevención de LA/FT.

Cada Sujeto Obligado podrá constituir un Comité de Prevención de LA/FT con la finalidad de brindar apoyo 
al Oficial de Cumplimiento en la adopción y el cumplimiento de políticas y procedimientos necesarios para el 
adecuado funcionamiento del Sistema de Prevención de LA/FT.

El referido Comité deberá contar con un reglamento que contenga las disposiciones y procedimientos necesarios 
para el cumplimiento de sus funciones, en concordancia con las normas sobre la gestión integral de riesgos.

El Comité será presidido por el Oficial de Cumplimiento y deberá contar con la participación de funcionarios del 
primer nivel gerencial cuyas funciones se encuentren relacionadas con riesgos de LA/FT.

Cada Grupo podrá designar un único Comité de Prevención de LA/FT Corporativo, en la medida en que la gestión 
del riesgo de LA/FT se realice de manera integrada, con evidencias de ello en forma debidamente documentada. 
En el caso de constituirse un Comité de Prevención de LA/FT Corporativo, éste deberá estar compuesto por un 
miembro del órgano de administración y/o funcionario de primer nivel gerencial de cada integrante del Grupo.

Los temas tratados en las reuniones de Comité y las conclusiones adoptadas por éste, constarán en una minuta, 
que quedará a disposición de las autoridades competentes. Del mismo modo, en los casos que se implemente 
un Comité de Prevención de LA/FT Corporativo, deberá constar en la minuta el tratamiento de los temas de cada 
Sujeto Obligado del Grupo de manera diferenciada.

ARTÍCULO 15.- Sujetos Obligados o grupos con sucursales, filiales y/o subsidiarias (en el país y/o en el extranjero).

Cada Sujeto Obligado o grupo establecerá las reglas que resulten necesarias para garantizar la implementación 
eficaz del Sistema de Prevención de LA/FT en todas sus sucursales, filiales y/o subsidiarias de propiedad 
mayoritaria, incluyendo aquellas radicadas en el extranjero, garantizando el adecuado flujo de información inter- 
grupo.

En el caso de operaciones en el extranjero, se deberá aplicar el principio de mayor rigor (entre la normativa 
argentina y la extranjera), en la medida que lo permitan las leyes y normas de la jurisdicción extranjera.

Deberá constar, en caso de corresponder, un análisis actualizado y suficientemente detallado que identifique las 
diferencias entre las distintas legislaciones y regulaciones aplicables. Este documento será el fundamento de 
las políticas particulares que sean establecidas para gestionar tales diferencias, incluyendo la obligatoriedad de 
comunicar las mismas a la UIF.

ARTÍCULO 16.- Dependencia de terceros (Sujetos Obligados en los términos enumerados en el artículo 20 de la 
Ley N° 25.246 y sus modificatorias).

Los Sujetos Obligados pueden depender de otros Sujetos Obligados de los enumerados en el artículo 20 de la 
Ley N° 25.246 y sus modificatorias, para la ejecución de las medidas de Debida Diligencia del cliente, únicamente, 
respecto de:

a) La identificación y verificación del cliente y del beneficiario final, conforme los artículos 22 y siguientes.

b) La comprensión del propósito y carácter de la relación comercial.

Para poder depender de terceros, los Sujetos Obligados deberán cumplir con los siguientes requisitos: (i) obtener 
de manera inmediata la información necesaria a que se refieren los puntos a) y b) precedentes; (ii) adoptar medidas 
adecuadas para asegurarse de que el tercero suministrará, cuando se le solicite y sin demora, copias de los datos 
de identificación y demás documentación pertinente; (iii) asegurarse de que el tercero esté regulado y supervisado, 
en cuanto a los requisitos de debida diligencia y al mantenimiento de registros, y de que cuenta con medidas 
establecidas para el cumplimiento de estas obligaciones; (iv) documentar dicha dependencia; y (v) establecer 
todas las medidas necesarias para asegurar la protección de los datos personales y el deber de guardar secreto, 
de conformidad con la normativa específica aplicable.
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La responsabilidad por el cumplimiento de las medidas de debida diligencia mencionadas permanecerá en el 
Sujeto Obligado que dependa del tercero.

ARTÍCULO 17.- Conservación de la documentación.

Los Sujetos Obligados deberán cumplir con las siguientes reglas de conservación de documentación:

a) Conservarán todos los documentos de las operaciones, tanto nacionales como internacionales, realizadas por sus 
clientes durante un plazo no inferior a DIEZ (10) años, contados desde la fecha de la operación. Tales documentos 
deberán estar protegidos de accesos no autorizados y deberán ser suficientes para permitir la reconstrucción de 
las operaciones individuales (incluyendo los montos y tipos de monedas utilizados, en caso de corresponder) para 
brindar, de ser necesario, elementos de prueba para la persecución de actividades vinculadas con delitos.

b) Conservarán toda la documentación de los clientes y beneficiarios finales, recabada y generada a través de 
los procesos y medidas de Debida Diligencia, documentos contables y correspondencia comercial, incluyendo 
los resultados obtenidos en la realización del análisis correspondiente, por un plazo no inferior a DIEZ (10) años, 
contados desde la fecha de desvinculación del cliente o desde la fecha de la realización de la última transacción, 
considerando lo que ocurra en último término.

c) Desarrollarán e implementarán mecanismos de atención a los requerimientos que realicen las autoridades 
competentes con relación al Sistema de Prevención de LA/FT que permita la entrega de la documentación y/o 
información solicitada en los plazos requeridos.

Todos los documentos mencionados en el presente artículo, deberán conservarse en soportes digitales, protegidos 
especialmente contra accesos no autorizados, como también deberán estar debidamente respaldados con una 
copia en el mismo tipo de soporte.

ARTÍCULO 18.- Capacitación.

Los Sujetos Obligados deberán contar con un plan de capacitación anual, que tenga por finalidad instruir a su 
personal sobre las normas regulatorias de LA/FT vigentes, así como respecto a las políticas, procedimientos y 
controles del Sistema de Prevención de LA/FT y su adecuada implementación a los fines de administrar y mitigar 
eficazmente los riesgos identificados.

Todos los directores, gerentes, empleados, colaboradores y agentes del Sujeto Obligado serán incluidos en dicho 
plan de capacitación, considerando la exposición a los riesgos de LA/FT, de acuerdo a sus funciones y/o tareas.

La capacitación en materia de prevención de LA/FT deberá ser continua, actualizada y complementarse con la 
información relevante que transmita la UIF.

Los empleados del Sujeto Obligado, tengan o no contacto directo con los clientes, deberán recibir formación genérica 
y formación específica en materia de prevención de LA/FT en relación a sus funciones y/o tareas desarrolladas, y 
a la adecuada implementación de las políticas, procedimientos y controles del Sistema de Prevención de LA/FT.

El Oficial de Cumplimiento titular y suplente, así como también los empleados y colaboradores del área a su cargo, 
deberán ser objeto de una formación de mayor profundidad y con contenidos especialmente ajustados a sus 
funciones y/o tareas.

Los directores, gerentes y empleados que se incorporen al Sujeto Obligado deberán recibir una capacitación sobre 
los alcances del Sistema de Prevención de LA/FT que se encuentra en marcha, de acuerdo con las funciones que 
les correspondan, en un plazo máximo de SEIS (6) meses a contar desde la fecha de su ingreso, excepto para 
el personal de atención a clientes (primera línea) que deberá encontrarse capacitado previo a desempeñar sus 
tareas.

Cada Sujeto Obligado deberá reservar la constancia de las capacitaciones recibidas y llevadas a cabo, y de las 
evaluaciones efectuadas al efecto, que deberán encontrarse a disposición de la UIF.

El plan de capacitación deberá comprender, como mínimo, los siguientes temas:

a) Definición de los delitos de LA/FT.

b) Normativa nacional y estándares internacionales vigentes sobre prevención de LA/FT.

c) Políticas, procedimientos y controles del Sistema de Prevención de LA/FT del Sujeto Obligado, su adecuada 
implementación a los fines de la administración y mitigación de los riesgos de LA/FT, enfatizando en temas 
específicos tales como la Debida Diligencia.

d) Riesgos de LA/FT a los que se encuentra expuesto el Sujeto Obligado, conforme el propio informe técnico 
de autoevaluación de riesgos, las Evaluaciones Nacionales de Riesgos de LA/FT/FP, sus actualizaciones y otros 
documentos en los que se identifiquen riesgos vinculados con el sector que resulten pertinentes.
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e) Tipologías o tendencias de LA/FT detectadas por el Sujeto Obligado, y las difundidas por la UIF, el GAFI o el 
Grupo de Acción Financiera de Latinoamérica (GAFILAT).

f) Alertas y controles para detectar Operaciones Inusuales, y los procedimientos de determinación y comunicación 
de Operaciones Sospechosas, enfatizando en el deber de confidencialidad del reporte.

g) Roles y responsabilidades del personal en materia de prevención de LA/FT del Sujeto Obligado.

ARTÍCULO 19.- Evaluación del Sistema de Prevención de LA/FT.

La evaluación del Sistema de Prevención de LA/FT se llevará a cabo en DOS (2) niveles, a saber:

a) Revisión externa independiente: se encontrará a cargo de un revisor externo independiente designado de 
conformidad con la Resolución UIF vigente en la materia, quien deberá emitir un informe anual en el que se 
pronuncie sobre la calidad y efectividad del Sistema de Prevención de LA/FT del Sujeto Obligado, y comunicar 
los resultados en forma electrónica a la UIF dentro de los CIENTO VEINTE (120) días corridos contados desde el 
vencimiento del plazo establecido para el envío de la autoevaluación.

b) Auditoría interna: la auditoría interna del Sujeto Obligado deberá incluir en sus programas anuales las áreas 
relacionadas con el Sistema de Prevención de LA/FT, sin perjuicio de las revisiones externas que correspondan. 
El Oficial de Cumplimiento tomará conocimiento de los mismos, sin poder participar en las decisiones sobre el 
alcance y las características de dichos programas anuales.

Los resultados obtenidos de las revisiones indicadas en los incisos a) y b) anteriores, deberán incluir la identificación 
de deficiencias, la descripción de mejoras a aplicar y los plazos para su implementación y serán puestos en 
conocimiento del Oficial de Cumplimiento, quien deberá notificar debidamente de ello al órgano de administración 
o máxima autoridad del Sujeto Obligado.

ARTÍCULO 20.- Código de Conducta.

El Código de Conducta estará destinado a asegurar, entre otros objetivos, el adecuado funcionamiento e 
implementación de las políticas, procedimientos y controles del Sistema de Prevención de LA/FT y establecer 
medidas para garantizar el deber de reserva y confidencialidad de la información relacionada a éste.

Deberá contener, como mínimo, los principios rectores y valores de integridad y de adecuada capacidad o 
conocimiento técnico, así como el carácter obligatorio de las políticas, los procedimientos y los controles que 
integran el Sistema de Prevención de LA/FT y su adecuada implementación, de acuerdo con la normativa vigente 
sobre la materia, debiendo ser cumplido por los directores, gerentes, empleados, colaboradores y agentes del 
Sujeto Obligado.

Cualquier incumplimiento a las políticas, procedimientos y controles del Sistema de Prevención de LA/FT deberá 
ser contemplado como una falta interna en el Código de Conducta, debiendo establecer su gravedad y la aplicación 
de las sanciones según correspondan al tipo de falta, de acuerdo con las disposiciones y los procedimientos 
internos aprobados por el Sujeto Obligado.

Cada Sujeto Obligado deberá tener una constancia fehaciente del conocimiento que han tomado los directores, 
gerentes, empleados, colaboradores y agentes sobre el Código de Conducta y el compromiso a cumplirlo en el 
ejercicio de sus funciones, así como de mantener el deber de reserva de la información relacionada al Sistema de 
Prevención de LA/FT, sobre la que hayan tomado conocimiento durante su permanencia en el Sujeto Obligado.

Las sanciones internas que imponga el Sujeto Obligado y las constancias previamente señaladas, deberán ser 
registradas por éste a través de algún mecanismo idóneo establecido al efecto.

La elaboración del Código de Conducta deberá incluir reglas específicas de control de las operaciones que a 
través del propio Sujeto Obligado o Grupo, de acuerdo con las oportunas graduaciones de riesgo, sean ejecutadas 
por directivos, gerentes, empleados, colaboradores o agentes.

CAPÍTULO III. DEBIDA DILIGENCIA.

POLÍTICA DE IDENTIFICACIÓN, VERIFICACIÓN Y CONOCIMIENTO DEL CLIENTE

ARTÍCULO 21.- Reglas generales de identificación, verificación y conocimiento del cliente.

El Sujeto Obligado deberá contar con políticas, procedimientos y controles que le permitan adquirir conocimiento 
suficiente, oportuno y actualizado de todos los clientes, verificar la información presentada por éstos, entender 
el propósito y carácter de la relación comercial, recabando la información que corresponda, realizar una Debida 
Diligencia Continua de dicha relación y un adecuado y continuo monitoreo de las operaciones, para asegurarse 
que éstas sean consistentes con el conocimiento que posee sobre su cliente, su actividad comercial y su nivel de 
riesgo asociado. Sin perjuicio de ello, las medidas de Debida Diligencia de cada uno de los clientes se llevarán a 
cabo teniendo en cuenta los niveles de riesgo asignados a cada cliente.
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Las técnicas de identificación y verificación de identidad establecidas en el presente Capítulo deberán ejecutarse 
al iniciarlas relaciones comerciales, y aplicarse en forma periódica, con la finalidad de mantener actualizados los 
datos, registros y/o copias de la base de clientes del Sujeto Obligado.

El Sujeto Obligado deberá considerar los criterios de materialidad en relación a la actividad, el nivel y tipo de 
operatoria del cliente.

El Sujeto Obligado debe adoptar las medidas pertinentes de Debida Diligencia tanto antes como durante el 
establecimiento de la relación comercial y al conducir transacciones ocasionales con los clientes. La ausencia 
o imposibilidad de identificación en los términos del presente Capítulo deberá entenderse como impedimento 
para el inicio de las relaciones comerciales, o de ya existir éstas, para continuarlas. Asimismo, deberá realizar 
un análisis adicional para decidir si, en base a sus políticas de administración y mitigación de riesgos de LA/FT, 
corresponde emitir un Reporte de Operación Sospechosa.

Los Sujetos Obligados no podrán realizar operaciones anónimas o bajo nombres falsos/supuestos.

ARTÍCULO 22.- Reglas de identificación y verificación de clientes personas humanas.

Cada Sujeto Obligado deberá contemplar como requisitos mínimos de identificación de sus clientes personas 
humanas, los siguientes:

a) Nombre y apellido completo, tipo y número de documento que acredite identidad.

La identidad del cliente deberá ser verificada utilizando documentos, datos o información de registros públicos y/u 
otras fuentes confiables; con resguardo de la evidencia correspondiente de tal proceso. A tales fines se aceptarán 
como documentos válidos para acreditar la identidad, entre otros, el documento nacional de identidad (DNI) emitido 
por autoridad competente nacional, y la Cédula de Identidad o el Pasaporte otorgados por autoridad competente 
de los respectivos países emisores.

b) Nacionalidad, fecha y lugar de nacimiento.

c) Estado Civil.

d) Código único de identificación laboral (CUIL), Clave única de identificación tributaria (CUIT), Clave de identificación 
(CDI), o la clave de identificación que en el futuro sea creada por la Administración Federal de Ingresos Públicos 
(AFIP), o su equivalente para personas extranjeras, en caso de corresponder.

e) Domicilio real (calle, número, localidad, provincia, país y código postal).

f) Número de teléfono y dirección de correo electrónico.

g) Actividad laboral o profesional principal.

h) Dar cumplimiento a lo dispuesto en la Resolución UIF referida a PEP vigente en la materia.

i) Dar cumplimiento a lo dispuesto en la Resolución UIF referida a prevención de financiación del terrorismo.

Los requisitos previstos en el presente artículo resultarán de aplicación, en caso de existir, al apoderado, 
tutor, curador, representante, garante, y al autorizado, quienes deberán aportar, además de la información y 
documentación contemplada en el presente artículo a fin de identificarlos y verificar su identidad, el documento 
que acredite tal relación o vínculo jurídico para verificar que la persona que dice actuar en nombre del cliente esté 
autorizada para hacerlo.

ARTÍCULO 23.- Reglas de identificación y verificación de clientes personas jurídicas.

Cada Sujeto Obligado deberá identificar a los clientes personas jurídicas y verificar su identidad a través de los 
documentos acreditativos de su constitución y personería, obteniendo los siguientes datos:

a) Denominación o razón social.

b) Fecha y número de inscripción registral.

c) CUIT, CDI, o Clave de Inversores del Exterior (CIE), o la clave de identificación que en el futuro fuera creada por 
la AFIP, o su equivalente para personas extranjeras, en caso de corresponder.

d) Copias del instrumento de constitución y/o estatuto social actualizado, a través del cual se deberá verificar la 
identificación del cliente persona jurídica, utilizando documentos, datos o información de fuentes confiables; con 
resguardo de la evidencia correspondiente de tal proceso.

e) Domicilio legal (calle, número, localidad, provincia, país y código postal).

f) Número de teléfono y dirección de correo electrónico.

g) Actividad principal realizada.
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h) Identificación de los representantes legales y/o apoderados, conforme las reglas para la identificación de 
personas humanas previstas en la presente resolución.

i) Nómina de los integrantes del órgano de administración u órgano equivalente.

j) Titularidad del capital social. En los casos en los cuales la titularidad del capital social presente un alto nivel de 
atomización por las características propias, se tendrá por cumplido este requisito mediante la identificación de los 
integrantes del consejo de administración o equivalente y/o aquellos que ejerzan el control efectivo de la persona 
jurídica.

k) Identificación y verificación de la identidad de los beneficiarios finales, de conformidad con la normativa vigente.

Cuando el cliente sea una sociedad que realiza oferta pública de sus valores negociables, listados en un mercado 
local o internacional autorizado y la misma esté sujeta a requisitos sobre transparencia y/o revelación de información, 
no deberán cumplirse los requisitos de los incisos j) y k), debiendo acreditar tal circunstancia.

l) Dar cumplimiento a lo dispuesto en la Resolución UIF referida a PEP vigente en la materia, en relación a los 
beneficiarios finales.

m) Dar cumplimiento a lo dispuesto en la Resolución UIF referida a prevención de financiación del terrorismo 
vigente, en relación a los beneficiarios finales.

ARTÍCULO 24.- Reglas de identificación y verificación de otros tipos de clientes.

En el caso de otros tipos de clientes se deberán seguir las siguientes reglas de identificación y verificación de la 
identidad de los clientes y/o beneficiarios finales:

a) Órganos, entes y demás estructuras jurídicas que conforman el Sector Público Nacional, Provincial y Municipal: 
se identificará exclusivamente a la persona humana que operará la cuenta, conforme las reglas generales para las 
personas humanas, y se deberá obtener copia fiel del instrumento en el que conste la asignación de la competencia 
para ejecutar dichos actos, ya sea que lo aporte el cliente, o bien, lo obtenga el Sujeto Obligado a través de las 
publicaciones en los Boletines Oficiales correspondientes.

b) Fideicomisos: se deberá identificar al cliente mediante la denominación y prueba de su existencia (por ejemplo 
mediante el contrato de fideicomiso). Se identificará al fiduciario, fiduciantes y, si estuvieren determinados los 
beneficiarios y/o fideicomisarios, como así también se deberá identificar al administrador o cualquier otra persona 
de características similares, conforme a las reglas generales previstas para las personas humanas y/o jurídicas 
según corresponda. Asimismo, se deberá identificar a los beneficiarios finales del fideicomiso, de conformidad 
con la normativa vigente. En los casos de Fideicomisos Financieros, cuyos fiduciarios y colocadores son Sujetos 
Obligados, de acuerdo a lo previsto en la Resolución UIF N° 78/23 o la que la reemplace o modifique en el futuro, 
solo deberá identificarse a los Fiduciarios.

c) Fondos Comunes de Inversión: se identificará a la sociedad gerente y a la sociedad depositaria, en los términos 
dispuestos por las reglas generales previstas para las personas jurídicas.

d) Las sociedades y sus filiales y subsidiarias, que listan en Mercados locales o internacionales autorizados y 
estén sujetas a requisitos sobre transparencia y/o revelación de información, podrán abrir un legajo y dar inicio a la 
relación comercial sin otro trámite que: (I) la identificación en los términos del artículo 22 de la persona humana que 
operará la cuenta, y (II) la entrega de copia del instrumento por el que dicha persona humana haya sido designada 
a tales efectos.

e) Otras estructuras jurídicas: se identificarán conforme a las reglas generales para las personas jurídicas, en lo 
que corresponda.

ARTÍCULO 25.- Reglas de identificación, verificación y aceptación de clientes no presenciales.

La identificación, verificación y aceptación de clientes podrá ser realizada de forma no presencial, mediante el 
empleo de medios electrónicos sustitutivos de la presencia física, con uso de técnicas rigurosas, almacenables, 
auditables y no manipulables.

Estos medios electrónicos deberán contar con protección frente a fraudes por ataques físicos y digitales, y ser 
empleados a efectos de verificar la autenticidad de la información proporcionada, y los documentos o datos 
recabados.

La identificación y verificación de clientes no presenciales deberá ajustarse a lo estipulado en los artículos 22, 23 
y 24, incluyendo la exhibición de la documentación requerida, en caso de corresponder.

Será responsabilidad del Sujeto Obligado verificar la autenticidad de la información y documentación proporcionada, 
la cual podrá ser remitida de forma electrónica o digital por el cliente.
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La verificación deberá ser realizada al momento de la identificación, o su caso, en forma previa a que el cliente 
comience a operar.

El Sujeto Obligado podrá establecer mecanismos de verificación automatizados, siempre que exista evidencia de 
que su desempeño en la confirmación de la correspondencia y la inalterabilidad de la información o documentación 
proporcionada sea igual o superior al que efectúe un humano.

El Sujeto Obligado debe realizar un análisis de riesgo del procedimiento de identificación no presencial a implementar, 
el cual deberá ser gestionado por personal debidamente capacitado a tales efectos y revisado periódicamente.

El proceso de identificación, verificación y aceptación de clientes no presenciales deberá conservarse, con 
constancia de fecha y hora, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.

Los procedimientos específicos de identificación no presencial que cada Sujeto Obligado implemente no requerirán 
de autorización particular por parte de la UIF, sin perjuicio de que se pueda proceder a su control en ejercicio de 
las potestades de supervisión.

El informe del revisor externo independiente deberá pronunciarse expresamente sobre la razonabilidad de la 
adecuación y eficacia operativa del procedimiento no presencial implementado.

ARTÍCULO 26.- Calificación y segmentación de clientes en base al riesgo.

El Sujeto Obligado deberá calificar y segmentar a sus clientes e incluirlos en alguna de las siguientes categorías: 
cliente de riesgo alto, cliente de riesgo medio y cliente de riesgo bajo.

Para ello deberá considerar el modelo de riesgo implementado, valorando especialmente los riesgos relacionados 
al Cliente, tales como, el tipo de Cliente (persona humana, jurídica u otras estructuras jurídicas), actividad 
económica, origen de fondos, volumen transaccional real y/o estimado de operaciones, nacionalidad, residencia, 
zona geográfica donde opera, productos o servicios con los que opera y canales de distribución que utiliza.

A los fines expuestos en el párrafo anterior, el Sujeto Obligado deberá considerar los siguientes supuestos que 
implicarán un mayor riesgo de LA/FT:

a) personas o estructuras jurídicas que sean vehículos de tenencia de activos personales;

b) actividades comerciales con uso intensivo de dinero en efectivo cuando ello no resulte ajustado a la actividad 
que desarrolla el cliente;

c) cuando la cadena de titularidad de la estructura jurídica parezca ser excesivamente compleja dado el carácter 
de la actividad que desarrolla.

d) respecto de las relaciones comerciales con personas humanas, jurídicas u otras estructuras jurídicas, 
procedentes de países, jurisdicciones, o territorios respecto de los cuales la República Argentina haya expresado 
su preocupación por las debilidades de sus sistemas LA/FT y dispuesto medidas específicas de mitigación de 
riesgos en función de un mayor riesgo;

e) respecto de las relaciones comerciales con personas humanas, jurídicas u otras estructuras jurídicas, 
procedentes de países identificados, por fuentes verosímiles, como proveedores de financiamiento o apoyo a 
actividades terroristas, o que tienen a organizaciones terroristas designadas operando dentro de su país;

f) respecto de las relaciones comerciales con personas humanas, jurídicas u otras estructuras jurídicas, procedentes 
de países, jurisdicciones, o territorios sujetos a sanciones, embargos o medidas de naturaleza similar aplicada por 
organismos internacionales como, por ejemplo, la Organización de Naciones Unidas.

g) respecto de las relaciones comerciales y operaciones relacionadas con personas humanas, jurídicas u otras 
estructuras, procedentes de países, de jurisdicciones bajo monitoreo intensificado conforme lo establecido por el 
GAFI.

h) personas o estructuras jurídicas que operan con fondos de terceros, salvo que revistan la condición de Sujeto 
Obligado.

i) las Sociedades por Acciones Simplificadas (SAS).

La asignación de un riesgo alto obligará al Sujeto Obligado a aplicar medidas de Debida Diligencia Reforzada, el 
nivel de riesgo medio resultará en la aplicación de las medidas de Debida Diligencia Media, y la existencia de un 
riesgo bajo habilitará la posibilidad de aplicar las medidas de Debida Diligencia Simplificada.

ARTÍCULO 27.- Debida Diligencia Simplificada (clientes de bajo riesgo).

En los casos de clientes de riesgo bajo y siempre que no exista sospecha de LA/FT, el Sujeto Obligado cumplirá 
con la debida diligencia simplificada mínima al identificar y verificar la identidad de sus clientes, de conformidad 
con lo establecido en los artículos 21, 22, 23, 24 y 25 de la presente.
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Para todos los clientes calificados de riesgo bajo, en caso de estimarlo necesario, el Sujeto Obligado podrá 
obtener información y/o requerir documentación relacionada con la actividad económica del cliente y el origen de 
sus ingresos.

La solicitud, participación o ejecución en una operación con sospecha de LA/FT, obligará a aplicar de forma 
inmediata las medidas previstas en la normativa vigente y las reglas de Debida Diligencia Reforzada. Asimismo, se 
deberá reportar la Operación como Sospechosa, sin perjuicio de la resolución de la relación comercial que, en su 
caso, pudiere adoptar el Sujeto Obligado.

ARTÍCULO 28.- Debida Diligencia Media (clientes de riesgo medio).

En los casos de clientes de riesgo medio, el Sujeto Obligado deberá obtener, además de lo establecido en los 
artículos 21, 22, 23, 24 y 25 de la presente, la documentación respaldatoria en relación con la actividad económica 
del cliente y el origen de los ingresos, fondos y/o patrimonio del mismo.

El Sujeto Obligado podrá solicitar información y/o documentación adicional que le permita entender, administrar y 
mitigar adecuadamente el riesgo de este tipo de clientes.

ARTÍCULO 29.- Debida Diligencia Reforzada (clientes de riesgo alto).

En los casos de clientes de riesgo alto, el Sujeto Obligado deberá obtener, además de lo establecido en los 
artículos 21, 22, 23, 24, 25 y 28 de la presente, la documentación respaldatoria que acredite la justificación del 
origen de los ingresos, fondos y patrimonio.

El Sujeto Obligado deberá solicitar otros documentos que le permitan conocer, entender, administrar y mitigar 
adecuadamente el riesgo de este tipo de clientes, como así también solicitar información adicional sobre el 
propósito que se le pretende dar a la relación comercial y sobre las razones de las operaciones intentadas o 
realizadas.

Se deberán adoptar medidas conducentes a fin de constatar posibles antecedentes relacionados con LA/FT y 
sanciones aplicadas por la UIF y/u otra autoridad competente en la materia.

El Sujeto Obligado deberá intensificar el monitoreo que realiza, incrementando tanto su grado como naturaleza, 
durante toda la relación comercial con estos clientes.

Serán considerados clientes de alto riesgo: a) PEP extranjeras y b) las personas humanas, jurídicas u otras 
estructuras jurídicas, que tengan relaciones comerciales u operaciones relacionadas con países, jurisdicciones, o 
territorios incluidos en los listados identificadas como de alto riesgo sujetas a un llamado a la acción conforme lo 
establecido por el GAFI.

ARTÍCULO 30.- Debida Diligencia Continuada.

Todos los clientes deberán ser objeto de Debida Diligencia Continuada para asegurar que las operatorias que 
realicen se correspondan y sean consistentes con el conocimiento que el Sujeto Obligado tiene de aquellos, 
su actividad comercial, su perfil y nivel de riesgo asociado, incluido, cuando corresponda, el origen de fondos 
y/o patrimonio. En este sentido, todos los clientes del Sujeto Obligado deberán ser objeto de este seguimiento 
continuo con la finalidad de identificar, sin retrasos, la necesidad de modificar su perfil y nivel de riesgo asociado.

Los legajos de los clientes deberán ser actualizados según el nivel de riesgo asignado. Para aquellos a los que se 
hubiera asignado un nivel de riesgo alto, la periodicidad de actualización de legajos no podrá ser superior a UN 
(1) año, para aquellos de riesgo medio a TRES (3) años, y para los de riesgo bajo a CINCO (5) años. En los casos 
de Clientes a los cuales se les hubiera asignado un nivel de Riesgo Medio o Bajo, los Sujetos Obligados podrán 
evaluar si existe, o no, la necesidad de actualizar el legajo del Cliente en el plazo estipulado, aplicando para ello un 
enfoque basado en riesgo y criterios de materialidad en relación a la actividad transaccional operada y el riesgo 
que ésta pudiera conllevar para la misma.

A los fines de la actualización de los legajos de Clientes calificados como de Riesgo Bajo, el Sujeto Obligado 
podrá basarse sólo en información, y en el caso de Clientes de Riesgo Medio en información y documentación, 
ya sea que la misma hubiere sido suministrada por el Cliente o que la hubiera podido obtener el propio Sujeto 
Obligado, debiendo conservarse las evidencias correspondientes. En el caso de Clientes a los que se les hubiera 
asignado un nivel de Riesgo Alto, la actualización de legajos deberá basarse solo en documentación provista 
por el Cliente o bien obtenida por el Sujeto Obligado por sus propios medios, debiendo conservar las evidencias 
correspondientes en el legajo del Cliente. En todos los casos, el Sujeto Obligado deberá asegurarse que la 
información y/o documentación recabada proceda de fuentes confiables.

La falta de actualización de los legajos de clientes, con causa en la ausencia de colaboración o reticencia por parte 
de éstos para la entrega de datos o documentos actualizados requeridos, impondrá la necesidad de efectuar un 
análisis en orden a evaluar la continuidad o no de la relación con el mismo y la de reportar las operaciones del 
cliente como sospechosas, en caso de corresponder. La falta de documentación no configurará por sí misma la 
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existencia de una Operación Sospechosa, debiendo el Sujeto Obligado evaluar dicha circunstancia en relación 
con la operatoria del cliente y los factores de riesgo asociados.

ARTÍCULO 31.- Operaciones de clientes que sean Sujetos Obligados.

Las siguientes reglas deberán aplicarse sobre las operaciones de clientes, que sean Sujetos Obligados enumerados 
en el artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias:

a) Cada Sujeto Obligado será responsable del control del buen uso de los productos y servicios que oferta, no así 
de los productos y servicios que ofertan sus clientes a terceros ajenos a la relación comercial directa con el Sujeto 
Obligado.

b) Cada Sujeto Obligado deberá solicitar al cliente la acreditación del registro ante la UIF; debiendo, en caso 
de corresponder, informarle al referido Organismo, de acuerdo con la normativa vigente en la materia. El Sujeto 
Obligado no podrá dar inicio a la relación comercial cuando su cliente no se encuentre inscripto ante la UIF.

c) Cada Sujeto Obligado deberá realizar un monitoreo y seguimiento de las operaciones durante el transcurso de 
la relación con su cliente. De considerarlo necesario, a efectos de comprender los riesgos de LA/FT involucrados 
en las operaciones podrán solicitar a este tipo de clientes: (i) la realización de visitas pactadas de análisis y 
conocimiento del negocio, (ii) requerir copia del manual de prevención de LA/FT, (iii) mantener contacto con el 
Oficial de Cumplimiento, con el fin de evacuar dudas o solicitar la ampliación de informaciones o documentos, y (iv) 
en los casos en los que resulte apropiado, por formar parte de un proceso periódico de revisión o por la existencia 
de inusualidades vinculadas a desvíos en las características de la operatoria, la identificación de los clientes, 
aplicando el principio del cliente del cliente.

Las anteriores reglas no resultarán de aplicación en caso de ausencia de colaboración o reticencia injustificada del 
cliente, ni en caso de sospechas de LA/FT. En tales casos se procederá a aplicar medidas de Debida Diligencia 
Reforzadas con la obligación de realizar un análisis especial de la cuenta y si así lo confirma el análisis, emitir el 
reporte correspondiente.

ARTÍCULO 32.- Agentes

Los agentes quedan exceptuados de cumplir con la presente resolución. No obstante, al momento de efectuar una 
remesa, deberán identificar a los Clientes conforme las pautas contenidas en la presente resolución. En ningún 
caso habrá delegación de responsabilidad del Sujeto Obligado hacia los agentes.

Deberán ser capacitados por el Sujeto Obligado en el cumplimiento de las tareas de identificación, verificación y 
conocimiento de los clientes, contempladas en este Capítulo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 
de esta resolución.

Cada Sujeto Obligado deberá incluir en los procesos de auditoría interna y revisiones externas independientes 
(artículo 19), las tareas y responsabilidades que poseen los agentes conforme lo dispuesto por la presente 
resolución.

ARTÍCULO 33.- No aceptación o desvinculación de clientes.

En los supuestos en los cuales el Sujeto Obligado no pudiera cumplir con la Debida Diligencia del cliente, no 
deberá iniciar, o en su caso, continuar la relación comercial debiendo evaluar la formulación de un Reporte de 
Operación Sospechosa.

Cuando el Sujeto Obligado tenga sospecha acerca de la existencia de LA/FT, y considere razonablemente que 
si realiza la Debida Diligencia se alertará al cliente, podrá no realizar el proceso de Debida Diligencia referido, 
siempre y cuando efectúe el reporte.

CAPÍTULO IV. MONITOREO, ANÁLISIS Y REPORTE

ARTÍCULO 34.- Perfil Transaccional.

La información y documentación solicitadas deberán permitir la confección de un perfil transaccional prospectivo, 
sin perjuicio de las calibraciones y ajustes posteriores, de acuerdo con las operaciones efectivamente realizadas. 
Dicho perfil estará basado en el entendimiento del propósito y la naturaleza esperada de la relación comercial, la 
información transaccional y la documentación relativa a la situación económica, patrimonial, financiera y tributaria 
que hubiera proporcionado el cliente o que hubiera podido obtener el Sujeto Obligado, conforme los procesos de 
Debida Diligencia que corresponda aplicar en cada caso.

Dicho perfil será determinado en base al análisis de riesgo del Sujeto Obligado de modo tal que permita la detección 
oportuna de Operaciones Inusuales y Operaciones Sospechosas realizadas por el cliente.

ARTÍCULO 35.- Monitoreo de la operatoria.
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El Sujeto Obligado deberá realizar un monitoreo continuo de la operatoria del cliente y asegurar que sus transacciones 
sean consistentes con el conocimiento que se tiene del cliente, su perfil y su nivel de riesgo asociado, teniendo en 
cuenta lo siguiente:

a) Se establecerán reglas de control de operaciones y alertas automatizadas, de tal forma que el Sujeto Obligado 
pueda monitorear apropiadamente y en forma oportuna la ejecución de operaciones y su adecuación al perfil de 
sus clientes y su nivel de riesgo asociado.

b) Para el establecimiento de alertas y controles se tomarán en consideración tanto la propia experiencia de 
negocio, como las tipologías y pautas de orientación que difunda la UIF y/u otros organismos internacionales de 
los que forme parte la República Argentina relacionados con la prevención de LA/FT, entre ellos deberán valorarse 
especialmente, las siguientes circunstancias que se describen a mero título enunciativo:

i. La realización de operaciones secuenciales o remesas electrónicas simultáneas entre distintas jurisdicciones, 
sin razón aparente.

ii. La realización de operaciones o transacciones de los clientes que por su magnitud, habitualidad o periodicidad 
excedan las prácticas usuales.

iii. Los montos, tipos, frecuencia y naturaleza de las operaciones que realicen los clientes que no guarden relación 
con los antecedentes y la actividad económica de ellos.

iv. Los montos inusualmente elevados, la complejidad y las modalidades no habituales de las operaciones que 
realicen los clientes.

v. Cuando transacciones de similar naturaleza, cuantía, modalidad o simultaneidad, hagan presumir que se trata 
de una operación fraccionada a los efectos de evitar la aplicación de los controles de monitoreo y/o alerta.

vi. Cuando los clientes se nieguen a proporcionar información, datos o documentos requeridos por el Sujeto 
Obligado, con constancia fehaciente de su pedido, o bien cuando se detecte que la información suministrada por 
los mismos se encuentre alterada o sea o pueda ser apócrifa.

vii. Cuando los clientes intenten realizar operaciones con dinero falso.

viii. Situaciones en las cuales los clientes presionen e insistan en que una determinada operación se realice con 
extrema rapidez, evitando los trámites predefinidos y sin justificar el motivo de su apremio.

ix. Situaciones en las cuales se detecte que una persona suplantare, se apoderare o intentare suplantar la identidad 
de una persona humana sin su consentimiento, utilizando los datos de identificación de ésta.

x. Toma de conocimiento que indiquen que un cliente está siendo investigado o procesado por delitos de lavado 
de activos y financiamiento del terrorismo, u otros relacionados.

xi. Situaciones en las que una persona humana figura como firma autorizada de diferentes personas o empresas, 
sin que exista justificación aparente.

xii. Triangulación de fondos del cliente, con sus familiares, sociedades y terceros relacionados sin justificación 
económica aparente.

xiii. Operaciones de volumen elevado situadas en la Zona de Seguridad de Fronteras establecidas por el Decreto 
N° 253/18, que no guarden relación con las prácticas usuales.

xiv. Cuando existiera el mismo domicilio en cabeza de distintas personas o estructuras jurídicas, sin razón 
económica o legal para ello.

xv. Cuando existieran operaciones inconsistentes con las prácticas habituales, teniendo en especial consideración 
si su actividad principal está vinculada con la operatoria “off shore” y/o con países determinados como de baja o 
nula tributación por las autoridades competentes.

xvi. Cuando se tome conocimiento de que el cliente opera o su actividad principal está relacionada con activos 
virtuales.

xvii. Cuando se realizan operaciones en efectivo con billetes de baja denominación.

xviii. Cuando se tome conocimiento de que el cliente opera con fondos de terceros.

xix. Cuando un cliente envíe/reciba fondos a/de si mismo, sin motivo aparente.

xx. Situaciones de las que, mediante la combinación parcial de algunas pautas establecidas en los incisos 
precedentes u otros indicios, pudiera presumirse la configuración de conductas que excedan los parámetros 
normales y habituales de la actividad considerada.
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c) Los parámetros aplicados a los sistemas de monitoreo implementados tendrán carácter de confidencial excepto 
para quienes actúen en el proceso de monitoreo, control, revisión, diseño y programación de los mismos y aquellas 
personas que los asistan en el cumplimiento de sus funciones. La metodología de determinación de reglas y de 
parámetros de monitoreo deberá estar documentada.

d) Los organismos nacionales, provinciales, municipales, entes autárquicos y toda otra persona jurídica de carácter 
público, no se encuentran exentos del monitoreo por parte del Sujeto Obligado, el cual se realizará en función del 
riesgo que éstos y sus operaciones presenten, con foco especial en el destino de los fondos. En tal sentido, se 
deberá prestar especial atención a aquellas operaciones cuyo destinatario no sea también un Organismo o Ente 
de carácter público, o impliquen retiros de dinero en efectivo significativos o que los retiros se efectúen de manera 
fraccionada con el aparente propósito de evitar los controles de monitoreo y/o alerta.

Serán objeto de análisis todas las Operaciones Inusuales. El Sujeto Obligado deberá profundizar el análisis de 
Operaciones Inusuales con el fin de obtener información adicional, en caso de ser necesario, que corrobore o 
revierta la/s inusualidad/es detectadas, procediendo, en caso de corresponder, a la actualización de la información 
del cliente y de su perfil.

ARTÍCULO 36.- Registro de Operaciones Inusuales.

El Sujeto Obligado deberá llevar un Registro de todas las Operaciones Inusuales, el que deberá incluir aquéllas que 
se determinen como sospechosas, en el que constará como mínimo, los siguientes datos:

a) Denominación y nivel de riesgo asociado al cliente.

b) Perfil transaccional del cliente.

c) Identificación de la operación y/o transacción (producto y monto operado).

d) Fecha, hora y procedencia de la alerta u otro sistema de identificación de la operación y/o transacción a analizar.

e) Tipo de inusualidad (descripción).

f) Analista encargado del estudio.

g) Medidas llevadas a cabo para la resolución de la alerta.

h) Fecha y decisión final motivada.

Se deberá conservar el soporte documental de tal registro, de conformidad con las reglas previstas en la presente.

ARTÍCULO 37.- Reportes de Operaciones Sospechosas.

Cada Sujeto Obligado deberá reportar las Operaciones Sospechosas a la UIF. Los reportes deberán:

a) Incluir el detalle de todos los datos y documentos que permitan a la UIF utilizar apropiadamente dicha información. 
Los reportes serán realizados en las condiciones técnicas previstas en la resolución UIF vigente en la materia; con 
entrega o puesta a disposición del referido Organismo de todos los documentos o informaciones de soporte que 
justifiquen la decisión de reporte.

b) Estar fundados y contener una descripción de las razones y/o inusualidades por las cuales el Sujeto Obligado 
considera que la/s operación/es presenta/n tal carácter.

c) Enviarse a la UIF, una vez analizada la/s operación/es, con la mayor prontitud posible, contando con:

i. un plazo de QUINCE (15) días corridos, computados a partir de la fecha en que el Sujeto Obligado concluya que 
la operación reviste tal carácter. Asimismo, la fecha de reporte no podrá superar los CIENTO CINCUENTA (150) 
días corridos contados desde la fecha en que la Operación Sospechosa de Lavado de Activos (LA) fue realizada 
o tentada.

ii. un plazo de CUARENTA Y OCHO (48) horas, computados a partir de la fecha de la operación realizada o tentada 
en los casos de Financiación de Terrorismo (FT).

d) Ser confidenciales, por lo que no podrán ser exhibidos a los revisores externos independientes ni a los organismos 
de control de la actividad.

Sin perjuicio de ello, los revisores externos independientes, podrán acceder a la información necesaria para evaluar 
el funcionamiento del sistema de monitoreo y alertas, y los procedimientos de análisis de Operaciones Inusuales 
y Operaciones Sospechosas. La información proporcionada deberá omitir todo contenido que posibilite identificar 
a los involucrados en las operaciones.

CAPÍTULO V. OTRAS REGLAS

ARTÍCULO 38.- Remesas.
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En las remesas, ya sean dentro del país o desde o hacia el exterior, los Sujetos Obligados deberán recabar 
información precisa del ordenante y destinatario de la operación y de los mensajes relacionados. La información 
deberá permanecer con la remesa, a través de la cadena de pagos.

El Sujeto Obligado deberá cumplimentar los requisitos de identificación y verificación del cliente y del beneficiario 
final, establecidos en la presente norma.

CAPÍTULO VI. REGÍMENES INFORMATIVOS

ARTÍCULO 39.- Reportes sistemáticos

El Sujeto Obligado, a través del sitio https://www.argentina.gob.ar/uif o el mecanismo que lo sustituya en un futuro, 
deberá realizar de forma sistemática los siguientes reportes:

a) Reporte Mensual de Transacciones (RMT): el Sujeto Obligado deberá informar, de manera sistemática, todas 
las operaciones y/o transacciones realizadas en moneda local o extranjera que sus clientes hayan realizado en el 
mes calendario inmediato anterior que superen la suma de UN (1) SALARIO MÍNIMO, VITAL Y MÓVIL, sea en una 
sola operación o por la sumatoria de las operaciones que hubieran realizado. El reporte contendrá la siguiente 
información:

i) Datos identificatorios del o de los cliente/s, en el que deberá especificarse si es ordenante o beneficiario, y de la 
contraparte involucrada en la remesa.

ii) El tipo de transacción y/u operación de ingreso o egreso de fondos.

iii) La fecha, el monto de la operación y/o transacción en pesos o su equivalente y la moneda de origen.

iv) País de origen y destino de la remesa.

v) Datos identificatorios de la entidad bancaria de origen y de la entidad bancaria de destino, si los hubiera.

vi) Datos identificatorios de las personas titulares del producto al cual y desde el cual se destinan los fondos, si 
los hubiera;

vii) Datos identificatorios de las personas adicionales vinculadas al producto al cual ingresan los fondos en 
Argentina, si los hubiera.

viii) Datos identificatorios de las personas adicionales vinculadas al producto desde el cual se destinan los fondos 
desde Argentina, si los hubiera.

ix) Asignar a la operación un número único de individualización que permita su trazabilidad cuando no sea posible 
informar los puntos v al viii precedentes.

b) Reporte Sistemático Anual (RSA): el Sujeto Obligado deberá remitir, anualmente, un reporte conteniendo la 
siguiente información:

i) Información general (razón social, domicilio, actividad, Oficial de Cumplimiento).

ii) Información societaria/estructura.

iii) Información contable (ingresos/patrimonio).

iv) Información de negocios (productos/servicios/canales de distribución/zona geográfica).

v) Información sobre tipos y cantidad de clientes.

Los reportes establecidos en el inciso a) deberán ser remitidos entre el día 1 al 15 inclusive de cada mes, y referir 
a las operaciones realizadas en el mes calendario anterior.

Por su parte, el reporte contemplado en el inciso b) del presente artículo deberá ser remitido entre el día 2 de enero 
y el 15 de marzo inclusive de cada año, respecto del año calendario anterior.

CAPÍTULO VII. SANCIONES

ARTÍCULO 40.- Sanciones.

El incumplimiento de las obligaciones y deberes establecidos en la presente resolución será pasible de sanción 
conforme con lo previsto en el Capítulo IV de la Ley N° 25.246 o aquellas que la modifiquen, complementen o 
sustituyan.

CAPÍTULO VIII - DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO 41.- Entrada en vigencia y derogaciones.

La presente resolución comenzará a regir a partir del 1° de Marzo de 2024, fecha en la cual quedarán derogadas 
las Resoluciones UIF Nros. 23/11 y 66/12, y el artículo 6° de la Resolución UIF N° 70/2011 y sus modificatorias.



 Boletín Oficial Nº 35.336 - Primera Sección 45 Lunes 8 de enero de 2024

No obstante ello, las obligaciones contenidas en los artículos 5°, 6°, 19 inciso a) y 39 inciso b) serán exigibles de 
conformidad al siguiente esquema:

i) Los Sujetos Obligados deberán presentar el primer informe de autoevaluación y la metodología aplicada, antes 
del 30 de abril de 2025 (artículos 5° y 6° de la presente). Dicha autoevaluación deberá contemplar el análisis del 
período 2024.

ii) Los Sujetos Obligados deberán presentar el primer informe del revisor externo independiente (artículo 19 inciso 
a) de la presente) antes del 31 de agosto de 2025. Dicho informe deberá contemplar el período 2024.

iii) Los Sujetos Obligados deberán presentar el primer informe sistemático anual (artículo 39 inciso b) de la presente) 
entre el 2 de enero y el 15 de marzo de 2025 y deberá contener la información solicitada respecto del año 2024.

En lo sucesivo, las obligaciones contenidas en los artículos indicados en el anterior párrafo, serán cumplidas con 
la periodicidad y en la oportunidad que en cada caso se indica.

ARTÍCULO 42.- Aplicación temporal.

Para los procedimientos sumariales que se encuentren en trámite a la fecha de entrada en vigencia de la presente, 
o bien, para el análisis y supervisión de hechos, circunstancias y cumplimientos ocurridos con anterioridad a dicha 
fecha, se aplicará la Resolución UIF N° 23/11 o 66/12, según corresponda, y lo que establecía el artículo 6° de la 
Resolución UIF N° 70/2011 previo a la derogación dispuesta en el artículo anterior.

ARTÍCULO 43.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Juan Carlos Otero

e. 08/01/2024 N° 102658/24 v. 08/01/2024

UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA
Resolución 2/2023

RESOL-2023-2-APN-UIF#MJ

Ciudad de Buenos Aires, 12/12/2023

VISTO el Expediente Nº EX-2023-145070387-APN-DGDYD#UIF del registro de esta UNIDAD DE INFORMACIÓN 
FINANCIERA, las Leyes Nros. 20.539 -texto sustituido por la Ley N° 24.144-, 25.246, y sus respectivas modificatorias, 
los Decretos Nros. 1570 del 1 de diciembre de 2001 y sus modificatorios, 290 del 27 de marzo de 2007 y sus 
modificatorios, 415 del 7 de mayo de 2018, 652 y 653 ambos del 22 de septiembre de 2022, la Resoluciones 
Generales AFIP N°  9 del 4 de febrero de 2002, Nros. 2704 y 2705, ambas del 5 de noviembre de 2009, las 
Resoluciones UIF Nros. 24 del 19 de enero de 2011, 70 del 24 de mayo de 2011, y sus respectivas modificatorias, y

CONSIDERANDO:

Que conforme a lo dispuesto por los artículos 5° y 6° de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, la UNIDAD DE 
INFORMACIÓN FINANCIERA (UIF) es un organismo que funciona con autonomía y autarquía financiera en 
jurisdicción del MINISTERIO DE JUSTICIA y tiene a su cargo el análisis, tratamiento y transmisión de información 
a los efectos de prevenir e impedir el Lavado de Activos (LA) y la Financiación del Terrorismo (FT).

Que el artículo 20 de la citada Ley establece y enumera los Sujetos Obligados a informar ante esta UNIDAD DE 
INFORMACIÓN FINANCIERA, en los términos de los artículos 21 y 21 bis del mismo cuerpo legal, mientras que el 
artículo 20 bis define el contenido del deber de informar.

Que el artículo 20 antes mencionado, en el inciso 10) establece como Sujetos Obligados a informar, a las empresas 
dedicadas al transporte de caudales.

Que el artículo 4° inciso g) de la Ley N° 20.539, texto sustituido por la Ley N° 24.144 y sus modificatorias, faculta al 
BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA (BCRA) a regular, entre otras y en el ámbito de su competencia, 
a las empresas transportadoras de caudales.

Que mediante el Decreto N° 415/18 se precisa que el transporte de dinero, que comprende a los billetes y monedas 
de toda denominación, a los billetes y monedas extranjeros y al oro, efectuado por las entidades financieras 
comprendidas en el régimen de la Ley N° 21.526 y sus modificatorias, se ajustará a las disposiciones que establezca 
el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA en el ejercicio de sus facultades propias.

Que a tales efectos, la citada entidad emite normas sobre “TRANSPORTADORAS DE VALORES” de cumplimiento 
obligatorio para las personas jurídicas que desempeñan la actividad de transporte terrestre de valores, que 

#F7032919F#
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comprenden a las Prestadoras de Servicios de Transporte de Valores (PSTV) y a las Transportadoras de Valores 
Propias de las entidades financieras (TVP).

Que la UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA ha emitido, en uso de las facultades establecidas por el inciso 10 
del artículo 14 de la Ley mencionada, directivas, instrucciones y resoluciones respecto de las medidas que deben 
aplicar los Sujetos Obligados para, entre otras obligaciones, identificar y conocer a sus clientes.

Que mediante la Resolución UIF N° 24/11 se establecieron los lineamientos para la gestión de los riesgos de LA/
FT y de cumplimiento mínimo que las empresas de transporte de caudales deben adoptar y aplicar para gestionar, 
de acuerdo con sus políticas, procedimientos y controles, el riesgo de ser utilizadas con objetivos criminales de 
LA/FT.

Que el artículo 8º de la Resolución N° 70/11 establece que las empresas dedicadas al transporte de caudales 
definidas como Sujetos Obligados en la Resolución UIF Nº 24/2011, deberán informar hasta el día QUINCE (15) de 
cada mes los servicios contratados por personas físicas realizadas en el mes calendario inmediato anterior.

Que la República Argentina es miembro pleno del GRUPO DE ACCIÓN FINANCIERA INTERNACIONAL (GAFI) 
desde el año 2000, organismo intergubernamental cuyo propósito es el desarrollo y la promoción de estándares 
internacionales para combatir el Lavado de Activos, la Financiación del Terrorismo y la Financiación de la Proliferación 
de Armas de Destrucción Masiva (LA/FT/FP), y como tal debe ajustar sus normas legales y regulatorias a sus 
Recomendaciones.

Que en 2012 los estándares de GAFI fueron revisados y como consecuencia de ello se modificaron los criterios 
para la prevención del LA/FT, pasando así de un enfoque de cumplimiento normativo formalista a un enfoque 
basado en riesgo.

Que de conformidad con la Recomendación 1 del GAFI, mediante dicho enfoque, las autoridades competentes, 
Instituciones Financieras y Actividades y Profesiones No Financieras Designadas (APNFD) deben ser capaces 
de asegurar que las medidas dirigidas a prevenir o mitigar el LA/FT tengan correspondencia con los riesgos 
identificados, permitiendo tomar decisiones sobre cómo asignar sus propios recursos de manera más eficiente.

Que de conformidad con el enfoque basado en riesgo las empresas dedicadas al transporte de caudales deben 
entender la probabilidad de que los riesgos de LA y FT ocurran y el impacto que puedan tener en cada una de las 
entidades del sector y posiblemente en la economía nacional a gran escala, en caso de materializarse.

Que, en otro orden, de acuerdo con la Recomendación 32 del GAFI, los países pueden optar por un sistema de 
declaración, un sistema de revelación o alguna combinación de ambos para llevar a cabo un control del dinero 
en efectivo y títulos de valor que se transportan a través de sus fronteras, puertos aéreos y marítimos, y deben 
asegurar que sus autoridades competentes cuenten con la autoridad legal para detener o restringir moneda sobre 
la que se sospecha una relación con el financiamiento del terrorismo, el lavado de activos o delitos determinantes, 
o que son declarados o revelados falsamente.

Que, a tales efectos, la metodología aplicable a dicha Recomendación señala que el umbral al cual están sujetos 
los viajeros será de DÓLARES ESTADOUNIDENSES o EUROS QUINCE MIL (US$ 15.000 o E15.000); no obstante, 
los países están en libertad de imponer un umbral menor del establecido en la Recomendación en caso de que 
así lo determinen.

Que en esa línea, el artículo 7° del Decreto N° 1570/01 y sus modificatorios prohíbe la exportación de billetes y 
monedas extranjeras y metales preciosos amonedados, salvo que se realice a través de entidades sujetas a la 
Superintendencia de Entidades Financieras y Cambiarias del BCRA y en concordancia con las disposiciones 
reglamentarias dictadas por ese Ente, o sea inferior a DÓLARES ESTADOUNIDENSES DIEZ MIL (US$ 10.000) o su 
equivalente en otras monedas, al tipo de cambio vendedor del Banco de la Nación Argentina (BNA).

Que, asimismo, en virtud de lo establecido en la Resolución General N° 2704/09, la ADMINISTRACIÓN FEDERAL 
DE INGRESOS PÚBLICOS (AFIP) debe suministrar a la UIF la información registrada en el Sistema Ingreso y Egreso 
de Valores de las declaraciones ante el servicio aduanero, efectuadas por los viajeros de cualquier categoría 
y los tripulantes que introduzcan al territorio argentino, en calidad de equipaje o pacotilla, dinero en efectivo 
y/o instrumentos monetarios, en moneda extranjera o nacional de curso legal, por un valor igual o superior al 
equivalente a DÓLARES ESTADOUNIDENSES DIEZ MIL (U$S 10.000).

Que, por su parte, mediante la Resolución General N° 2705/09 de la AFIP, se establece la misma obligación respecto 
de las declaraciones vinculadas al egreso de dinero en efectivo y cheques de viajero en moneda extranjera y de 
metales preciosos amonedados del territorio argentino, mediante los regímenes de equipaje y pacotilla, cuando su 
valor es inferior a DÓLARES ESTADOUNIDENSES DIEZ MIL (U$S 10.000) o su equivalente en otras monedas, dado 
que en los casos que se iguala o supera dicho umbral, los viajeros de cualquier categoría y los tripulantes sólo 
podrán realizar su egreso del territorio argentino a través de entidades sujetas a la Superintendencia de Entidades 
Financieras y Cambiarias y con previa autorización del BCRA, de corresponder.
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Que a los efectos de dar fiel cumplimiento a las competencias que han sido asignadas a esta UNIDAD DE 
INFORMACIÓN FINANCIERA en su ley de creación, corresponde modificar el marco regulatorio vigente emitido 
respecto de las empresas dedicadas al transporte de caudales, con el objeto de establecer y/o adecuar las 
obligaciones que las mismas deberán cumplir para administrar y mitigar los riesgos de LA/FT, en concordancia 
con los estándares, las buenas prácticas, guías y pautas internacionales actualmente vigentes, conforme las 
Recomendaciones emitidas por el GAFI.

Que, asimismo, desde la entrada en vigencia de la normativa señalada se supervisó la labor de las empresas 
de transporte de caudales y como resultado de ello se han advertido oportunidades de mejora en función de la 
información recabada, la operatividad del sector y la práctica observada.

Que, asimismo, en el proceso de elaboración de la presente, se consultó a representantes del sector, cuyas 
opiniones fueron evaluadas y tenidas en consideración para la formulación de esta norma.

Que en la norma propuesta se han tenido en cuenta los resultados de las Evaluaciones Nacionales de Riesgos de LA 
y FT/FP efectuadas durante el año pasado y aprobadas por los Decretos Nros. 653/22 y 652/22, respectivamente.

Que a los efectos de mejorar la efectividad del Sistema de Prevención de LA/FT de la República Argentina y 
actualizar la normativa de aplicación al sector, se considera necesario utilizar como parámetro el Salario Mínimo, 
Vital y Móvil (SMVM).

Que la UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA debe velar de manera permanente por adoptar las buenas 
prácticas y los cambios en los estándares internacionales vigentes del GAFI para cumplir con el interés público 
comprometido de prevenir y combatir los delitos de LA y FT.

Que, en lo sustancial, a partir de la identificación de supuestos considerados de riesgo alto, se considera 
conveniente que los Sujetos Obligados realicen en tales casos una Debida Diligencia Reforzada.

Que adicionalmente, se enuncian señales de alerta orientativas a fin de que a partir de su análisis los Sujetos 
Obligados puedan determinar si corresponde efectuar un Reporte de Operación Sospechosa y se reformulan los 
regímenes informativos vigentes.

Que, se proyecta su entrada en vigencia de modo diferido para que los Sujetos Obligados puedan readecuar y/o 
ajustar sus Sistemas de Prevención de LA/FT y sus políticas, procedimientos y controles internos.

Que se ha realizado la consulta al BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA conforme el artículo 14 
inciso 10 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias.

Que la Dirección de Asuntos Jurídicos de esta UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA ha tomado la intervención 
que le compete.

Que el Consejo Asesor ha tomado intervención en los términos del artículo 16 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias.

Que la presente se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley N° 25.246 y sus modificatorias y el 
Decreto N° 290/07 y sus modificatorios.

Por ello,

EL PRESIDENTE DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA
RESUELVE:

CAPÍTULO I. OBJETO Y DEFINICIONES

ARTÍCULO 1°.- Objeto.

La presente resolución tiene por objeto establecer los requisitos mínimos para la identificación, evaluación, 
monitoreo, administración y mitigación de los riesgos de lavado de activos y financiación del terrorismo (LA/FT) 
que los Sujetos Obligados incluidos en el artículo 20 inciso 10 de la Ley N° 25.246 deberán adoptar y aplicar, de 
acuerdo con sus políticas, procedimientos y controles, a los fines de evitar el riesgo de ser utilizados por terceros 
con objetivos criminales de LA/FT.

ARTÍCULO 2°.- Definiciones.

A los efectos de la presente resolución se entenderá por:

a) Autoevaluación de riesgos: al ejercicio de evaluación interna de riesgos de LA/FT realizado por el Sujeto Obligado 
para cada una de sus líneas de negocio, a fin de identificar y determinar su riesgo inherente y evaluar la efectividad 
de las políticas, procedimientos y controles implementados para administrar y mitigar los riesgos identificados en 
relación, como mínimo, a sus clientes, productos y/o servicios, canales de distribución y zonas geográficas.

b) Beneficiario Final: a la/las persona/s humana/s comprendidas en la Resolución de la Unidad de Información 
Financiera (UIF) vigente en la materia.
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c) Cliente: a toda persona humana, jurídica o estructura jurídica -nacional o extranjera- con la que se establece, 
de manera ocasional o permanente, una relación de carácter financiero, económico o comercial. Los meros 
proveedores de bienes y/o servicios no serán calificados como Cliente, salvo que mantengan con el Sujeto 
Obligado relaciones de negocio ordinarias diferentes de la mera proveeduría.

d) Debida Diligencia: a los procedimientos de conocimiento aplicables a todos los clientes, los que se llevarán a 
cabo teniendo en cuenta los niveles de riesgo asignados a cada uno de ellos.

e) Enfoque basado en riesgo: a la regulación y aplicación de medidas para prevenir o mitigar el LA/FT proporcionales 
a los riesgos identificados, que incluye a los procesos para su identificación, evaluación, monitoreo, administración 
y mitigación a los fines de focalizar los esfuerzos y aplicar los recursos de manera más efectiva.

f) Efectividad del Sistema de Prevención de LA/FT: a la capacidad del Sujeto Obligado de identificar, evaluar, 
monitorear, administrar y mitigar los riesgos de LA/FT de modo eficiente y eficaz, a los fines de evitar ser utilizados 
por terceros con objetivos criminales de LA/FT.

g) Empresa dedicada al Transporte de Caudales: a la persona jurídica cuya actividad consista en el traslado físico 
de valores, prestado por si y/o través de la subcontratación.

h) Grupo: a DOS (2) o más Sujetos Obligados incluidos en el artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, 
vinculados entre sí por una relación de control o pertenecientes a una misma organización económica y/o societaria.

i) Manual de prevención de LA/FT: al documento que contiene todas las políticas, procedimientos y controles que 
integran el Sistema de Prevención de LA/FT del Sujeto Obligado.

j) Operaciones Inusuales: a las operaciones tentadas o realizadas en forma aislada o reiterada, con independencia 
del monto, que carecen de justificación económica y/o jurídica, y/o no guardan relación con el nivel de riesgo del 
cliente o su perfil transaccional, y/o que, por su frecuencia, habitualidad, monto, complejidad, naturaleza y/u otras 
características particulares, se desvían de los usos y costumbres en las prácticas de mercado.

k) Operaciones Sospechosas: a las operaciones tentadas o realizadas, independientemente de su monto, que 
ocasionan sospecha de que los fondos o activos involucrados provienen o están vinculados con el lavado de 
activos o están relacionados con la financiación del terrorismo, o que habiéndose identificado previamente como 
inusuales, luego del análisis realizado por el Sujeto Obligado no permitan justificar la inusualidad.

l) Personas Expuestas Políticamente (PEP): a las personas comprendidas en la Resolución UIF vigente en la materia.

m) Políticas, procedimientos y controles: se entiende por políticas a las pautas o directrices de carácter general 
que rigen la actuación del Sujeto Obligado en materia específica de prevención de LA/FT; por procedimientos a 
los métodos operativos de ejecución de las políticas en materia específica de prevención de LA/FT; y por controles 
a los mecanismos de comprobación de funcionamiento e implementación adecuada de los procedimientos en 
materia específica de prevención de LA/FT.

n) Reportes Sistemáticos: a la información que obligatoriamente deberá remitir cada Sujeto Obligado a la UIF, a 
través de los mecanismos informativos establecidos.

ñ) Riesgo de LA/FT: a la posibilidad de que una operación ejecutada o tentada por el cliente sea utilizada para el 
lavado de activos y/o la financiación del terrorismo.

o) Salario Mínimo, Vital y Móvil: al fijado por el Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, 
Vital y Móvil, vigente al 31 de diciembre del año calendario anterior y al 30 de junio del año calendario corriente, 
según corresponda.

p) Sujetos Obligados: a las empresas dedicadas al transporte de caudales.

q) Tolerancia al riesgo de LA/FT: al nivel de riesgo de LA/FT que el órgano de administración o máxima autoridad 
del Sujeto Obligado está dispuesto a asumir, decidido con carácter previo a su real exposición y de acuerdo con 
su capacidad de administración y mitigación de riesgos, con la finalidad de alcanzar sus objetivos estratégicos y 
su plan de negocios.

r) Valores, fondos o caudales: al dinero –billetes y monedas de curso legal, y billetes y monedas extranjeros– y al 
oro.

CAPÍTULO II. SISTEMA DE PREVENCIÓN DE LA/FT DEL SUJETO OBLIGADO.

ARTÍCULO 3°.- Sistema de Prevención de LA/FT.

El Sujeto Obligado deberá implementar un Sistema de Prevención de LA/FT, con un enfoque basado en riesgo, que 
contendrá todas las políticas, procedimientos y controles a los fines de identificar, evaluar, monitorear, administrar 
y mitigar eficazmente los riesgos de LA/FT a los que se encuentra expuesto y cumplir con las obligaciones exigidas 
por la normativa vigente.
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Dicho Sistema deberá tener en cuenta las Evaluaciones Nacionales de Riesgos de LA/FT/FP, sus actualizaciones, 
otros documentos publicados o diseminados por autoridades públicas competentes en los que se identifiquen 
riesgos vinculados con el sector y aquellos riesgos identificados por el propio Sujeto Obligado.

PARTE I. Riesgos.

ARTÍCULO 4°.- Factores de Riesgo de LA/FT.

A los fines de la identificación, evaluación, monitoreo, administración y mitigación de los riesgos de LA/FT, como 
así también para la confección del informe técnico de autoevaluación de riesgos, el Sujeto Obligado deberá 
considerar, como mínimo, los siguientes factores:

a) Clientes: los riesgos de LA/FT asociados a los clientes, los cuales se relacionan con sus antecedentes, 
actividades, comportamiento, volumen o materialidad de su/s operación/es, al inicio y durante toda la relación 
comercial. El análisis asociado a este factor deberá incorporar, entre otros, los siguientes elementos: el propósito 
y la naturaleza esperada de la relación comercial, la regularidad y/o duración de la relación comercial, la residencia, 
la nacionalidad, el nivel de ingresos o patrimonio, la actividad que realiza, el carácter de persona humana o jurídica, 
la condición de PEP, el carácter público o privado y su participación en mercados de capitales o asimilables.

b) Productos y/o servicios: los riesgos de LA/FT asociados a los productos y/o servicios que ofrece el Sujeto 
Obligado, tanto durante la etapa de diseño o desarrollo, así como a lo largo de toda su vigencia.

c) Canales de distribución: los riesgos de LA/FT asociados a los diferentes modelos de distribución (presencial, 
por Internet, telefónica, terrestre, marítima, fluvial o aérea, entre otros).

d) Zona geográfica: los riesgos de LA/FT asociados a las zonas geográficas en las que ofrecen sus productos y/o 
servicios, tanto a nivel nacional como internacional, tomando en cuenta sus índices de criminalidad, características 
económico financieras y socio-demográficas y las disposiciones y guías que las autoridades competentes, o el 
Grupo de Acción Financiera Internacional, emitan con respecto a dichas jurisdicciones. El análisis asociado a este 
factor de riesgo de LA/FT comprende las zonas en las que opera el Sujeto Obligado, así como aquellas vinculadas 
al proceso de la operación.

El Sujeto Obligado podrá incorporar factores de riesgo adicionales a los requeridos por la presente, de acuerdo 
a las características de sus clientes y la complejidad de sus operaciones, productos y/o servicios, canales de 
distribución y zonas geográficas, precisando el fundamento y la metodología de su incorporación.

El Sujeto Obligado debe realizar un análisis de riesgo de LA/FT que considere, como mínimo, los cuatro factores 
indicados en los incisos a) a d), de manera previa al lanzamiento e implementación de nuevos productos, prácticas 
o tecnologías.

ARTÍCULO 5°.- Informe técnico de autoevaluación de riesgos.

El Sujeto Obligado deberá identificar, evaluar y comprender los riesgos de LA/FT a los que se encuentra expuesto, 
a fin de adoptar medidas apropiadas y eficaces de administración y mitigación. A esos efectos, deberá elaborar 
un informe técnico de autoevaluación de riesgos de LA/FT, con una metodología de identificación, evaluación y 
comprensión de riesgos acorde con la naturaleza y dimensión de su actividad comercial, la que podrá ser revisada 
por la UIF.

Dicho informe debe cumplir, como mínimo, con los siguientes requerimientos:

a) Considerar los factores de riesgo previstos en el artículo 4° de la presente resolución, en cada una de sus líneas 
de negocio, el nivel de riesgo inherente, el nivel y tipo apropiados de administración y mitigación a aplicar.

b) Tener en consideración e incorporar la información suministrada por la UIF u otras autoridades competentes 
acerca de los riesgos de LA/FT, los resultados de las Evaluaciones Nacionales de Riesgo de LA/FT/FP y sus 
actualizaciones, como así también otros documentos en los que se identifiquen riesgos vinculados con el sector, 
tipologías y/o guías elaboradas por organismos nacionales e internacionales.

c) Ser autosuficiente, estar documentado y conservarse junto con la metodología, la documentación, los datos 
estadísticos y la información que lo sustente, en el domicilio registrado ante la UIF.

d) Ser actualizado cada DOS (2) años. No obstante ello, deberá actualizarse antes del plazo previsto si se produce 
una modificación en el nivel de riesgo del Sujeto Obligado.

e) Ser enviado a la UIF, junto con la metodología, una vez aprobado, antes del 30 de abril del año calendario en el 
que corresponda la presentación, y cuando se produzca una modificación en el nivel de riesgo del Sujeto Obligado.

En aquellos supuestos en los que el Sujeto Obligado realice más de una actividad alcanzada por la Ley N° 25.246 
y la reglamentación aplicable, deberá desarrollar un informe técnico de autoevaluación para cada una de ellas. En 
caso de que lo considere conveniente, podrá elaborar un único informe técnico, en un documento consolidado, 
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que necesariamente deberá reflejar las particularidades de cada una de las actividades comerciales, así como 
también sus riesgos y mitigantes en materia de prevención de LA/FT.

En aquellos supuestos en que el Sujeto Obligado se encuentre iniciando actividades, deberá realizar el informe 
técnico de autoevaluación de forma previa a iniciar sus operaciones. Para ello, deberá contemplarse el plan de 
negocios proyectado y aquellas situaciones relevantes que pudieran impactar en el riesgo de LA/FT.

La autoevaluación deberá contemplar el análisis de los DOS (2) períodos anuales comprendidos en ella.

La UIF podrá revisar, en el ejercicio de su competencia, la lógica, coherencia y razonabilidad de la metodología 
implementada y el informe técnico resultante de la misma, y podrá plantear objeciones o exigir modificaciones al 
informe técnico de autoevaluación de riesgos. La presentación del informe técnico de autoevaluación ante la UIF 
no podrá considerarse una aceptación y/o aprobación tácita de su contenido.

El resultado del informe técnico de autoevaluación de riesgos deberá ser tenido en cuenta a efectos de mejorar, 
ajustar y retroalimentar el Sistema de Prevención de LA/FT del Sujeto Obligado, a fin de que se encuentre en 
concordancia con la declaración de tolerancia al riesgo.

ARTÍCULO 6°.- Declaración de tolerancia al riesgo.

El Sujeto Obligado deberá realizar una declaración de tolerancia al riesgo, debidamente fundada y aprobada por 
el órgano de administración o la máxima autoridad. Dicha declaración debe identificar el margen de riesgo de LA/
FT que el órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado está dispuesto a asumir, decidido con 
carácter previo a su real exposición y de acuerdo con su capacidad de administración y mitigación de riesgos, con 
la finalidad de alcanzar sus objetivos estratégicos y su plan de negocios.

La declaración de tolerancia al riesgo deberá ser enviada a la UIF, una vez aprobada, junto con el informe 
técnico de autoevaluación y la metodología, antes del 30 de abril del año calendario que corresponda efectuar 
la presentación. La misma será actualizada en forma bienal. Ello no obsta que, ante la identificación de un nuevo 
riesgo o modificación relevante de uno existente, se proceda oportunamente con su actualización.

ARTÍCULO 7°.- Mitigación de riesgos.

Una vez identificados y evaluados los riesgos de LA/FT, el Sujeto Obligado deberá establecer políticas, 
procedimientos y controles adecuados y eficaces para mitigarlos y monitorear su implementación, reforzándolos 
en caso de ser necesario.

Conforme lo establecido en la presente Resolución, en situaciones identificadas como de riesgo alto, el Sujeto 
Obligado deberá adoptar medidas reforzadas para mitigarlos; en los demás casos podrá diferenciar el alcance de 
las medidas de mitigación, dependiendo del nivel de riesgo detectado, pudiendo adoptar medidas simplificadas 
en casos de bajo riesgo constatado, entendiendo por esto último, que el Sujeto Obligado está en condiciones de 
aportar tablas, bases estadísticas, documentación analítica u otros soportes que acrediten la no concurrencia de 
factores de riesgo o su carácter meramente marginal, de acaecimiento remoto o circunstancial.

Las políticas, procedimientos y controles adoptados para garantizar razonablemente que los riesgos identificados 
y evaluados se mantengan dentro de los niveles y características decididas por el órgano de administración o 
máxima autoridad del Sujeto Obligado, deberán ser implementados en el marco de su Sistema de Prevención de 
LA/FT, que deberá ser objeto de tantas actualizaciones como resulten necesarias.

Las políticas, procedimientos y controles deberán tener como objetivo mitigar los riesgos evaluando cada factor 
de riesgo de manera específica; contar con un plazo para su implementación; y ser documentados a fin de poder 
evidenciar sus resultados.

PARTE II. Cumplimiento.

ARTÍCULO 8°.- Políticas, procedimientos y controles de cumplimiento mínimo.

El Sujeto Obligado deberá adoptar, como mínimo, políticas, procedimientos y controles a los efectos de:

a) Asegurar que los clientes y beneficiarios finales no se encuentren incluidos en el Registro Público de Personas 
y Entidades vinculadas a actos de Terrorismo y su Financiamiento (RePET), previsto en el Decreto N° 918/12 y/o 
aquellos que lo modifiquen, complementen o sustituyan, antes de iniciar la relación comercial.

b) Controlar en forma permanente el Registro Público de Personas y Entidades vinculadas a actos de Terrorismo 
y su Financiamiento (RePET) previsto en el Decreto N° 918/12 y/o aquellos que lo modifiquen, complementen 
o sustituyan, y adoptar sin demora, las medidas requeridas por la Resolución UIF N° 29/13 o aquellas que la 
modifiquen, complementen o sustituyan.

c) Aplicar la normativa vigente en materia de PEP y/o aquellas que la modifiquen, complementen o sustituyan, en 
relación a sus clientes y beneficiarios finales.
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d) Realizar una Debida Diligencia de todos sus clientes.

e) Identificar, verificar y conocer en forma continua a los beneficiarios finales de sus clientes.

f) Calificar y segmentar a todos sus clientes, de acuerdo con los factores de riesgo.

g) Realizar una Debida Diligencia Continuada de todos sus clientes y mantener actualizados sus legajos.

h) Aceptar o rechazar a los clientes de alto riesgo, incluyendo las razones que fundamentan tal decisión.

i) Aceptar o rechazar a los clientes PEP extranjeros, incluyendo las razones que fundamentan tal decisión.

j) Establecer alertas y monitorear todas las operaciones y/o transacciones con un enfoque basado en riesgos.

k) Analizar y registrar todas las Operaciones Inusuales.

l) Detectar y reportar a la UIF todas las Operaciones Sospechosas de LA/FT.

m) Formular los Reportes Sistemáticos a la UIF.

n) Colaborar con las autoridades competentes.

ñ) No aceptar o desvincular a los clientes, incluyendo las razones que fundamentan tal decisión.

o) Asignar funciones y establecer plazos para el cumplimiento de las normas de prevención de LA/FT.

p) Desarrollar un plan de capacitación en materia de prevención de LA/FT.

q) Designar un Oficial de Cumplimiento titular, y un Oficial de Cumplimiento suplente que actúe ante la UIF en 
ausencia de aquel, y establecer sus funciones.

r) Registrar, archivar y conservar la información y documentación de clientes, beneficiarios finales, operaciones, 
transacciones, y otros documentos requeridos.

s) Evaluar la efectividad de su Sistema de Prevención de LA/FT a través de la auditoría interna y de la revisión 
externa independiente.

t) Garantizar estándares adecuados en la selección y contratación de directivos, gerentes, empleados y 
colaboradores, y controlar su cumplimiento durante toda la relación con el Sujeto Obligado.

u) Establecer un Código de Conducta.

v) Tener en consideración en sus análisis de riesgo a los países que se encuentran identificados por el GAFI en la 
lista de Jurisdicciones bajo monitoreo intensificado o las que en el futuro la sustituyan o modifiquen, por presentar 
deficiencias estratégicas en sus regímenes de prevención de LA/FT.

w) Aplicar medidas de Debida Diligencia Reforzada en forma eficaz y proporcional a los riesgos identificados, 
a todas las relaciones comerciales y transacciones con personas humanas y jurídicas de las Jurisdicciones 
identificadas por el GAFI como de alto riesgo, sujetas a un llamado a la acción en la respectiva lista o la que en el 
futuro la sustituyan o modifiquen.

Las políticas, procedimientos y controles que se utilicen para administrar y mitigar los riesgos de LA/FT deben ser 
consistentes con el informe técnico de autoevaluación de riesgos del Sujeto Obligado, y deben ser actualizadas y 
revisadas regularmente.

ARTÍCULO 9°.- Manual de prevención de LA/FT.

El manual de prevención de LA/FT deberá contener, como mínimo, las políticas, procedimientos y controles 
previstos en el artículo 8°, incluidos aquellos adicionales que el Sujeto Obligado decida adoptar.

La metodología de determinación de reglas y parámetros de monitoreo deberá estar debidamente referenciada 
de forma genérica en el manual. Deberá precisarse en el Manual de Prevención de LA/FT qué aspectos han sido 
desarrollados en otros documentos internos y confidenciales, los cuales deberán encontrarse a disposición de la 
UIF.

El manual de prevención de LA/FT deberá ser revisado anualmente, sin perjuicio del deber de mantenerlo siempre 
actualizado en concordancia con la regulación vigente en la materia, y estar disponible para los directivos, 
gerentes, empleados y colaboradores del Sujeto Obligado. Cada Sujeto Obligado deberá dejar constancia, a 
través de un medio de registración fehaciente establecido al efecto, del conocimiento que hayan tomado las 
personas anteriormente mencionadas sobre el manual de prevención de LA/FT, su contenido, sus actualizaciones 
y su compromiso a cumplirlo en el ejercicio de sus tareas y/o funciones.

El manual de prevención de LA/FT deberá encontrarse a disposición de la UIF en todo momento.
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ARTÍCULO 10.- Obligaciones del órgano de administración o máxima autoridad en relación al Sistema de Prevención 
de LA/FT.

El órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado será el responsable de:

a) Designar al Oficial de Cumplimiento titular y suplente, con las características, responsabilidades y atribuciones 
que establece la normativa vigente.

b) Aprobar el informe técnico de autoevaluación de riesgos, su metodología y sus actualizaciones.

c) Entender y tomar en cuenta los riesgos de LA/FT al establecer sus objetivos comerciales.

d) Aprobar y revisar las políticas, procedimientos y controles para la identificación, evaluación, monitoreo, 
administración y mitigación de los riesgos de LA/FT.

e) Aprobar el manual de prevención de LA/FT y el Código de Conducta, así como sus actualizaciones.

f) Considerar el tamaño del Sujeto Obligado y la complejidad de sus operaciones y/o productos y/o servicios, a 
los fines de proveer los recursos humanos, tecnológicos, de infraestructura y otros, necesarios para el adecuado 
cumplimiento de las funciones y responsabilidades del Oficial de Cumplimiento.

g) Aprobar el plan anual de trabajo y los informes de gestión del Oficial de Cumplimiento.

h) Aprobar el plan de capacitación propuesto por el Oficial de Cumplimiento y sus actualizaciones.

i) Aprobar el plan de regularización de todas las debilidades o deficiencias identificadas en los informes de evaluación 
del Sistema de Prevención de LA/FT, efectuados por la auditoría interna y por el revisor externo independiente.

j) Revisar de manera continua el funcionamiento del Sistema de Prevención de LA/FT, asignando los recursos 
necesarios para su correcto funcionamiento.

k) Aprobar la dependencia de terceros (Sujetos Obligados en los términos enumerados en el artículo 20 de la Ley 
N° 25.246 y sus modificatorias).

l) Aprobar los acuerdos de reciprocidad celebrados entre Sujetos Obligados, en los términos enumerados en el 
artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, que integren un mismo grupo, que le permitan compartir 
legajos de clientes.

m) Aprobar la creación del Comité de Prevención de LA/FT, en caso de optar por su constitución.

ARTÍCULO 11.- Oficial de Cumplimiento titular y suplente.

Los Sujetos Obligados deberán designar un Oficial de Cumplimiento titular y un Oficial de Cumplimiento suplente, 
quienes deberán registrarse ante la UIF conforme lo dispuesto en la Ley N° 25.246, sus modificatorias y resoluciones 
de la UIF aplicables a la materia. Los oficiales de cumplimiento deberán contar con capacitación y/o experiencia 
en materia de prevención de LA/FT.

Los Oficiales de Cumplimiento titular y suplente deberán constituir domicilio en el país donde serán válidas todas 
las notificaciones efectuadas por esta UIF. Una vez que hayan cesado en el cargo, deberán denunciar el domicilio 
real, que deberá mantenerse actualizado durante el plazo de CINCO (5) años contados desde el cese.

Los Sujetos Obligados deberán asegurarse de contar en todo momento con un Oficial de Cumplimiento en 
funciones. El Oficial de Cumplimiento suplente deberá contar con los requisitos correspondientes al titular al 
momento del ejercicio del cargo y actuará únicamente en caso de ausencia temporal, impedimento, licencia, 
remoción, o cuando por cualquier otra razón el titular no pueda ejercer sus funciones. Dicha circunstancia, los 
motivos que la justifican y el plazo durante el cual el Oficial de Cumplimiento suplente desempeñará el cargo, 
deberá ser comunicado por el Sujeto Obligado a la UIF dentro del plazo de VEINTICUATRO (24) horas de producida 
la misma, mediante correo electrónico dirigido a la siguiente dirección: sujetosobligados@uif.gob.ar, o aquel 
procedimiento que en el futuro lo sustituya.

La remoción del Oficial de Cumplimiento deberá ser aprobada por el órgano competente para designarlo, y 
comunicada fehacientemente a la UIF, indicando los motivos que la justifican, designando el Oficial de Cumplimiento 
Titular y Suplente elegido, dentro del plazo de QUINCE (15) días de producida la misma a la dirección de correo 
electrónico: sujetosobligados@uif.gob.ar, o aquel procedimiento que en el futuro lo sustituya.

El Oficial de Cumplimiento deberá gozar de autonomía e independencia en el ejercicio de sus funciones y contar 
con acceso irrestricto a toda la información que requiera en el cumplimiento de sus obligaciones, para lo cual 
podrá tener un equipo de soporte con dedicación exclusiva para la ejecución de sus tareas.

ARTÍCULO 12.- Obligaciones del Oficial de Cumplimiento.

El Oficial de Cumplimiento tendrá las obligaciones que se enumeran a continuación:
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a) Proponer al órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado las políticas, procedimientos y 
controles para administrar y mitigar los riesgos de LA/FT.

b) Elaborar y revisar el informe técnico de autoevaluación de riesgos y su metodología.

c) Elaborar el manual de prevención de LA/FT y coordinar los trámites para su debida aprobación.

d) Implementar las políticas, procedimientos y controles dispuestos en el Sistema de Prevención de LA/FT para 
su correcto funcionamiento, las medidas de Debida Diligencia del cliente, las medidas de Debida Diligencia 
Continuada del cliente, las alertas, el sistema de monitoreo, el procedimiento establecido para la gestión eficiente 
de las inusualidades y la remisión de los Reportes de Operaciones Sospechosas a la UIF, como también para 
asegurar la adecuada administración y mitigación de riesgos de LA/FT.

e) Aprobar el inicio de las relaciones comerciales con los clientes de alto riesgo y con las PEPs extranjeras, 
manteniendo un registro de cada una de estas categorías de clientes.

f) Aprobar la continuidad de la relación comercial con los clientes existentes que sean recalificados como de alto 
riesgo o como PEPs extranjera.

g) Atender los requerimientos de información solicitados por la UIF, el BCRA, y otras autoridades competentes en 
materia de prevención de LA/FT.

h) Revisar de forma permanente el correo electrónico registrado ante la UIF.

i) Tener en consideración las directivas, instrucciones, comunicaciones y diseminaciones efectuadas por las 
autoridades competentes respecto de las jurisdicciones bajo monitoreo intensificado o jurisdicciones identificadas 
como de alto riesgo sujetas a un llamado a la acción del GAFI.

j) Tener en consideración las guías, mejores prácticas, documentos de retroalimentación y capacitaciones 
comunicadas por la UIF.

k) Elaborar, implementar y actualizar el plan de capacitación; y llevar un registro de control acerca del nivel de 
cumplimiento del plan de capacitación impartido.

l) Informar a todos los directores, gerentes, empleados y colaboradores del Sujeto Obligado sobre los cambios en 
la normativa regulatoria de prevención de LA/FT.

m) Controlar de forma permanente el Registro Público de Personas y Entidades vinculadas a actos de Terrorismo 
y su Financiamiento (RePET) previsto en el Decreto N° 918/12 y/o aquellos que lo modifiquen, complementen o 
sustituyan, en relación a sus candidatos a clientes, clientes, beneficiarios finales y destinatarios de transferencias 
internacionales y adoptar, sin demora, las medidas requeridas por la Resolución UIF N° 29/13 o aquellas que la 
modifiquen, complementen o sustituyan.

n) Analizar y registrar todas las Operaciones Inusuales. Llevar un registro de aquellas Operaciones Inusuales que, 
luego del análisis respectivo documentado, no hayan sido determinadas como Operaciones Sospechosas.

ñ) Evaluar las operaciones y, en su caso, calificarlas como Sospechosas y reportarlas a la UIF, manteniendo el 
deber de reserva.

o) Proponer su plan anual de trabajo y realizar informes sobre su gestión; presentándolos al órgano de administración 
o máxima autoridad del Sujeto Obligado.

p) Conservar adecuadamente los documentos relacionados al Sistema de Prevención de LA/FT.

q) Actuar como interlocutor del Sujeto Obligado ante la UIF y otras autoridades regulatorias en los temas 
relacionados a su función.

r) Formular los Reportes Sistemáticos correspondientes.

s) Notificar debidamente al órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado sobre los resultados 
de la evaluación de efectividad del Sistema de Prevención de LA/FT, efectuada por el revisor externo independiente 
y la auditoría interna.

t) Proponer un plan de regularización debidamente documentado y fundado, al órgano de administración o máxima 
autoridad del Sujeto Obligado, en relación a todas las debilidades o deficiencias identificadas en los informes 
respecto de la evaluación del Sistema de Prevención de LA/FT, efectuados por la auditoría interna y por el revisor 
externo independiente. Una vez aprobado el plan mencionado deberá implementarlo.

u) Mantener informado al órgano de administración o máxima autoridad en relación al cumplimiento en término del 
plan de regularización al que se refiere el inciso anterior.
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ARTÍCULO 13.- Grupo.

Cada grupo podrá designar un único Oficial de Cumplimiento para todos los Sujetos Obligados que, en los 
términos enumerados en el artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, lo integran, en la medida en que 
las herramientas de administración y monitoreo de las operaciones le permitan acceder a toda la información 
necesaria en tiempo y forma. En tal caso, también deberá designar un Oficial de Cumplimiento suplente.

El Oficial de Cumplimiento designado por el grupo se encuentra alcanzado por las mismas disposiciones que rigen 
para el Oficial de Cumplimiento y deberá formar parte del órgano de administración o máxima autoridad de todos 
los Sujetos Obligados que lo integran.

Los Sujetos Obligados de un mismo grupo podrán celebrar acuerdos de reciprocidad que les permitan compartir 
legajos de clientes, debiendo contar para ello con la autorización expresa de los clientes para tales fines, asegurando 
la protección de los datos personales y el deber de guardar secreto, de conformidad con la normativa específica 
aplicable. Asimismo, deberán asegurar que los legajos de sus clientes posean la documentación pertinente, según 
los requerimientos establecidos en la presente y que los mismos sean puestos a disposición de las autoridades 
competentes en los modos y plazos requeridos.

Lo expresado precedentemente no implica que los Sujetos Obligados de un mismo grupo puedan compartir 
información y/o legajos de clientes con otros integrantes del grupo que no sean Sujetos Obligados.

ARTÍCULO 14.- Comité de Prevención de LA/FT.

Cada Sujeto Obligado podrá constituir un Comité de Prevención de LA/FT con la finalidad de brindar apoyo 
al Oficial de Cumplimiento en la adopción y el cumplimiento de políticas y procedimientos necesarios para el 
adecuado funcionamiento del Sistema de Prevención de LA/FT.

El referido Comité deberá contar con un reglamento que contenga las disposiciones y procedimientos necesarios 
para el cumplimiento de sus funciones.

El Comité será presidido por el Oficial de Cumplimiento y deberá contar con la participación de funcionarios del 
primer nivel gerencial cuyas funciones se encuentren relacionadas con riesgos de LA/FT.

Cada Grupo podrá designar un único Comité de Prevención de LA/FT Corporativo, en la medida en que la gestión 
del riesgo de LA/FT se realice de manera integrada, con evidencias de ello en forma debidamente documentada. 
En el caso de constituirse un Comité de Prevención de LA/FT Corporativo, éste deberá estar compuesto por un 
miembro del órgano de administración y/o funcionario de primer nivel gerencial de cada integrante del Grupo.

Los temas tratados en las reuniones de Comité y las conclusiones adoptadas por éste, constarán en una minuta, 
que quedará a disposición de las autoridades competentes. Del mismo modo, en los casos que se implemente 
un Comité de Prevención de LA/FT Corporativo, deberá constar en la minuta el tratamiento de los temas de cada 
Sujeto Obligado del Grupo de manera diferenciada.

ARTÍCULO 15.- Sujetos Obligados o grupos con sucursales, filiales y/o subsidiarias (en el país y/o en el extranjero).

Cada Sujeto Obligado o grupo establecerá las reglas que resulten necesarias para garantizar la implementación 
eficaz del Sistema de Prevención de LA/FT en todas sus sucursales, filiales y/o subsidiarias de propiedad 
mayoritaria, incluyendo aquellas radicadas en el extranjero, garantizando el adecuado flujo de información inter- 
grupo.

En el caso de operaciones en el extranjero, se deberá aplicar el principio de mayor rigor (entre la normativa 
argentina y la extranjera), en la medida que lo permitan las leyes y normas de la jurisdicción extranjera.

Deberá constar, en caso de corresponder, un análisis actualizado y suficientemente detallado que identifique las 
diferencias entre las distintas legislaciones y regulaciones aplicables. Este documento será el fundamento de 
las políticas particulares que sean establecidas para gestionar tales diferencias, incluyendo la obligatoriedad de 
comunicar las mismas a la UIF.

ARTÍCULO 16.- Dependencia de terceros (Sujetos Obligados en los términos enumerados en el artículo 20 de la 
Ley N° 25.246 y sus modificatorias).

Los Sujetos Obligados pueden depender de otros Sujetos Obligados de los enumerados en el artículo 20 de la 
Ley N° 25.246 y sus modificatorias, para la ejecución de las medidas de Debida Diligencia del cliente, únicamente, 
respecto de:

a) La identificación y verificación del cliente y del beneficiario final, conforme los artículos 22 y siguientes.

b) La comprensión del propósito y carácter de la relación comercial.

Para poder depender de terceros, los Sujetos Obligados deberán cumplir con los siguientes requisitos: (i) obtener 
de manera inmediata la información necesaria a que se refieren los puntos a) y b) precedentes; (ii) adoptar medidas 
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adecuadas para asegurarse de que el tercero suministrará, cuando se le solicite y sin demora, copias de los datos 
de identificación y demás documentación pertinente; (iii) asegurarse de que el tercero esté regulado y supervisado, 
en cuanto a los requisitos de debida diligencia y al mantenimiento de registros, y de que cuenta con medidas 
establecidas para el cumplimiento de estas obligaciones; (iv) documentar dicha dependencia; y (v) establecer 
todas las medidas necesarias para asegurar la protección de los datos personales y el deber de guardar secreto, 
de conformidad con la normativa específica aplicable.

La responsabilidad por el cumplimiento de las medidas de debida diligencia mencionadas permanecerá en el 
Sujeto Obligado que dependa del tercero.

La dependencia de terceros será incluida en los planes de auditoría interna, pudiendo los auditores acceder a 
todos los datos, bases de datos, documentos, registros, u otros, relacionados con la decisión de avanzar con esa 
dependencia.

ARTÍCULO 17.- Conservación de la documentación.

Los Sujetos Obligados deberán cumplir con las siguientes reglas de conservación de documentación:

a) Conservarán todos los documentos de las operaciones, tanto nacionales como internacionales, realizadas por sus 
clientes durante un plazo no inferior a DIEZ (10) años, contados desde la fecha de la operación. Tales documentos 
deberán estar protegidos de accesos no autorizados y deberán ser suficientes para permitir la reconstrucción de 
las operaciones individuales (incluyendo los montos y tipos de monedas utilizados, en caso de corresponder) para 
brindar, de ser necesario, elementos de prueba para la persecución de actividades vinculadas con delitos.

b) Conservarán toda la documentación de los clientes y beneficiarios finales, recabada y generada a través de 
los procesos y medidas de Debida Diligencia, documentos contables y correspondencia comercial, incluyendo 
los resultados obtenidos en la realización del análisis correspondiente, por un plazo no inferior a DIEZ (10) años, 
contados desde la fecha de desvinculación del cliente o desde la fecha de la realización de la última transacción, 
considerando lo que ocurra en último término.

c) Desarrollarán e implementarán mecanismos de atención a los requerimientos que realicen las autoridades 
competentes con relación al Sistema de Prevención de LA/FT que permita la entrega de la documentación y/o 
información solicitada en los plazos requeridos.

Todos los documentos mencionados en el presente artículo, deberán digitalizarse en caso de requerimiento.

ARTÍCULO 18.- Capacitación.

Los Sujetos Obligados deberán contar con un plan de capacitación anual, que tenga por finalidad instruir a su 
personal sobre las normas regulatorias de LA/FT vigentes, así como respecto a las políticas, procedimientos y 
controles del Sistema de Prevención de LA/FT y su adecuada implementación a los fines de administrar y mitigar 
eficazmente los riesgos identificados.

Todos los directores, gerentes, empleados y colaboradores del Sujeto Obligado serán incluidos en dicho plan de 
capacitación, considerando la exposición a los riesgos de LA/FT, de acuerdo a sus funciones y/o tareas.

La capacitación en materia de prevención de LA/FT deberá ser continua, actualizada y complementarse con la 
información relevante que transmita la UIF.

Los empleados del Sujeto Obligado, tengan o no contacto directo con los clientes, deberán recibir formación genérica 
y formación específica en materia de prevención de LA/FT en relación a sus funciones y/o tareas desarrolladas, y 
a la adecuada implementación de las políticas, procedimientos y controles del Sistema de Prevención de LA/FT.

El Oficial de Cumplimiento titular y suplente, así como también los empleados y colaboradores del área a su cargo, 
deberán ser objeto de una formación de mayor profundidad y con contenidos especialmente ajustados a sus 
funciones y/o tareas.

Los directores, gerentes y empleados que se incorporen al Sujeto Obligado deberán recibir una capacitación sobre 
los alcances del Sistema de Prevención de LA/FT que se encuentra en marcha, de acuerdo con las funciones que 
les correspondan, en un plazo máximo de SESENTA (60) días hábiles a contar desde la fecha de su ingreso.

Cada Sujeto Obligado deberá reservar la constancia de las capacitaciones recibidas y llevadas a cabo, y de las 
evaluaciones efectuadas al efecto si las hubiera, que deberán encontrarse a disposición de la UIF.

El plan de capacitación deberá comprender, como mínimo, los siguientes temas:

a) Definición de los delitos de LA/FT.

b) Normativa nacional y estándares internacionales vigentes sobre prevención de LA/FT.
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c) Políticas, procedimientos y controles del Sistema de Prevención de LA/FT del Sujeto Obligado, su adecuada 
implementación a los fines de la administración y mitigación de los riesgos de LA/FT, enfatizando en temas 
específicos tales como la Debida Diligencia.

d) Riesgos de LA/FT a los que se encuentra expuesto el Sujeto Obligado, conforme el propio informe técnico 
de autoevaluación de riesgos, las Evaluaciones Nacionales de Riesgos de LA/FT/FP, sus actualizaciones y otros 
documentos en los que se identifiquen riesgos vinculados con el sector que resulten pertinentes.

e) Tipologías o tendencias de LA/FT detectadas por el Sujeto Obligado, y las difundidas por la UIF, el GAFI o el 
Grupo de Acción Financiera de Latinoamérica (GAFILAT).

f) Alertas y controles para detectar Operaciones Inusuales, y los procedimientos de determinación y comunicación 
de Operaciones Sospechosas, enfatizando en el deber de confidencialidad del reporte.

g) Roles y responsabilidades del personal en materia de prevención de LA/FT del Sujeto Obligado.

ARTÍCULO 19.- Evaluación del Sistema de Prevención de LA/FT.

La evaluación del Sistema de Prevención de LA/FT se llevará a cabo en dos niveles, a saber:

a) Revisión externa independiente: se encontrará a cargo de un revisor externo independiente designado de 
conformidad con la Resolución UIF vigente en la materia, quien deberá emitir un informe bienal en el que se 
pronuncie sobre la calidad y efectividad del Sistema de Prevención de LA/FT del Sujeto Obligado, y comunicar 
los resultados en forma electrónica a la UIF dentro de los CIENTO VEINTE (120) días corridos contados desde el 
vencimiento del plazo establecido para el envío de la autoevaluación. La revisión externa independiente deberá 
contemplar el análisis de los DOS (2) períodos anuales comprendidos en ella.

b) Auditoría interna: la auditoría interna del Sujeto Obligado deberá incluir en sus programas anuales las áreas 
relacionadas con el Sistema de Prevención de LA/FT, sin perjuicio de las revisiones externas que correspondan. 
El Oficial de Cumplimiento tomará conocimiento de los mismos, sin poder participar en las decisiones sobre el 
alcance y las características de dichos programas anuales.

Los resultados obtenidos de las revisiones indicadas en los incisos a) y b) anteriores, deberán incluir la identificación 
de deficiencias, la descripción de mejoras a aplicar y los plazos para su implementación y serán puestos en 
conocimiento del Oficial de Cumplimiento, quien deberá notificar debidamente de ello al órgano de administración 
o máxima autoridad del Sujeto Obligado.

ARTÍCULO 20.- Código de Conducta.

El Código de Conducta estará destinado a asegurar, entre otros objetivos, el adecuado funcionamiento e 
implementación de las políticas, procedimientos y controles del Sistema de Prevención de LA/FT y establecer 
medidas para garantizar el deber de reserva y confidencialidad de la información relacionada a éste.

Deberá contener, como mínimo, los principios rectores y valores de integridad y de adecuada capacidad o 
conocimiento técnico, así como el carácter obligatorio de las políticas, los procedimientos y los controles que 
integran el Sistema de Prevención de LA/FT y su adecuada implementación, de acuerdo con la normativa vigente 
sobre la materia, debiendo ser cumplido por los directores, gerentes, empleados y colaboradores del Sujeto 
Obligado.

Cualquier incumplimiento a las políticas, procedimientos y controles del Sistema de Prevención de LA/FT deberá 
ser contemplado como una falta interna en el Código de Conducta, debiendo establecer su gravedad y la aplicación 
de las sanciones según correspondan al tipo de falta, de acuerdo con las disposiciones y los procedimientos 
internos aprobados por el Sujeto Obligado.

Cada Sujeto Obligado deberá tener una constancia fehaciente del conocimiento que han tomado los directores, 
gerentes, empleados y colaboradores sobre el Código de Conducta y el compromiso a cumplirlo en el ejercicio de 
sus funciones, así como de mantener el deber de reserva de la información relacionada al Sistema de Prevención 
de LA/FT, sobre la que hayan tomado conocimiento durante su permanencia en el Sujeto Obligado.

Las sanciones internas que imponga el Sujeto Obligado y las constancias previamente señaladas deberán ser 
registradas por éste a través de algún mecanismo idóneo establecido al efecto.

La elaboración del Código de Conducta deberá incluir reglas específicas de control de las operaciones que a 
través del propio Sujeto Obligado o grupo, de acuerdo con las oportunas graduaciones de riesgo, sean ejecutadas 
por directivos, gerentes, empleados o colaboradores.

CAPÍTULO III. DEBIDA DILIGENCIA.

POLÍTICA DE IDENTIFICACIÓN, VERIFICACIÓN Y CONOCIMIENTO DEL CLIENTE

ARTÍCULO 21.- Reglas generales de identificación, verificación y conocimiento del cliente.
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El Sujeto Obligado deberá contar con políticas, procedimientos y controles que le permitan adquirir conocimiento 
suficiente, oportuno y actualizado de todos los clientes, verificar la información presentada por éstos, entender 
el propósito y carácter de la relación comercial, recabando la información que corresponda, realizar una Debida 
Diligencia Continua de dicha relación y un adecuado y continuo monitoreo de las operaciones, para asegurarse 
que éstas sean consistentes con el conocimiento que posee sobre su cliente, su actividad comercial y su nivel de 
riesgo asociado. Sin perjuicio de ello, las medidas de Debida Diligencia de cada uno de los clientes se llevará a 
cabo teniendo en cuenta los niveles de riesgo asignados a cada cliente.

Las técnicas de identificación y verificación de identidad establecidas en el presente Capítulo deberán ejecutarse 
antes del inicio de las relaciones comerciales, y aplicarse en forma periódica, con la finalidad de mantener 
actualizados los datos, registros y/o copias de la base de clientes del Sujeto Obligado.

El Sujeto Obligado deberá considerar los criterios de materialidad en relación a la actividad, el nivel y tipo de 
operatoria del cliente.

El Sujeto Obligado debe adoptar las medidas pertinentes de Debida Diligencia tanto antes como durante el desarrollo 
de la relación comercial y al conducir transacciones ocasionales con los clientes. La ausencia o imposibilidad de 
identificación en los términos del presente Capítulo deberá entenderse como impedimento para el inicio de las 
relaciones comerciales, o de ya existir éstas, para continuarlas. Asimismo, deberá realizar un análisis adicional 
para decidir si, en base a sus políticas de administración y mitigación de riesgos de LA/FT, corresponde emitir un 
Reporte de Operación Sospechosa.

Los Sujetos Obligados no podrán mantener productos de manera anónima o bajo nombres falsos/supuestos.

ARTÍCULO 22.- Reglas de identificación y verificación de clientes personas humanas.

Cada Sujeto Obligado deberá contemplar como requisitos mínimos de identificación de sus clientes personas 
humanas, los siguientes:

a) Nombre y apellido completo, tipo y número de documento que acredite identidad.

La identidad del cliente deberá ser verificada utilizando documentos, datos o información de registros públicos y/u 
otras fuentes confiables; con resguardo de la evidencia correspondiente de tal proceso y de la copia del documento 
que acredite la identidad acompañado por la persona humana. A tales fines se aceptarán como documentos 
válidos para acreditar la identidad, el documento nacional de identidad (DNI) emitido por autoridad competente 
nacional, y la Cédula de Identidad o el Pasaporte otorgados por autoridad competente de los respectivos países 
emisores.

b) Nacionalidad, fecha y lugar de nacimiento.

c) Estado Civil.

d) Código único de identificación laboral (CUIL), Clave única de identificación tributaria (CUIT), Clave de identificación 
(CDI), o la clave de identificación que en el futuro sea creada por la Administración Federal de Ingresos Públicos 
(AFIP), o su equivalente para personas extranjeras, en caso de corresponder.

e) Domicilio real (calle, número, localidad, provincia, país y código postal).

f) Número de teléfono y dirección de correo electrónico.

g) Actividad laboral o profesional principal.

h) Dar cumplimiento a lo dispuesto en la Resolución UIF referida a PEP vigente en la materia.

i) Dar cumplimiento a lo dispuesto en la Resolución UIF referida a prevención de financiación del terrorismo.

Los requisitos previstos en el presente artículo resultarán de aplicación, en caso de existir, al apoderado, 
tutor, curador, representante, garante, y al autorizado, quienes deberán aportar, además de la información y 
documentación contemplada en el presente artículo a fin de identificarlos y verificar su identidad, el documento 
que acredite tal relación o vínculo jurídico para verificar que la persona que dice actuar en nombre del cliente esté 
autorizada para hacerlo.

ARTÍCULO 23.- Reglas de identificación y verificación de clientes personas jurídicas.

Cada Sujeto Obligado deberá identificar a los clientes personas jurídicas y verificar su identidad a través de los 
documentos acreditativos de su constitución y personería, obteniendo los siguientes datos:

a) Denominación o razón social.

b) Fecha y número de inscripción registral.

c) CUIT, CDI, o Clave de Inversores del Exterior (CIE), o la clave de identificación que en el futuro fuera creada por 
la AFIP, o su equivalente para personas extranjeras, en caso de corresponder.
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d) Copias del instrumento de constitución y/o estatuto social actualizado, a través del cual se deberá verificar la 
identificación del cliente persona jurídica, utilizando documentos, datos o información de fuentes confiables; con 
resguardo de la evidencia correspondiente de tal proceso.

e) Domicilio legal (calle, número, localidad, provincia, país y código postal).

f) Número de teléfono y dirección de correo electrónico.

g) Actividad principal realizada.

h) Identificación de los representantes legales y/o apoderados, conforme las reglas para la identificación de 
personas humanas previstas en la presente resolución.

i) Nómina de los integrantes del órgano de administración u órgano equivalente.

j) Titularidad del capital social. En los casos en los cuales la titularidad del capital social presente un alto nivel de 
atomización por las características propias, se tendrá por cumplido este requisito mediante la identificación de los 
integrantes del consejo de administración o equivalente y/o aquellos que ejerzan el control efectivo de la persona 
jurídica.

k) Identificación de beneficiarios finales y verificación de la identidad de los beneficiarios finales, de conformidad 
con la normativa vigente.

Cuando el cliente sea una sociedad que realiza oferta pública de sus valores negociables, listados en un mercado 
local o internacional autorizado y la misma esté sujeta a requisitos sobre transparencia y/o revelación de información, 
no deberán cumplirse los requisitos de los incisos j) y k), debiendo acreditar tal circunstancia.

l) Dar cumplimiento a lo dispuesto en la Resolución UIF referida a PEP vigente en la materia, en relación a los 
beneficiarios finales.

m) Dar cumplimiento a lo dispuesto en la Resolución UIF referida a prevención de financiación del terrorismo 
vigente, en relación a los beneficiarios finales.

ARTÍCULO 24.- Reglas de identificación y verificación de otros tipos de clientes.

En el caso de otros tipos de clientes se deberán seguir las siguientes reglas de identificación y verificación de la 
identidad de los clientes y/o beneficiarios finales:

a) Órganos, entes y demás estructuras jurídicas que conforman el Sector Público Nacional, Provincial y Municipal: 
se identificará exclusivamente a la persona humana que operará con el Sujeto Obligado, conforme las reglas 
generales para las personas humanas, y se deberá obtener copia fiel del instrumento en el que conste la asignación 
de la competencia para ejecutar dichos actos, ya sea que lo aporte el cliente, o bien, lo obtenga el Sujeto Obligado 
a través de las publicaciones en los Boletines Oficiales correspondientes.

b) Fideicomisos: se deberá identificar al cliente mediante la denominación y prueba de su existencia (por ejemplo 
mediante el contrato de fideicomiso). Se identificará al fiduciario, fiduciantes y, si estuvieren determinados los 
beneficiarios y/o fideicomisarios, como así también se deberá identificar al administrador o cualquier otra persona 
de características similares, conforme a las reglas generales previstas para las personas humanas y/o jurídicas 
según corresponda. Asimismo, se deberá identificar a los beneficiarios finales del fideicomiso, de conformidad 
con la normativa vigente. En los casos de Fideicomisos Financieros, cuyos fiduciarios y colocadores son Sujetos 
Obligados, de acuerdo a lo previsto en la Resolución UIF N° 78/23 o la que la reemplace o modifique en el futuro, 
solo deberá identificarse a los Fiduciarios.

c) Fondos Comunes de Inversión: se identificará a la sociedad gerente y a la sociedad depositaria, en los términos 
dispuestos por las reglas generales previstas para las personas jurídicas.

d) Las sociedades y sus filiales y subsidiarias, que listan en Mercados locales o internacionales autorizados y estén 
sujetas a requisitos sobre transparencia y/o revelación de información, podrán abrir una cuenta y dar inicio a la 
relación comercial sin otro trámite que: (I) la identificación en los términos del artículo 22 de la persona humana que 
operará la cuenta, y (II) la entrega de copia del instrumento por el que dicha persona humana haya sido designada 
a tales efectos.

e) Otras estructuras jurídicas: se identificarán conforme a las reglas generales para las personas jurídicas, en lo 
que corresponda.

ARTÍCULO 25.- Reglas de identificación, verificación y aceptación de clientes no presenciales.

La identificación, verificación y aceptación de clientes podrá ser realizada de forma no presencial, mediante el 
empleo de medios electrónicos sustitutivos de la presencia física, con uso de técnicas biométricas rigurosas, 
almacenables, auditables y no manipulables.
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Estos medios electrónicos deberán contar con protección frente a fraudes por ataques físicos y digitales, y ser 
empleados a efectos de verificar la autenticidad de la información proporcionada, y los documentos o datos 
biométricos recabados.

La identificación y verificación de clientes no presenciales deberá ajustarse a lo estipulado en los artículos 22, 23 y 
24, incluyendo la exhibición de la documentación requerida. Los factores de autenticación biométricos del cliente 
deberán ser obtenidos de un ser humano genuino que se encuentre presente al momento de la identificación.

Será responsabilidad del Sujeto Obligado verificar la autenticidad de la información y documentación proporcionada, 
la cual podrá ser remitida de forma electrónica o digital por el cliente.

La verificación deberá ser realizada al momento de la identificación, o su caso, en forma previa a que el cliente 
comience a operar.

El Sujeto Obligado podrá establecer mecanismos de verificación automatizados, siempre que exista evidencia de 
que su desempeño en la confirmación de la correspondencia y la inalterabilidad de la información o documentación 
proporcionada sea igual o superior al que efectúe un agente humano.

El Sujeto Obligado debe realizar un análisis de riesgo del procedimiento de identificación no presencial a implementar, 
el cual deberá ser gestionado por personal debidamente capacitado a tales efectos y revisado periódicamente.

El proceso de identificación, verificación y aceptación de clientes no presenciales deberá conservarse, con 
constancia de fecha y hora, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.

Los procedimientos específicos de identificación no presencial que cada Sujeto Obligado implemente no requerirán 
de autorización particular por parte de la UIF, sin perjuicio de que se pueda proceder a su control en ejercicio de 
las potestades de supervisión.

El informe del revisor externo independiente deberá pronunciarse expresamente sobre la razonabilidad de la 
adecuación y eficacia operativa del procedimiento no presencial implementado.

ARTÍCULO 26.- Calificación y segmentación de clientes en base al riesgo.

El Sujeto Obligado deberá calificar y segmentar a sus clientes e incluirlos en alguna de las siguientes categorías: 
cliente de riesgo alto, cliente de riesgo medio y cliente de riesgo bajo.

Para ello deberá considerar el modelo de riesgo implementado, valorando especialmente los riesgos relacionados 
al Cliente, tales como, el tipo de Cliente (persona humana, jurídica u otras estructuras jurídicas), actividad 
económica, origen de fondos, volumen transaccional real y/o estimado de operaciones, nacionalidad, residencia, 
zona geográfica donde opera, productos o servicios con los que opera y canales de distribución que utiliza.

A los fines expuestos en el párrafo anterior, el Sujeto Obligado deberá considerar los siguientes supuestos, que 
implicarán un mayor riesgo de LA/FT:

a) clientes no residentes en el país;

b) personas o estructuras jurídicas que sean vehículos de tenencia de activos personales;

c) actividades comerciales con uso intensivo de dinero en efectivo cuando ello no resulte ajustado a la actividad 
que desarrolla el cliente;

d) cuando la cadena de titularidad de la estructura jurídica parezca ser excesivamente compleja dado el carácter 
de la actividad que desarrolla.

e) respecto de las relaciones comerciales con personas humanas, jurídicas u otras estructuras jurídicas 
procedentes de países, jurisdicciones, o territorios respecto de los cuales la República Argentina haya expresado 
su preocupación por las debilidades de sus sistemas LA/FT y dispuesto medidas específicas de mitigación de 
riesgos en función de un mayor riesgo;

f) respecto de las relaciones comerciales con personas humanas, jurídicas u otras estructuras jurídicas procedentes 
de países identificados, por fuentes verosímiles, como proveedores de financiamiento o apoyo a actividades 
terroristas, o que tienen a organizaciones terroristas designadas operando dentro de su país;

g) respecto de las relaciones comerciales con personas humanas, jurídicas u otras estructuras jurídicas procedentes 
de países, jurisdicciones, o territorios sujetos a sanciones, embargos o medidas de naturaleza similar aplicada por 
organismos internacionales como, por ejemplo, la Organización de Naciones Unidas.

h) respecto de las relaciones comerciales y operaciones relacionadas con personas humanas, jurídicas u otras 
estructuras, procedentes de países, de jurisdicciones bajo monitoreo intensificado conforme lo establecido por el 
GAFI.

i) personas o estructuras jurídicas que operan con fondos de terceros.
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j) las Sociedades por Acciones Simplificadas (SAS).

La asignación de un riesgo alto obligará al Sujeto Obligado a aplicar medidas de Debida Diligencia Reforzada, el 
nivel de riesgo medio resultará en la aplicación de las medidas de Debida Diligencia Media, y la existencia de un 
riesgo bajo habilitará la posibilidad de aplicar las medidas de Debida Diligencia Simplificada.

ARTÍCULO 27.- Debida Diligencia Simplificada (clientes de bajo riesgo).

En los casos de clientes de riesgo bajo y siempre que no exista sospecha de LA/FT, el Sujeto Obligado cumplirá 
con la debida diligencia simplificada mínima al identificar y verificar la identidad de sus clientes, de conformidad 
con lo establecido en los artículos 21, 22, 23, 24 y 25 de la presente.

Para todos los clientes calificados de riesgo bajo, en caso de estimarlo necesario, el Sujeto Obligado podrá 
requerir documentación relacionada con la actividad económica del cliente y el origen de sus ingresos.

La solicitud, participación o ejecución en una operación con sospecha de LA/FT, obligará a aplicar de forma 
inmediata las medidas previstas en la normativa vigente y las reglas de Debida Diligencia Reforzada. Asimismo, se 
deberá reportar la Operación como Sospechosa, sin perjuicio de la resolución de la relación comercial que, en su 
caso, pudiere adoptar el Sujeto Obligado.

ARTÍCULO 28.- Debida Diligencia Media (clientes de riesgo medio).

En los casos de clientes de riesgo medio, el Sujeto Obligado deberá obtener, además de lo establecido en los 
artículos 21, 22, 23, 24 y 25 de la presente, la documentación respaldatoria en relación con la actividad económica 
del cliente y el origen de los ingresos, fondos y/o patrimonio del mismo.

El Sujeto Obligado podrá solicitar información y/o documentación adicional que le permita entender, administrar y 
mitigar adecuadamente el riesgo de este tipo de clientes.

ARTÍCULO 29.- Debida Diligencia Reforzada (clientes de riesgo alto).

En los casos de clientes de riesgo alto, el Sujeto Obligado deberá obtener, además de lo establecido en los 
artículos 21, 22, 23, 24, 25 y 28 de la presente, la documentación respaldatoria que acredite la justificación del 
origen de los ingresos, fondos y patrimonio.

El Sujeto Obligado deberá solicitar otros documentos que le permitan conocer, entender, administrar y mitigar 
adecuadamente el riesgo de este tipo de clientes, como así también solicitar información adicional sobre el 
propósito que se le pretende dar a la relación comercial y sobre las razones de las operaciones intentadas o 
realizadas.

Se deberán adoptar medidas conducentes a fin de constatar posibles antecedentes relacionados con LA/FT y 
sanciones aplicadas por la UIF y/u otra autoridad competente en la materia.

El Sujeto Obligado deberá intensificar el monitoreo que realiza, incrementando tanto su grado como naturaleza, 
durante toda la relación comercial con estos clientes.

Serán considerados clientes de alto riesgo: a) PEP extranjeras y b) las personas humanas, jurídicas u otras 
estructuras jurídicas que tengan relaciones comerciales u operaciones relacionadas con países, jurisdicciones, o 
territorios incluidos en los listados identificadas como de alto riesgo sujetas a un llamado a la acción conforme lo 
establecido por el GAFI.

ARTÍCULO 30.- Debida Diligencia Continuada.

Todos los clientes deberán ser objeto de Debida Diligencia Continuada para asegurar que las operatorias que 
realicen se correspondan y sean consistentes con el conocimiento que el Sujeto Obligado tiene del cliente, su 
actividad comercial, su perfil y nivel de riesgo asociado, incluido, cuando corresponda, el origen de fondos y/o 
patrimonio. En este sentido, todos los clientes del Sujeto Obligado deberán ser objeto de éste seguimiento continuo 
con la finalidad de identificar, sin retrasos, la necesidad de modificar su perfil y nivel de riesgo asociado.

Los legajos de los clientes deberán ser actualizados según el nivel de riesgo asignado. Para aquellos clientes a los 
que se hubiera asignado un nivel de riesgo alto, la periodicidad de actualización de legajos no podrá ser superior 
a UN (1) año, para aquellos de riesgo medio a TRES (3) años, y para los clientes de riesgo bajo a CINCO (5) años.

A los fines de la actualización de los legajos de Clientes calificados como de Riesgo Bajo, el Sujeto Obligado 
podrá basarse sólo en información, y en el caso de Clientes de Riesgo Medio en información y documentación, 
ya sea que la misma hubiere sido suministrada por el Cliente o que la hubiera podido obtener el propio Sujeto 
Obligado, debiendo conservarse las evidencias correspondientes. En el caso de Clientes a los que se les hubiera 
asignado un nivel de Riesgo Alto, la actualización de legajos deberá basarse solo en documentación provista 
por el Cliente o bien obtenida por el Sujeto Obligado por sus propios medios, debiendo conservar las evidencias 
correspondientes en el legajo del Cliente. En todos los casos, el Sujeto Obligado deberá asegurarse que la 
información y/o documentación recabada proceda de fuentes confiables.
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La falta de actualización de los legajos de clientes, con causa en la ausencia de colaboración o reticencia por parte 
de éstos para la entrega de datos o documentos actualizados requeridos, impondrá la necesidad de efectuar un 
análisis en orden a evaluar la continuidad o no de la relación con el mismo y la de reportar las operaciones del 
cliente como sospechosas, en caso de corresponder. La falta de documentación no configurará por sí misma la 
existencia de una Operación Sospechosa, debiendo el Sujeto Obligado evaluar dicha circunstancia en relación 
con la operatoria del cliente y los factores de riesgo asociados.

ARTÍCULO 31.- Operaciones de clientes que sean Sujetos Obligados.

Las siguientes reglas deberán aplicarse sobre las operaciones de clientes que sean Sujetos Obligados enumerados 
en el artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias:

a) Cada Sujeto Obligado será responsable del control del buen uso de los productos y servicios que oferta, no así 
de los productos y servicios que ofertan sus clientes a terceros ajenos a la relación comercial directa con el Sujeto 
Obligado.

b) Cada Sujeto Obligado deberá solicitar al cliente la acreditación del registro ante la UIF; debiendo, en caso 
de corresponder, informarle al referido Organismo, de acuerdo con la normativa vigente en la materia. El Sujeto 
Obligado no podrá dar inicio a la relación comercial cuando su cliente no se encuentre inscripto ante la UIF.

c) Cada Sujeto Obligado deberá realizar un monitoreo y seguimiento de las operaciones durante el transcurso de 
la relación con su cliente. De considerarlo necesario, a efectos de comprender los riesgos de LA/FT involucrados 
en las operaciones podrán solicitar a este tipo de clientes: (i) la realización de visitas pactadas de análisis y 
conocimiento del negocio, (ii) requerir copia del manual de prevención de LA/FT, (iii) mantener contacto con el 
Oficial de Cumplimiento, con el fin de evacuar dudas o solicitar la ampliación de informaciones o documentos, y (iv) 
en los casos en los que resulte apropiado, por formar parte de un proceso periódico de revisión o por la existencia 
de inusualidades vinculadas a desvíos en las características de la operatoria, la identificación de los clientes, 
aplicando el principio del cliente del cliente.

Las anteriores reglas no resultarán de aplicación en caso de ausencia de colaboración o reticencia injustificada del 
cliente, ni en caso de sospechas de LA/FT. En tales casos se procederá a aplicar medidas de Debida Diligencia 
Reforzadas con la obligación de realizar un análisis especial de la cuenta y si así lo confirma el análisis, emitir el 
reporte correspondiente.

ARTÍCULO 32.- No aceptación o desvinculación de clientes.

En los supuestos en los cuales el Sujeto Obligado no pudiera cumplir con la Debida Diligencia del cliente, no 
deberá iniciar, o en su caso, continuar la relación comercial debiendo evaluar la formulación de un Reporte de 
Operación Sospechosa.

Cuando el Sujeto Obligado tenga sospecha acerca de la existencia de LA/FT, y considere razonablemente que 
si realiza la Debida Diligencia se alertará al cliente, podrá no realizar el proceso de Debida Diligencia referido, 
siempre y cuando efectúe el reporte.

CAPÍTULO IV. MONITOREO, ANÁLISIS Y REPORTE

ARTÍCULO 33.- Perfil Transaccional.

La información y documentación solicitadas deberán permitir la confección de un perfil transaccional prospectivo 
(ex ante), sin perjuicio de las calibraciones y ajustes posteriores, de acuerdo con las operaciones efectivamente 
realizadas. Dicho perfil estará basado en el entendimiento del propósito y la naturaleza esperada de la relación 
comercial, la información transaccional y la documentación relativa a la situación económica, patrimonial, financiera 
y tributaria que hubiera proporcionado el cliente o que hubiera podido obtener el Sujeto Obligado, conforme los 
procesos de Debida Diligencia que corresponda aplicar en cada caso.

Dicho perfil será determinado en base al análisis de riesgo del Sujeto Obligado de modo tal que permita la detección 
oportuna de Operaciones Inusuales y Operaciones Sospechosas realizadas por el cliente.

ARTÍCULO 34.- Monitoreo de la operatoria.

El Sujeto Obligado deberá realizar un monitoreo continuo de la operatoria del cliente y asegurar que sus transacciones 
sean consistentes con el conocimiento que se tiene del cliente, su perfil y su nivel de riesgo asociado, teniendo en 
cuenta lo siguiente:

a) Se establecerán reglas de control de operaciones y alertas automatizadas, de tal forma que el Sujeto Obligado 
pueda monitorear apropiadamente y en forma oportuna la ejecución de operaciones y su adecuación al perfil de 
sus clientes y su nivel de riesgo asociado.

b) Para el establecimiento de alertas y controles se tomarán en consideración tanto la propia experiencia de 
negocio, como las tipologías y pautas de orientación que difunda la UIF y/u otros organismos internacionales de 
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los que forme parte la República Argentina relacionados con la prevención de LA/FT, entre ellos deberán valorarse 
especialmente, las siguientes circunstancias que se describen a mero título enunciativo:

i. La realización de operaciones o transacciones de los clientes que por su magnitud, habitualidad o periodicidad 
excedan las prácticas usuales;

ii. Los montos, tipos, frecuencia y naturaleza de las operaciones que realicen los clientes que no guarden relación 
con los antecedentes y la actividad económica de ellos;

iii. Contratación de servicios, por parte de clientes que no revelan poseer condiciones financieras para la operatoria 
a efectuar, cuando la naturaleza o el volumen de las operaciones de los clientes no se corresponde con su actividad 
o antecedentes operativos;

iv. Los montos inusualmente elevados, la complejidad y las modalidades no habituales de las operaciones que 
realicen los clientes;

v. Cuando transacciones de similar naturaleza, cuantía, modalidad o simultaneidad, hagan presumir que se trata 
de una operación fraccionada a los efectos de evitar la aplicación de los controles de monitoreo y/o alerta;

vi. Cuando los clientes se nieguen a proporcionar información, datos o documentos requeridos por el Sujeto 
Obligado, con constancia fehaciente de su pedido, o bien cuando se detecte que la información suministrada por 
los mismos se encuentre alterada o pueda ser apócrifa;

vii. Cuando los clientes intenten realizar operaciones con dinero falso;

viii. Situaciones en las cuales los clientes presionen e insistan en que una determinada operación se realice con 
extrema rapidez, evitando los trámites predefinidos y sin justificar el motivo de su apremio;

ix. Situaciones en las cuales se detecte que una persona suplantare, se apoderare o intentare suplantar la identidad 
de una persona humana sin su consentimiento, utilizando los datos de identificación de ésta;

x. Toma de conocimiento que indiquen que un cliente está siendo investigado o procesado por delitos de lavado 
de activos y financiamiento del terrorismo, u otros relacionados;

xi. Operaciones de volumen elevado situadas en la Zona de Seguridad de Fronteras establecidas por el Decreto 
N° 253/18, que no guarden relación con las prácticas usuales.

xii. Cuando existiera el mismo domicilio en cabeza de distintas personas o estructuras jurídicas, sin razón 
económica o legal para ello;

xiii. Cuando existieran operaciones inconsistentes con las prácticas habituales, teniendo en especial consideración 
si su actividad principal está vinculada con la operatoria “off shore” y/o con países determinados como de baja o 
nula tributación por las autoridades competentes.

xiv. Cuando se tome conocimiento de que el cliente opera con fondos de terceros.

xv. Operaciones en las que el cliente no aparenta poseer condiciones financieras para su concreción, configurando 
la posibilidad de tratarse de un testaferro o persona que presta su nombre a alguien que intenta ocultar su identidad;

xvi. El cliente demuestra curiosidad poco común sobre las políticas y procedimientos de control interno del Sujeto 
Obligado y/o cuando los clientes intenten evitar dar cumplimiento a la presente normativa u otras normas legales 
de aplicación a la materia;

xvii. Transporte de caudales, donde resulte que los instrumentos transportados son de dudosa autenticidad y/o 
cuando el volumen, cantidad o calidad de los transportado no coincide con lo declarado por el cliente;

xviii. Cuando se opera un cambio repentino en el domicilio de destino de los caudales objeto del transporte, sin 
causa aparente;

xix. Contratación o propuesta de contratación del servicio de transporte de caudales, con destino a marinas, 
puertos, aeródromos, aeropuertos o lugares fronterizos, cuando se sospeche que podrían estar siendo retirados 
de forma ilegal del país o cuando tal servicio no se encuentre justificado por la actividad del cliente;

xx. Propuesta de contratación de servicios a precios que no guardan relación con los usuales en mercado;

xxi. Transporte de dinero que consista en grandes sumas de baja denominación, sin justificación;

xxii. Situaciones de las que, mediante la combinación parcial de algunas pautas establecidas en los incisos 
precedentes u otros indicios, pudiera presumirse la configuración de conductas que excedan los parámetros 
normales y habituales de la actividad considerada

c) Los parámetros aplicados a los sistemas de monitoreo implementados tendrán carácter de confidencial excepto 
para quienes actúen en el proceso de monitoreo, control, revisión, diseño y programación de los mismos y aquellas 
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personas que los asistan en el cumplimiento de sus funciones. La metodología de determinación de reglas y de 
parámetros de monitoreo deberá estar documentada.

d) Los organismos nacionales, provinciales, municipales, entes autárquicos y toda otra persona jurídica de carácter 
público, no se encuentran exentos del monitoreo por parte del Sujeto Obligado, el cual se realizará en función del 
riesgo que éstos y sus operaciones presenten, con foco especial en el destino de los fondos. En tal sentido, se 
deberá prestar especial atención a aquellas operaciones cuyo destinatario no sea también un Organismo o Ente 
de carácter público, o impliquen retiros de dinero en efectivo significativos o que los retiros se efectúen de manera 
fraccionada con el aparente propósito de evitar los controles de monitoreo y/o alerta.

Serán objeto de análisis todas las Operaciones Inusuales. El Sujeto Obligado deberá profundizar el análisis de 
Operaciones Inusuales con el fin de obtener información adicional, en caso de ser necesario, que corrobore o 
revierta la/s inusualidad/es detectadas, procediendo, en caso de corresponder, a la actualización de la información 
del cliente y de su perfil.

ARTÍCULO 35.- Registro de Operaciones Inusuales.

El Sujeto Obligado deberá llevar un Registro de todas las Operaciones Inusuales, el que deberá incluir aquéllas que 
se determinen como sospechosas, en el que constará como mínimo, los siguientes datos:

a) Denominación y nivel de riesgo asociado al cliente.

b) Perfil del cliente.

c) Identificación de la operación y/o transacción (producto y monto operado).

d) Fecha, hora y procedencia de la alerta u otro sistema de identificación de la operación y/o transacción a analizar.

e) Tipo de inusualidad (descripción).

f) Analista encargado del estudio.

g) Medidas llevadas a cabo para la resolución de la alerta.

h) Fecha y decisión final motivada.

Se deberá conservar el soporte documental de tal registro, de conformidad con las reglas previstas en la presente.

ARTÍCULO 36.- Reportes de Operaciones Sospechosas.

Cada Sujeto Obligado deberá reportar las Operaciones Sospechosas a la UIF. Los reportes deberán:

a) Incluir el detalle de todos los datos y documentos que permitan a la UIF utilizar apropiadamente dicha información. 
Los reportes serán realizados en las condiciones técnicas previstas en la resolución UIF vigente en la materia; con 
entrega o puesta a disposición del referido Organismo de todos los documentos o informaciones de soporte que 
justifiquen la decisión de reporte.

b) Estar fundados y contener una descripción de las razones y/o inusualidades por las cuales el Sujeto Obligado 
considera que la/s operación/es presenta/n tal carácter.

c) Enviarse a la UIF, una vez analizada la/s operación/es, con la mayor prontitud posible, contando con:

i. un plazo de QUINCE (15) días corridos, computados a partir de la fecha en que el Sujeto Obligado concluya que 
la operación reviste tal carácter. Asimismo, la fecha de reporte no podrá superar los CIENTO CINCUENTA (150) 
días corridos contados desde la fecha en que la Operación Sospechosa de Lavado de Activos (LA) fue realizada 
o tentada.

ii. un plazo de CUARENTA Y OCHO (48) horas, computados a partir de la fecha de la operación realizada o tentada 
en los casos de Financiación de Terrorismo (FT).

d) Ser confidenciales, por lo que no podrán ser exhibidos a los revisores externos independientes ni a los organismos 
de control de la actividad.

Sin perjuicio de ello, los revisores externos independientes, podrán acceder a la información necesaria para evaluar 
el funcionamiento del sistema de monitoreo y alertas, y los procedimientos de análisis de Operaciones Inusuales 
y Operaciones Sospechosas. La información proporcionada deberá omitir todo contenido que posibilite identificar 
a los involucrados en las operaciones.

ARTÍCULO 37.- Transporte transfronterizo de valores, fondos o caudales.

Los Sujetos Obligados que en el marco de la normativa aplicable realicen transporte desde o hacia el exterior 
de valores, fondos o caudales, deberán conservar a disposición de la UIF, en los términos del artículo 17 de la 
presente, todas las declaraciones presentadas ante el servicio aduanero y demás documentación vinculada con 
las operaciones de importación o exportación en que intervengan.
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CAPÍTULO V. REGÍMENES INFORMATIVOS

ARTÍCULO 38.- Reportes sistemáticos

El Sujeto Obligado, a través del sitio https://www.argentina.gob.ar/uif o el mecanismo que lo sustituya en un futuro, 
deberá realizar de forma sistemática los siguientes reportes:

a) Reporte Mensual de Operaciones (RMO): el Sujeto Obligado deberá informar, de manera sistemática, todos los 
transportes realizados durante el segundo mes calendario inmediato anterior. El reporte contendrá la siguiente 
información:

i) Datos identificatorios del o de los cliente/s, si el transporte es realizado a cuenta y nombre de terceros; en su 
defecto, se entenderá que la operación es realizada a nombre propio del Sujeto Obligado

ii) Tipo de moneda y monto de la operación.

b) Reporte Sistemático Anual (RSA): el Sujeto Obligado deberá remitir, anualmente, un reporte conteniendo la 
siguiente información:

i) Información general (razón social, domicilio, actividad, Oficial de Cumplimiento).

ii) Información societaria/estructura.

iii) Información contable (ingresos/patrimonio).

iv) Información de negocios (productos/servicios/canales de distribución/zona geográfica).

v) Información sobre tipos y cantidad de clientes.

Los reportes establecidos en el inciso a) deberán ser remitidos entre el día 1 al 15 inclusive de cada mes, y referir 
a las operaciones realizadas en el segundo mes calendario inmediato anterior.

Por su parte, el reporte contemplado en el inciso b) del presente artículo deberá ser remitido entre el día 2 de enero 
y el 15 de marzo inclusive de cada año, respecto del año calendario anterior.

CAPÍTULO VI. SANCIONES

ARTÍCULO 39.- Sanciones.

El incumplimiento de las obligaciones y deberes establecidos en la presente resolución será pasible de sanción 
conforme con lo previsto en el Capítulo IV de la Ley N° 25.246 o aquellas que la modifiquen, complementen o 
sustituyan.

CAPÍTULO VII - DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO 40.- Entrada en vigencia y derogación.

La presente resolución comenzará a regir a partir del 1° de Marzo del 2024, fecha en la cual quedará derogada la 
Resolución UIF N° 24/11 y el artículo 8° de la Resolución UIF N° 70/11 y sus modificatorias.

No obstante ello, las obligaciones contenidas en los artículos 5°, 6°, 19 inciso a) y 38 inciso b) serán exigibles de 
conformidad al siguiente esquema:

i) Los Sujetos Obligados deberán presentar el primer informe de autoevaluación y la metodología aplicada, antes 
del 30 de abril de 2026 (artículos 5° y 6° de la presente). Dicha autoevaluación deberá contemplar el análisis de los 
períodos 2024 y 2025.

ii) Los Sujetos Obligados deberán presentar el primer informe del revisor externo independiente (artículo 19 inciso 
a) de la presente) antes del 31 de agosto de 2026. Dicho informe deberá contemplar los períodos 2024 y 2025.

iii) Los Sujetos Obligados deberán presentar el primer informe sistemático anual (artículo 38 inciso b) de la presente) 
entre el 2 de enero y el 15 de marzo de 2025 y deberá contener la información solicitada respecto del año 2024.

En lo sucesivo, las obligaciones contenidas en los artículos indicados en el anterior párrafo, serán cumplidas con 
la periodicidad y en la oportunidad que en cada caso se indica.

ARTÍCULO 41.- Aplicación temporal.

Para los procedimientos sumariales que se encuentren en trámite a la fecha de entrada en vigencia de la presente, 
o bien, para el análisis y supervisión de hechos, circunstancias y cumplimientos ocurridos con anterioridad a dicha 
fecha, se aplicará la Resolución UIF N° 24/11 y lo que establecía el artículo 8° de la Resolución UIF N° 70/11 previo 
a la derogación dispuesta en el artículo anterior.

ARTÍCULO 42.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Juan Carlos Otero

e. 08/01/2024 N° 102659/24 v. 08/01/2024
#F7032920F#
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 Resoluciones Sintetizadas

ENTE NACIONAL REGULADOR DE LA ELECTRICIDAD
Resolución Sintetizada 5/2024

Resolución RESOL-2024-5-APN-ENRE#MEC

ACTA N° 1917

Expediente EX-2022-68449281-APN-SD#ENRE

Buenos Aires, 5 de ENERO de 2024

El Señor Interventor del ENTE NACIONAL REGULADOR DE LA ELECTRICIDAD ha resuelto: 1.- Dar a publicidad 
la solicitud de Acceso a la Capacidad de Transporte Existente, solicitada por la empresa 360 ENERGY SOLAR 
SOCIEDAD ANÓNIMA (360 ENERGY SOLAR S.A.) para la Planta Solar Fotovoltaica (FV) 360 Energy La Rioja III 
con una potencia nominal de 22 MW, la que se vinculará al Sistema Argentino de Interconexión (SADI) en barras de 
132 kV de la actual Estación Transformadora (ET) Nonogasta Solar, jurisdicción de la EMPRESA DE TRANSPORTE 
DE ENERGÍA ELÉCTRICA POR DISTRIBUCIÓN TRONCAL DEL NOROESTE ARGENTINO SOCIEDAD ANÓNIMA 
(TRANSNOA S.A.), a través del transformador existente 132/33kV de 60 MVA, en la Provincia de LA RIOJA. 2.- Las 
publicaciones ordenadas en el artículo 1 de esta resolución se realizarán mediante un AVISO en la página web del 
ENTE NACIONAL REGULADOR DE LA ELECTRICIDAD (ENRE), solicitando a la COMPAÑÍA ADMINISTRADORA 
DEL MERCADO MAYORISTA ELÉCTRICO SOCIEDAD ANÓNIMA (CAMMESA) haga lo propio en la suya, ambas 
publicaciones durante CINCO (5) días hábiles administrativos, otorgando un plazo de CINCO (5) días hábiles 
administrativos, contados desde el día siguiente al de la última publicación efectuada, a fin que, quien lo considere 
procedente, presente un proyecto alternativo de Acceso que produzca una optimización del funcionamiento 
técnico-económico del SADI o presente observaciones u oposiciones sobre la base de la existencia de perjuicios 
para el mismo. 3.- Establecer que, en caso de presentarse un proyecto alternativo a la del solicitante u que 
sean comunes a otros usuarios, se convocará a una Audiencia Pública para recibirlas y permitir a los solicitantes 
contestarlas y exponer sus argumentos. 4.- Disponer que, en caso que no hubiera ninguna presentación fundada 
al vencimiento de los plazos señalados o proyecto alternativo al del solicitante, una vez que el solicitante acredite 
haber sido autorizado a ingresar como Agente del Mercado Eléctrico Mayorista (MEM), mediante resolución 
de la SECRETARÍA DE ENERGÍA (SE), para el parque de autos, este Ente Nacional procederá a dictar un acto 
administrativo autorizando el Acceso a la Capacidad de Transporte Existente referido en el artículo 1 de la presente. 
5.- 360 ENERGY SOLAR S.A. deberá presentar ante CAMMESA las planillas de recolección de datos para el 
banco nacional de parámetros, debidamente completadas, a medida que el grado de avance de ejecución de los 
proyectos lo permita. 6.- 360 ENERGY SOLAR S.A. deberá haber cumplimentado todos los aspectos técnicos 
que le haya requerido el Organismo Encargado del Despacho (OED) y TRANSNOA S.A. 7.- Una vez otorgada la 
habilitación comercial del Parque Solar 360 Energy La Rioja III de 22 MW, el responsable de las instalaciones 
deberá comunicarle al ENRE su puesta en servicio y dar cumplimiento a los requisitos de la Resolución ENRE 
Nº 558 de fecha 7 de noviembre de 2022. 8.- Notifíquese a 360 ENERGY SOLAR S.A., a TRANSNOA S.A. a la 
SE, a la SECRETARÍA DE AMBIENTE de la Provincia de LA RIOJA, y a CAMMESA. 9.- Regístrese, comuníquese, 
publíquese en extracto, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y archívese. Firmado: Interventor 
del ENRE, Lic. Darío Oscar Arrué.-.

Lohana Arturo, Asistente Administrativo, Secretaría del Directorio.

e. 08/01/2024 N° 709/24 v. 08/01/2024

#I7046780I#

#F7046780F#
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 Disposiciones

ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE MEDICAMENTOS, 
ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MÉDICA

Disposición 1/2024

DI-2024-1-APN-ANMAT#MS

Ciudad de Buenos Aires, 05/01/2024

VISTO el Decreto N°1490 del 20 de agosto de 1992, la Disposición ANMAT N° DI-2023-4831-APN- ANMAT#MS y la 
Disposición ANMAT Nº DI-2023-9363-APN-ANMAT#MS y el Expediente EX-2023-146186631-APN-DGA#ANMAT; y

CONSIDERANDO:

Que por el Decreto N°1490/1992 se creó esta Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología 
Médica (ANMAT) como organismo descentralizado de la Administración Pública Nacional, con un régimen de 
autarquía económica y financiera, con jurisdicción en todo el territorio de la Nación.

Que el aludido decreto declaró de interés nacional las acciones dirigidas a la prevención, resguardo y atención de 
la salud de la población que se desarrollen a través del control y fiscalización de la calidad y sanidad, entre otros, 
de los productos, sustancias, elementos y materiales que se consumen o utilizan en la medicina y cosmética 
humanas y del contralor de las actividades, procesos y tecnologías que mediaren o estuvieren comprendidos en 
dichas materias.

Que el artículo 3° del referido decreto establece que esta Administración Nacional tendrá competencia en todo 
lo referido al control y la fiscalización sobre la sanidad y calidad de las drogas, productos químicos, reactivos, 
formas farmacéuticas, medicamentos y todo otro producto de uso y aplicación en la medicina; de los productos 
de higiene, tocador y cosmética humana y de las drogas y materias primas que los componen así como también 
de los productos de uso doméstico (domisanitarios).

Que por otra parte, el artículo 8° inciso m) del Decreto N°  1490/92 otorga a esta Administración Nacional la 
atribución de determinar y percibir los aranceles y tasas retributivas correspondientes a los trámites y registros que 
se efectúen, como así también por los servicios que se presten.

Que asimismo, de conformidad con lo establecido en el artículo 11 del referido cuerpo normativo, este Organismo 
dispone para el desarrollo de sus acciones de los recursos allí enumerados, entre los que se encuentran incluidos 
los provenientes de las tasas y aranceles que aplique conforme a las disposiciones adoptadas, los recargos 
establecidos por la mora en el pago de las tasas, multas y aranceles que perciba y todo otro tipo de recurso que 
se determine a través de las leyes y disposiciones que se establezcan con tal finalidad.

Que los montos que esta Administración Nacional percibe actualmente por los servicios que presta respecto de 
los trámites relacionados con tránsito interjurisdiccional de droguerías, distribuidoras y/u operadores logísticos de 
especialidades medicinales, productos cosméticos, de higiene personal y perfumes, productos de higiene oral 
de uso odontológico y productos de uso doméstico (domisanitarios) se encuentran previstos en la Disposición 
ANMAT N° DI-2023-4831-APN-ANMAT#MS.

Que por otra parte por la Disposición DI-2023-9363-APN-ANMAT#MS se estableció que quedan sometidas al 
referido acto administrativo las actividades de elaboración, fraccionamiento/envasado, acondicionamiento, 
importación y depósito de productos higiénicos descartables de uso externo y productos higiénicos de uso 
intravaginal alcanzados por la Resolución del Ministerio de Salud N° 550/22, y las personas humanas o jurídicas 
que intervengan en dichas actividades, quienes estarán sujetas a la fiscalización y control de la Dirección de 
Evaluación y Gestión de Monitoreo de Productos para la Salud de esta Administración Nacional.

Que asimismo en el Anexo III de la mencionada disposición se establecieron los aranceles correspondientes a los 
trámites regulados por el aludido acto.

Que los montos previstos en las disposiciones DI-2023-4831-APN-ANMAT#MS y DI-2023-9363-APN-ANMAT#MS 
han devenido insuficientes para llevar a cabo de manera eficiente las tareas correspondientes, cuya complejidad y 
especificidad se incrementan con el permanente avance científico y tecnológico producido en el sector.

Que en virtud de todo lo expuesto deviene necesario modificar los montos de los aranceles vigentes respecto de 
los servicios prestados por esta Administración Nacional, de acuerdo con lo señalado precedentemente, fijándolos 
en un valor acorde con la excelencia en la calidad que requiere la fiscalización de las industrias involucradas.
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Que el arancelamiento previsto tiene como finalidad incrementar los recursos financieros que permiten solventar 
los gastos de operatividad y obtención de bienes demandados por los servicios que presta esta Administración 
Nacional.

Que la Dirección General de Administración ha tomado la intervención de su competencia mediante IF-2023-
153313964-APN-DGA#ANMAT.

Que la Dirección de Asuntos Jurídicos ha tomado la intervención de su competencia.

Que se actúa en virtud de las facultades conferidas por el Decreto N°1490/92 y sus modificatorios.

Por ello,

LA ADMINISTRADORA NACIONAL DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL 
DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MÉDICA

DISPONE:

ARTÍCULO 1º.- Modifícanse los montos de los aranceles que devengarán las tramitaciones que se realicen ante 
la Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (ANMAT) correspondientes a 
tránsito interjurisdiccional de droguerías, distribuidoras y/u operadores logísticos de especialidades medicinales, 
productos cosméticos, de higiene personal y perfumes, productos de higiene oral de uso odontológico, productos 
de uso doméstico (domisanitarios) y productos higiénicos descartables de uso externo y productos higiénicos 
de uso intravaginal, conforme el detalle que, como Anexo IF-2023-151501957-APN- DGA#ANMAT, forma parte 
integrante de la presente disposición.

ARTÍCULO 2°.- Derógase el anexo IF-2023-74569704-APN-DGA#ANMAT de la Disposición ANMAT N° DI-2023-
4831-APN-ANMAT#MS y el Anexo III de la DI-2023-9363-APN-ANMAT#MS.

ARTÍCULO 3°. - La presente Disposición entrará en vigencia a partir del 10 de enero de 2024.

ARTÍCULO 4°. –Publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial. Comuníquese a las Cámaras y 
Entidades Profesionales de los sectores involucrados; a la Dirección de Evaluación y Gestión de Monitoreo de 
Productos para la Salud; a la Dirección de Relaciones Institucionales y a la Dirección General de Administración. 
Cumplido, archívese.

Nelida Agustina Bisio

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Disposición se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 752/24 v. 08/01/2024

ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE MEDICAMENTOS, 
ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MÉDICA

Disposición 2/2024

DI-2024-2-APN-ANMAT#MS

Ciudad de Buenos Aires, 05/01/2024

VISTO el Decreto N° 1490 del 20 de agosto de 1992, la Disposición ANMAT N° DI-2023-4829-APN- ANMAT#MS del 
30 de Junio de 2023 y el expediente EX-2023-146184297-APN-DGA#ANMAT del Registro de esta Administración 
Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica; y

CONSIDERANDO:

Que por Decreto N° 1490/1992, se creó esta Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología 
Médica (ANMAT) como organismo descentralizado de la Administración Pública Nacional, con un régimen de 
autarquía económica y financiera, con jurisdicción en todo el territorio de la Nación.

Que el aludido decreto declaró de interés nacional las acciones dirigidas a la prevención, resguardo y atención de 
la salud de la población que se desarrollen a través del control y fiscalización de la calidad y sanidad, entre otros, 
de los productos, sustancias, elementos y materiales que se consumen o utilizan en la alimentación humana, y del 
contralor de las actividades, procesos y tecnologías que mediaren o estuvieren comprendidos en dichas materias.

Que el artículo 3° del referido decreto establece que esta Administración Nacional tendrá competencia en todo lo 
referido al control y la fiscalización sobre la sanidad y calidad, entre otros productos, de los reactivos, elementos de 
diagnóstico, materiales y tecnología biomédicos y todo otro producto de uso y aplicación en la medicina humana.
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Que por otra parte el artículo 8° inciso m) del Decreto N°  1490/92 otorga a esta Administración Nacional la 
atribución de determinar y percibir los aranceles y tasas retributivas correspondientes a los trámites y registros 
que se efectúen, como así también por los servicios que se presten.

Qué asimismo, de conformidad con lo establecido en el artículo 11 del referido cuerpo normativo, este Organismo 
dispone para el desarrollo de sus acciones de los recursos allí enumerados, entre los que se encuentran incluidos 
los provenientes de las tasas y aranceles que aplique conforme a las disposiciones adoptadas, los recargos 
establecidos por la mora en el pago de las tasas, multas y aranceles que perciba y todo otro tipo de recurso que 
se determine a través de las leyes y disposiciones que se establezcan con tal finalidad.

Que los montos que esta Administración Nacional percibe actualmente por los servicios que presta respecto 
de los trámites relacionados con productos médicos, registro, modificaciones y transferencias de productos 
médicos, clase I, II, III y IV nacional e importado, productos para diagnóstico de uso “in vitro”, autorización de 
funcionamiento, renovación de B.P.F. y modificaciones (habilitaciones), trámites correspondientes al cumplimiento 
de B.P.F para empresas radicadas en el extranjero o Mercosur, trámites correspondientes a productos médicos 
usados, certificaciones y autenticación, trámites correspondientes a habilitaciones de productos médicos I, II, III, 
IV, productos para diagnóstico de uso “in vitro” y distribuidoras de productos médicos, estudios de investigación 
en tecnología médica y despachos de importación, se encuentran previstos en el Anexo de la Disposición ANMAT 
N° DI-2023-4829-APN- ANMAT#MS.

Que los referidos montos han devenido insuficientes para llevar a cabo de manera eficiente las tareas 
correspondientes, cuya complejidad y especificidad se incrementan con el permanente avance científico y 
tecnológico producido en el sector.

Que en virtud de todo lo expuesto deviene necesario modificar los montos de los aranceles vigentes respecto de 
los servicios prestados por esta Administración Nacional, fijándolos en un valor acorde con la excelencia en la 
calidad que requiere la fiscalización de las industrias involucradas.

Que el arancelamiento previsto tiene como finalidad incrementar los recursos financieros que permiten solventar 
los gastos de operatividad y obtención de bienes demandados por los servicios que presta esta Administración 
Nacional.

Que la Dirección General de Administración ha tomado la intervención de su competencia mediante IF-2023-
153314001-APN-DGA#ANMAT.

Que la Dirección de Asuntos Jurídicos ha tomado la intervención de su competencia.

Que se actúa en virtud de las facultades conferidas por el Decreto N° 1490/92 y sus modificatorios.

Por ello,

LA ADMINISTRADORA NACIONAL DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL 
DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MÉDICA

DISPONE:

ARTÍCULO 1º.- Modifícanse los montos de los aranceles que devengarán las tramitaciones que se realicen ante 
la Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica —Instituto Nacional de Productos 
Médicos - correspondientes a productos médicos, registro, modificaciones y transferencias de productos médicos, 
clase I, II, III y IV nacional e importado, productos para diagnóstico de uso “in vitro” grupo A, B, C Y D; autorización de 
funcionamiento, renovación de B.P.F. y modificaciones (habilitaciones), trámites correspondientes al cumplimiento 
de B.P.F para empresas radicadas en el extranjero o Mercosur, trámites correspondientes a productos médicos 
usados, certificaciones y autenticación, trámites correspondientes a habilitaciones de productos médicos I, II, III, 
IV, productos para diagnóstico de uso “in vitro” grupo A, B, C y D y distribuidoras de productos médicos, estudios 
de investigación en tecnología médica y despachos de importación, conforme el detalle que, como Anexo IF-2023-
151481950-APN-DGA#ANMAT forma parte integrante de la presente disposición.

ARTÍCULO 2º.- Derógase el anexo IF-2023-74613550-APN-DGA#ANMAT de la Disposición ANMAT N° DI-2023-
4829-APN- ANMAT#MS.

ARTÍCULO 3°- La presente disposición entrará en vigencia el 10 de Enero de 2024.

ARTÍCULO 4º.- Publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial. Comuníquese a las Cámaras y 
Entidades Profesionales de los sectores involucrados; al Instituto Nacional de Productos Médicos; a la Dirección 
de Relaciones Institucionales y a la Dirección General de Administración. Cumplido, archívese.

Nelida Agustina Bisio

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Disposición se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 753/24 v. 08/01/2024
#F7046824F#
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ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE MEDICAMENTOS, 
ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MÉDICA

Disposición 23/2024

DI-2024-23-APN-ANMAT#MS

Ciudad de Buenos Aires, 05/01/2024

VISTO el Decreto N° 1490 del 20 de agosto de 1992, la Disposición ANMAT N° DI-2023-4828-APN-ANMAT#MS del 
30 de junio de 2023, y el Expediente EX-2023-146185287- -APN-DGA#ANMAT de esta Administración Nacional de 
Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica; y

CONSIDERANDO:

Que por Decreto N° 1490/92 se creó esta Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología 
Médica (ANMAT) como organismo descentralizado de la Administración Pública Nacional con un régimen de 
autarquía económica y financiera, con jurisdicción en todo el territorio de la Nación.

Que el aludido decreto declaró de interés nacional las acciones dirigidas a la prevención, resguardo y atención de 
la salud de la población que se desarrollen a través del control y fiscalización de la calidad y sanidad, entre otros, 
de los productos, sustancias, elementos y materiales que se consumen o utilizan en la medicina humana, y del 
contralor de las actividades, procesos y tecnologías que mediare no estuvieren comprendidos en dichas materias.

Que el artículo 3° del referido decreto establece que esta Administración Nacional tendrá competencia en todo lo 
referido al control y la fiscalización sobre la sanidad y calidad de las drogas, productos químicos, reactivos, formas 
farmacéuticas, medicamentos y todo otro producto de uso y aplicación en la medicina humana.

Que por otra parte el artículo 8° inciso m) del Decreto N°  1490/92 otorga a esta Administración Nacional la 
atribución de determinar y percibir los aranceles y tasas retributivas correspondientes a los trámites y registros 
que se efectúen, como así también por los servicios que se presten.

Que asimismo de conformidad a lo establecido en el artículo 11 del referido cuerpo normativo, esta Administración 
Nacional dispone para el desarrollo de sus acciones de los recursos allí enumerados, entre los que se encuentran 
incluidos los provenientes de las tasas y aranceles que aplique conforme a las disposiciones adoptadas, los 
recargos establecidos por la mora en el pago de las tasas, multas y aranceles que perciba y todo otro tipo de 
recurso que se determine a través de las leyes y disposiciones que se establezcan con tal finalidad.

Que los montos que esta Administración Nacional percibe actualmente por los servicios que presta respecto de 
los trámites relacionados con especialidades medicinales; cambio de elaborador alternativo / nuevo país de origen 
alternativo; habilitaciones; medicamentos herbarios; productos vegetales a base de cannabis y sus derivados 
destinados al uso y aplicación de la medicina humana; productos para diagnóstico de uso “in vivo”; drogas y 
medicamentos oficinales; vacunas; gases medicinales; alcoholes; ingredientes farmacéuticos activos (IFAs); 
mezclas de nutrición parenteral extemporánea; psicotrópicos, estupefacientes y precursores químicos; estudios 
de investigación en farmacología clínica; estudios de biodisponibilidad y bioequivalencia; sustancias de referencia; 
trámites correspondientes a especialidades medicinales, medicamentos herbarios, productos para diagnóstico 
de uso “in vivo”, alcoholes, vacunas, gases medicinales, IFAs, drogas y medicamentos oficinales, mezclas de 
nutrición parenteral extemporánea; autenticaciones y constancias y/o certificaciones de importación / exportación 
que se encuentran previstos en la Disposición ANMAT N° DI-2023-4828-APN-ANMAT#MS.

Que los referidos montos han devenido insuficientes para llevar acabo de manera eficiente las tareas 
correspondientes, cuya complejidad y especificidad se incrementan con el permanente avance científico y 
tecnológico producido en el sector.

Que en virtud de todo lo expuesto deviene necesario modificar los montos de los aranceles vigentes respecto de 
los servicios prestados por esta Administración Nacional, fijándolos en un valor acorde con la excelencia en la 
calidad que requiere la fiscalización de las industrias involucradas.

Que el arancelamiento previsto tiene como finalidad incrementar los recursos financieros que permiten solventar 
los gastos de operatividad y obtención de bienes demandados por los servicios que presta esta Administración 
Nacional.

Que la Dirección General de Administración ha tomado la intervención de su competencia mediante IF-2023-
147178622-APN-DGA#ANMAT.

Que la Dirección de Asuntos Jurídicos ha tomado la intervención de su competencia.

Que se actúa en virtud de las facultades conferidas por el Decreto N°1490/92 y sus modificatorios.
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Por ello,

LA ADMINISTRADORA NACIONAL DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL 
DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MEDICA

DISPONE:

ARTÍCULO 1°- Modifícanse los montos de los aranceles que devengarán las tramitaciones que se realicen ante 
la Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (ANMAT) correspondientes a 
especialidades medicinales; cambio de elaborador alternativo / nuevo país de origen alternativo; habilitaciones; 
medicamentos herbarios; productos vegetales a base de cannabis y sus derivados destinados al uso y aplicación 
de la medicina humana; productos para diagnóstico de uso “in vivo”; drogas y medicamentos oficinales; 
vacunas; gases medicinales; alcoholes; ingredientes farmacéuticos activos (IFAs); mezclas de nutrición parenteral 
extemporánea; psicotrópicos, estupefacientes y precursores químicos; estudios de investigación en farmacología 
clínica; estudios de biodisponibilidad y bioequivalencia; sustancias de referencia; trámites correspondientes a 
especialidades medicinales, medicamentos herbarios, productos para diagnóstico de uso “in vivo”, alcoholes, 
vacunas, gases medicinales, IFAs, drogas y medicamentos oficinales, mezclas de nutrición parenteral extemporánea; 
autenticaciones y constancias y/o certificaciones de importación / exportación, conforme el detalle que, como IF-
2023-148887040-APN-DGA#ANMAT, forma parte integrante de la presente disposición.

ARTÍCULO 2°- Derógase el Anexo IF-2023-74575812-APN-DGA#ANMAT de la Disposición ANMAT N° DI-2023-
4828-APN-ANMAT#MS.

ARTÍCULO 3°- La presente Disposición entrará en vigencia el 10 de enero de 2024.

ARTÍCULO 4°- Publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial. Comuníquese a las Cámaras y Entidades 
Profesionales de los sectores involucrados; a la Dirección Nacional del Instituto Nacional de Medicamentos, a la 
Dirección de Relaciones Institucionales y a la Dirección General de Administración. Cumplido, archívese.

Nelida Agustina Bisio

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Disposición se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 778/24 v. 08/01/2024

ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE MEDICAMENTOS, 
ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MÉDICA

Disposición 25/2024

DI-2024-25-APN-ANMAT#MS

Ciudad de Buenos Aires, 05/01/2024

VISTO el Decreto N° 1490 del 20 de agosto de1992, la Disposición ANMAT N° DI-2023-4830-APN- ANMAT#MS del 
30 de Junio de 2023 y el expediente EX-2023-146182616-APN-DGA#ANMAT del Registro de esta Administración 
Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica; y

CONSIDERANDO:

Que por Decreto N° 1490/1992, se creó esta Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología 
Médica (ANMAT) como organismo descentralizado de la Administración Pública Nacional, con un régimen de 
autarquía económica y financiera, con jurisdicción en todo el territorio de la Nación.

Que el aludido decreto declaró de interés nacional las acciones dirigidas a la prevención, resguardo y atención de 
la salud de la población que se desarrollen a través del control y fiscalización de la calidad y sanidad, entre otros, 
de los productos, sustancias, elementos y materiales que se consumen o utilizan en la alimentación humana, y del 
contralor de las actividades, procesos y tecnologías que mediaren o estuvieren comprendidos en dicha materia.

Que el artículo 3° del referido decreto establece que esta Administración Nacional tendrá competencia en 
todo lo referido al control y la fiscalización sobre la sanidad y calidad, entre otros productos, de los alimentos 
acondicionados, incluyendo los insumos específicos, aditivos, colorantes, edulcorantes e ingredientes utilizados 
en la alimentación humana y los materiales en contacto con los alimentos.

Que por otra parte el artículo 8° inciso m) del Decreto N°  1490/92 otorga a esta Administración Nacional la 
atribución de determinar y percibir los aranceles y tasas retributivas correspondientes a los trámites y registros 
que se efectúen, como así también por los servicios que se presten.

Qué asimismo, de conformidad con lo establecido en el artículo 11 del referido cuerpo normativo, este Organismo 
dispone para el desarrollo de sus acciones de los recursos allí enumerados, entre los que se encuentran incluidos 
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los provenientes de las tasas y aranceles que aplique conforme a las disposiciones adoptadas, los recargos 
establecidos por la mora en el pago de las tasas, multas y aranceles que perciba y todo otro tipo de recurso que 
se determine a través de las leyes y disposiciones que se establezcan con tal finalidad.

Que los montos que esta Administración Nacional percibe actualmente por los servicios que presta respecto de 
los trámites relacionados con productos alimenticios, suplementos dietarios, alimentos para propósitos médicos 
específicos, establecimientos, envases, importación/exportación, análisis de Laboratorio, autenticaciones y red 
federal de laboratorios, se encuentran previstos en el Anexo de la Disposición ANMAT N° DI-2023-4830-APN- 
ANMAT#MS

Que los referidos montos han devenido insuficientes para llevar a cabo de manera eficiente las tareas 
correspondientes, cuya complejidad y especificidad se incrementan con el permanente avance científico y 
tecnológico producido en el sector.

Que en virtud de todo lo expuesto resulta necesario modificar los montos de los aranceles vigentes respecto de los 
servicios prestados por esta Administración Nacional, fijándolos en un valor acorde con la excelencia en la calidad 
que requiere la fiscalización de las industrias involucradas.

Que el arancelamiento previsto tiene como finalidad incrementar los recursos financieros que permiten solventar 
los gastos de operatividad y obtención de bienes demandados por los servicios que presta esta Administración 
Nacional.

Que la Dirección General de Administración ha tomado la intervención de su competencia mediante IF-2023-
148737311-APN-DGA#ANMAT

Que la Dirección de Asuntos Jurídicos ha tomado la intervención de su competencia.

Que se actúa en virtud de las facultades conferidas por el Decreto N° 1490/92 y sus modificatorios.-

Por ello,

LA ADMINISTRADORA NACIONAL DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL 
DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MÉDICA

DISPONE:

ARTÍCULO 1º.-Modifícanse los montos de los aranceles que devengarán las tramitaciones que se realicen ante 
la Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica - Instituto Nacional de Alimentos - 
correspondientes a productos alimenticios, suplementos dietarios, alimentos para propósitos médicos específicos, 
establecimientos, envases, importación/exportación, análisis de laboratorio, autenticaciones y red federal de 
laboratorios, conforme el detalle que, como Anexo IF-2023-149290422-APN-DGA#ANMAT forma parte integrante 
de la presente disposición.

ARTÍCULO 2º.-Derógase el anexo IF-2023-74581826-APN-DGA#ANMAT de la Disposición ANMAT N°  DI- 
2023-4830-APN-ANMAT#MS.

ARTÍCULO 3°- La presente Disposición entrará en vigencia el 10 de enero de 2024.

ARTÍCULO 4º.- Publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial. Comuníquese a las Cámaras 
y Entidades Profesionales de los sectores involucrados; al Instituto Nacional de Alimentos; a la Dirección de 
Relaciones Institucionales y a la Dirección General de Administración. Cumplido, archívese.

Nelida Agustina Bisio

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Disposición se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 774/24 v. 08/01/2024

DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO NACIONAL DE LAS PERSONAS
Disposición 18/2024

DI-2024-18-APN-RENAPER#MI

Ciudad de Buenos Aires, 05/01/2024

VISTO el Expediente N° EX-2023-152981111-APN-RENAPER#MI, las Leyes Nº 15.869, Nº 17.671 y sus modificatorias 
y Nº 19.510, los Decretos Nº 261 del 2 de marzo de 2011 y sus modificatorios, N° 749 del 30 de octubre de 2019 y 
su complementaria, y Nº 79 del 22 de diciembre de 2023, la Disposición N° 832 del 24 de agosto de 2023 de esta 
DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO NACIONAL DE LAS PERSONAS, y

#F7046845F#
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CONSIDERANDO:

Que el artículo 61 de la Ley Nº 17.671 faculta a esta DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO NACIONAL DE LAS 
PERSONAS, organismo descentralizado actuante en la órbita del MINISTERIO DEL INTERIOR, a expedir en forma 
exclusiva los distintos tipos de Pasaportes.

Que el artículo 1° del Decreto Nº 261/11 establece que con excepción de los Pasaportes Diplomáticos y Oficiales, 
los distintos tipos de Pasaportes Nacionales serán otorgados en todo el territorio de la Nación por esta Dirección 
Nacional.

Que por el artículo 1º del Decreto Nº 749/19 se sustituyó el Anexo I “Reglamento para la Emisión de Pasaportes” 
aprobado por el artículo 2º del Decreto Nº 261/11, por el Anexo I “Reglamento para la Emisión del Pasaporte 
Ordinario para Argentinos, del Documento de Viaje para Apátridas o Refugiados y del Pasaporte Excepcional para 
Extranjeros”.

Que el artículo 32 del Anexo I al Decreto Nº 749/19 establece que esta Dirección Nacional fijará los aranceles 
correspondientes para la tramitación del Pasaporte Ordinario para Argentinos, del Documento de Viaje para 
Apátridas o Refugiados y del Pasaporte Excepcional para Extranjeros.

Que conforme a lo establecido en las Leyes N° 15.869 y N° 19.510, por las que se aprobaron respectivamente, la 
CONVENCIÓN SOBRE EL ESTATUTO DE LOS REFUGIADOS de 1951 y la CONVENCIÓN SOBRE EL ESTATUTO 
DE LOS APÁTRIDAS de 1954, los derechos que se perciban por la expedición de dichos documentos de viaje no 
excederán de la tarifa más baja que se aplique a los pasaportes nacionales.

Que, con el propósito de continuar asegurando los mejores estándares en términos tecnológicos, de diseño y 
de seguridad de los documentos de viaje argentinos, y en sintonía con valores de referencia para documentos 
análogos en países de la región, deviene necesario actualizar los aranceles correspondientes a la expedición 
del Pasaporte Ordinario para Argentinos de entrega regular, los adicionales a aplicar a los trámites de Pasaporte 
exprés y Pasaporte de resolución inmediata y los aranceles del Documento de Viaje para Apátridas o Refugiados 
y del Pasaporte Excepcional para Extranjeros.

Que, en consecuencia, corresponde aprobar el Cuadro Tarifario para los distintos tipos de trámites de Pasaportes 
y de Documentos de Viaje para Apátridas o Refugiados expedidos en todo el territorio de la Nación por esta 
Dirección Nacional.

Que ha tomado intervención la DIRECCIÓN GENERAL DE ADMINISTRACIÓN dependiente de esta Dirección 
Nacional.

Que ha tomado la intervención de su competencia la DIRECCIÓN GENERAL TÉCNICA JURÍDICA de esta Dirección 
Nacional.

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades y atribuciones conferidas por los artículos 5° y 61 de la 
Ley Nº 17.671, 32 del Anexo I aprobado por el Decreto N° 749/19 y 1º del Decreto Nº 79/23.

Por ello,

EL DIRECTOR NACIONAL DE LA DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO NACIONAL DE LAS PERSONAS
DISPONE:

ARTÍCULO 1°.- Apruébase el Cuadro Tarifario, que como Anexo Disposición DI-2024-01622888-APN RENAPER#MI 
forma parte integrante de la presente medida, para los distintos tipos de trámites de Pasaportes y de Documentos 
de Viaje para Apátridas o Refugiados expedidos en todo el territorio de la Nación por esta DIRECCIÓN NACIONAL 
DEL REGISTRO NACIONAL DE LAS PERSONAS, organismo descentralizado actuante en la órbita del MINISTERIO 
DEL INTERIOR, en el marco de lo establecido por los Decretos N° 261 del 2 de marzo de 2011 y sus modificatorios 
y Nº 749 del 30 de octubre de 2019 y su complementaria.

ARTÍCULO 2º.- Déjase sin efecto el artículo 1° de la Disposición N° 832 del 24 de agosto de 2023 de esta DIRECCIÓN 
NACIONAL DEL REGISTRO NACIONAL DE LAS PERSONAS.

ARTÍCULO 3°.- La presente Disposición entrará en vigencia a partir del día siguiente al de su publicación en el 
Boletín Oficial de la República Argentina.

ARTÍCULO 4°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y archívese.

Pablo Luis Santos

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Disposición se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 745/24 v. 08/01/2024
#F7046816F#
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SERVICIO METEOROLÓGICO NACIONAL
Disposición 1/2024

DI-2024-1-APN-SMN#MD

Ciudad de Buenos Aires, 04/01/2024

VISTO el expediente EX-2023-152670122-APN-DGAD#SMN, el Decreto Nº 1432 de fecha 10 de octubre de 2007 y 
Decisión Administrativa N° 696 de fecha 15 de agosto de 2019, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 1° del Decreto N° 1432/07 establece que el SERVICIO METEOROLÓGICO NACIONAL desarrollará 
su acción como organismo descentralizado en el ámbito del MINISTERIO DE DEFENSA, con autarquía económico 
financiera, personalidad jurídica propia y con capacidad de actuar en el ámbito del derecho público y privado.

Que la Decisión Administrativa N° 696/19, al aprobar la estructura organizativa del SERVICIO METEOROLÓGICO 
NACIONAL, estableció que la DIRECCIÓN NACIONAL DE PRONÓSTICOS Y SERVICIOS PARA LA SOCIEDAD 
tendrá entre sus acciones la de brindar acceso a la información pública generada por el Organismo y establecer 
las acciones para dar respuesta a los requerimientos de datos, pronósticos y productos meteorológicos.

Que el artículo 6° del inciso g) del Decreto N°  1432/07, faculta al Director del SERVICIO METEOROLÓGICO 
NACIONAL a establecer una política de precios y tarifas para los servicios onerosos que preste el Organismo a 
terceros.

Que en consecuencia, el SERVICIO METEOROLÓGICO NACIONAL fijó los aranceles vigentes para el corriente año 
2024 cuyo detalle obra como Anexo I identificado como DI-2024- 01300928-APN-DNPSS#SMN que forma parte 
integrante de la presente, correspondientes a cada información meteorológica elaborada suministrada por esta 
Entidad a terceros.

Que la valuación de cada información meteorológica elaborada fue determinada en base a cantidades de “UNIDAD 
DE VALOR BÁSICO (UVB)”, cuyo valor unitario fue establecido por el SERVICIO METEOROLÓGICO NACIONAL 
en PESOS TREINTA Y CINCO MIL ($ 35.000,-) de acuerdo al detalle obrante en el documento electrónico DI-
2024-01307482-APN-DNPSS#SMN debidamente vinculado en estos actuados, pudiendo tal valor unitario ser 
modificado conforme a la evolución de las diferentes variables tenidas en cuenta para su determinación.

Que la DIRECCIÓN DE SERVICIOS JURIDICOS del SERVICIO METEOROLÓGICO NACIONAL ha tomado la 
intervención de su competencia.

Que la suscripta se encuentra facultada para el dictado de la presente medida en virtud de lo dispuesto por el 
artículo 6° inciso g) del Decreto N° 1432/07 y el artículo 3° del Decreto N° 535 del 12 de octubre de 2023.

Por ello,

LA DIRECTORA DEL SERVICIO METEOROLÓGICO NACIONAL
DISPONE:

ARTÍCULO 1º.- Apruébese el cuadro de aranceles correspondientes a cada información meteorológica elaborada 
suministrada por este SERVICIO METEOROLÓGICO NACIONAL a terceros, de acuerdo con el detalle obrante en 
el Anexo I identificado como DI-2024- 01300928-APN-DNPSS#SMN que forma parte integrante de este acto.

ARTÍCULO 2°.- Todo persona humana o jurídica que requiera información meteorológica elaborada suministrada 
por este SERVICIO METEOROLÓGICO NACIONAL, deberá abonar los aranceles especificados en el Anexo I 
identificado como DI-2024- 01300928-APN-DNPSS#SMN que forma parte integrante de la presente medida.

ARTÍCULO 3°.- Establécese al valor de la “UNIDAD DE VALOR BÁSICO (VB)” en la suma de PESOS TREINTA Y 
CINCO MIL ($35.000.-).

ARTÍCULO 4°.- Quedan exceptuados de abonar los aranceles por las informaciones meteorológicas elaboradas 
especificados en el Anexo I identificado como DI-2024- 01300928-APN-DNPSS#SMN que forma parte de la 
presente, las personas que soliciten tales informaciones en el marco de un proceso judicial del que son parte que 
tramite en el Fuero Penal; o cuando sea solicitada por trabajadores en actuaciones extrajudiciales o judiciales 
de naturaleza Laboral y/o Previsional; o cuando sea solicitada por consumidores conforme a las prescripciones 
contenidas en la Ley N° 24.240, sus modificatorias y complementarias; o cuando al solicitante se le haya acordado 
el beneficio de litigar sin gastos en juicios en trámite en cualquier fuero y jurisdicción; o cuando las informaciones 
meteorológicas fueran solicitadas de oficio por los órganos judiciales competentes.

ARTÍCULO 5°.- Quedan exceptuados de abonar los aranceles por las informaciones meteorológicas elaboradas 
especificados en el Anexo I identificado como DI-2024- 01300928-APN-DNPSS#SMN que forma parte integrante 
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de este acto, cualquier Organismo o Entidad perteneciente al ESTADO NACIONAL, a cualquiera de los ESTADOS 
PROVINCIALES, o a cualquiera de los ESTADOS MUNICIPALES.

ARTÍCULO 6º.- La presente medida entrará en vigencia a partir del día de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL 
DE LA REPÚBLICA ARGENTINA.

ARTÍCULO 7°.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL 
y archívese.

Yanina García Skabar

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Disposición se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 668/24 v. 08/01/2024
#F7046739F#
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 Avisos Oficiales

NUEVOS

BANCO DE LA NACIÓN ARGENTINA
El Banco de la Nación Argentina, en cumplimiento de lo dispuesto por el art. 1° del decreto 13.477/56, hace 
conocer que los préstamos con caución de certificados de obras se instrumentan por vía de adelantos en cuentas 
corrientes en los cuales los intereses se “perciben por periodo mensual vencido”. Para Usuarios considerados 
Micro, Pequeña y Mediana Empresa, “Determinación de la Condición de Micro, Pequeña y Mediana Empresa”, 
corresponderá aplicar, desde el 15/03/2021, la tasa BADLAR correspondiente a 5 días hábiles anteriores al inicio 
de cada período + 5 ppa. Para Usuarios que NO puedan ser considerados Micro, Pequeña y Mediana Empresa, de 
acuerdo a lo dispuesto por la “Determinación de la Condición de Micro, Pequeña y Mediana Empresa”, a partir del 
15/03/2021, corresponderá aplicar la Tasa BADLAR correspondiente a 5 días hábiles anteriores al inicio de cada 
período + 10 ppa.

TASA ACTIVA CARTERA GENERAL (PRESTAMOS)
TASA NOMINAL ANUAL ADELANTADA EFECTIVA 

ANUAL 
ADELANTADA

EFECTIVA 
MENSUAL 

ADELANTADAFECHA 30 60 90 120 150 180

Desde el 29/12/2023 al 02/01/2024 119,00 113,19 107,75 102,66 97,89 93,43 71,42% 9,781%
Desde el 02/01/2024 al 03/01/2024 118,64 112,86 107,45 102,39 97,65 93,21 71,30% 9,751%
Desde el 03/01/2024 al 04/01/2024 118,41 112,64 107,25 102,21 97,49 93,07 71,23% 9,732%
Desde el 04/01/2024 al 05/01/2024 117,98 112,26 106,91 101,90 97,21 92,82 71,09% 9,697%
Desde el 05/01/2024 al 08/01/2024 118,10 112,36 107,00 101,99 97,29 92,89 71,13% 9,707%

TASA NOMINAL ANUAL VENCIDA
EFECTIVA 

ANUAL 
VENCIDA

EFECTIVA 
MENSUAL 
VENCIDA

Desde el 29/12/2023 al 02/01/2024 131,92 139,06 146,73 154,96 163,79 173,27 249,87% 10,842%
Desde el 02/01/2024 al 03/01/2024 131,47 138,56 146,18 154,34 163,11 172,52 248,45% 10,805%
Desde el 03/01/2024 al 04/01/2024 131,17 138,24 145,82 153,95 162,67 172,03 247,53% 10,781%
Desde el 04/01/2024 al 05/01/2024 130,65 137,66 145,18 153,24 161,88 171,16 245,89% 10,738%
Desde el 05/01/2024 al 08/01/2024 130,80 137,82 145,36 153,43 162,10 171,40 246,35% 10,750%

Asimismo, las tasas de interés vigentes en las operaciones de descuento en gral son: (a partir del 21/12/23) para: 1) 
Usuarios tipo “A”: MiPyMEs con cumplimiento de las “CONSIDERACIONES SOBRE EL REGIMEN DE INVERSION 
PRODUCTIVA MIPYME DEL BCRA”.: Se percibirá una Tasa de Interés hasta 30 días del 97%, hasta 60 días del 
98,00% TNA, Hasta 90 días del 105% TNA, de 91 a 180 días del 109,50% TNA, de 181 días a 270 días del 
113,50% TNA y de 181 a 360 días - SGR- del 111% TNA. 2) Usuarios tipo “B”: MiPyMEs sin cumplimiento de las 
“CONSIDERACIONES SOBRE EL REGIMEN DE INVERSION PRODUCTIVA MIPYME DEL BCRA”: Se percibirá una 
Tasa de Interés hasta 30 días del 101%, hasta 60 días del 102% TNA, hasta 90 días del 109% TNA, de 91 a 180 
días del 115,50% TNA, de 181 a 270 días del 117,50%TNA. 3) Usuarios tipo “C”: Grandes Empresas. Se percibirá 
una Tasa de Interés hasta 30 días del 101%, hasta 60 días del 102% TNA, Hasta 90 días del 109% TNA, de 91 a 
180 días del 116,50% TNA y de 181 a 270 días del 118,50% TNA. 4) Usuarios tipo “D”: Condiciones Especiales Com 
“A” 7930 - Productores Sojeros: Se percibirá una Tasa de interés hasta 270 días: 120% TNA

Los niveles vigentes de estas tasas pueden consultarse en la página www.bna.com.ar

Valeria Mazza, a/c Gerente Departamental.
e. 08/01/2024 N° 681/24 v. 08/01/2024

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA
Comunicación “A” 7937/2024

03/01/2024 

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS,
A LOS FIDUCIARIOS DE FIDEICOMISOS FINANCIEROS COMPRENDIDOS EN LA LEY DE ENTIDADES 
FINANCIERAS,

#I7046752I#
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A LOS ADMINISTRADORES DE CARTERAS CREDITICIAS DE EX-ENTIDADES FINANCIERAS,
A LOS REPRESENTANTES DE ENTIDADES FINANCIERAS DEL EXTERIOR NO AUTORIZADAS PARA OPERAR EN 
EL PAÍS,
A LOS OPERADORES DE CAMBIO,
A LAS SOCIEDADES DE GARANTÍA RECÍPROCA,
A LAS FONDOS DE GARANTÍA DE CARÁCTER PÚBLICO,
A LAS EMPRESAS NO FINANCIERAS EMISORAS DE TARJETAS DE CRÉDITO,
A LAS EMPRESAS NO FINANCIERAS EMISORAS DE TARJETAS DE COMPRA,
A LOS OTROS PROVEEDORES NO FINANCIEROS DE CRÉDITO,
A LOS PROVEEDORES DE SERVICIOS DE PAGO,
A LOS PROVEEDORES DE SERVICIOS DE PAGO QUE OFRECEN CUENTAS DE PAGO,
A LOS PROVEEDORES DE SERVICIOS DE CRÉDITOS ENTRE PARTICULARES A TRAVÉS DE PLATAFORMAS,
A LAS TRANSPORTADORAS DE VALORES:

Ref.: CAMEX 1-1001, LISOL 1-1038, OPRAC 1-1226, RUNOR 1-1823, OPASI 2-711. Tasas de interés en las 
operaciones de crédito. Gestión crediticia. Operaciones al contado a liquidar y a término, pases, cauciones, otros 
derivados y con fondos comunes de inversión. Régimen disciplinario a cargo del Banco Central de la República 
Argentina, Leyes 21.526 y 25.065 y sus modificatorias. Clasificación de deudores. DNU N° 70/23. Actualización.

Nos dirigimos a Uds. a fin de hacerles llegar las hojas que, en reemplazo de las oportunamente provistas, 
corresponde incorporar en las normas sobre “Tasas de interés en las operaciones de crédito”, “Gestión crediticia”, 
“Operaciones al contado a liquidar y a término, pases, cauciones, otros derivados y con fondos comunes de 
inversión”, “Régimen disciplinario a cargo del Banco Central de la República Argentina, Leyes 21.526 y 25.065 
y sus modificatorias” y “Clasificación de deudores” en función de lo dispuesto por el Decreto de Necesidad y 
Urgencia N° 70/23.

Asimismo, se recuerda a las entidades financieras y otras empresas emisoras de tarjeta de crédito que en todos 
los casos la tasa de interés a aplicarse deberá haber sido previamente informada al cliente en el resumen de su 
tarjeta de crédito.

Por último, se recuerda que en la página de esta Institución www.bcra.gob.ar accediendo a “Sistema Financiero 
– MARCO LEGAL Y NORMATIVO – Ordenamientos y resúmenes –Textos ordenados de normativa general”, se 
encontrarán las modificaciones realizadas con textos resaltados en caracteres especiales (tachado y negrita).

Saludamos a Uds. atentamente.

BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA

Enrique C. Martin, Gerente de Emisión de Normas - Darío C. Stefanelli, Gerente Principal de Emisión y Aplicaciones 
Normativas.

ANEXO

El/Los Anexo/s no se publican: La documentación no publicada puede ser consultada en la Biblioteca Prebisch 
del Banco Central de la República Argentina (Reconquista 250 - Ciudad Autónoma de Buenos Aires) o en el sitio 
www.bcra.gob.ar (Solapa “Sistema Financiero” – MARCO LEGAL Y NORMATIVO”).

e. 08/01/2024 N° 583/24 v. 08/01/2024

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA
Comunicación “A” 7938/2024

04/01/2024

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS:

Ref.: LISOL 1-1039, OPRAC 1-1227. Financiamiento al sector público no financiero. “Programa de Emisión de 
Letras del Tesoro de la Provincia del Chaco” para el ejercicio 2024.

Nos dirigimos a Uds. para comunicarles que esta Institución adoptó la siguiente resolución:

“- No formular observaciones, en el marco de la restricción contenida en el punto 2.1. de las normas sobre 
“Financiamiento al sector público no financiero”, a que las entidades financieras puedan adquirir Letras del Tesoro 
a ser emitidas por la provincia del Chaco por hasta la suma en circulación de $ 30.000.000.000, en el marco 
del “Programa de Emisión de Letras del Tesoro de la Provincia del Chaco” para el ejercicio 2024 –creado por el 
Decreto provincial N° 141/23– y de acuerdo con las condiciones financieras establecidas en el citado marco legal 
y en la RESOL-2024-1- APN-SH#MEC de la Secretaría de Hacienda del Ministerio de Economía de la Nación, sin 
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perjuicio de la observancia por parte de las entidades financieras intervinientes de las disposiciones en materia de 
fraccionamiento del riesgo crediticio previstas en las citadas normas.”

Saludamos a Uds. atentamente.

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA

Enrique C. Martin, Gerente de Emisión de Normas - Darío C. Stefanelli, Gerente Principal de Emisión y Aplicaciones 
Normativas.

e. 08/01/2024 N° 684/24 v. 08/01/2024

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA
Comunicación “B” 12691/2023

20/12/2023 

A LAS EMPRESAS NO FINANCIERAS EMISORAS DE TARJETAS DE CRÉDITO, 
A LAS EMPRESAS NO FINANCIERAS EMISORAS DE TARJETAS DE COMPRA

Ref.: Circular OPRAC 1 - 896 - Tasas de interés en las operaciones de crédito. Límites a las tasas de interés por 
financiaciones vinculadas a tarjetas de crédito.

Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, el valor de la tasa de interés del sistema financiero para 
operaciones de préstamos personales sin garantía real que se menciona en el punto 2.1.2. de la sección 2 de las 
normas sobre “Tasas de interés en las operaciones de crédito”, correspondiente a la información de diciembre 
2023 y aplicable para las operaciones del ciclo de facturación de enero 2024.

Saludamos a Uds. atentamente.

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA

María Eugenia Zen, Jefa de Administración y Difusión de Series Estadísticas - Adriana Paz, Gerenta de Estadísticas 
Monetarias.

Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar / Estadísticas / Monetarias 
y Financieras / Tasas de interés y montos operados / Tasas de interés y coeficientes de ajuste establecidos por el 
BCRA Archivo de datos:
http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/PublicacionesEstadisticas/tasser.xls, Hoja “Tarjetas”.

ANEXO

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Comunicación “B” se publican en la edición web del BORA -www.
boletinoficial.gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 593/24 v. 08/01/2024

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA
Comunicación “B” 12706/2024

03/01/2024 

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Ref.: Circular OPASI 2 – Garantía de los depósitos – Tasas de referencia.

Nos dirigimos a Uds. para comunicarles, en Anexo, los valores de las tasas de referencia aplicables a partir de la 
fecha que se indica.

Saludamos a Uds. atentamente.

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA

María Cecilia Pazos, Subgta. de Administración y Difusión de Series Estadísticas - Adriana Paz, Gerenta de 
Estadísticas Monetarias.

Toda la información disponible puede ser consultada accediendo a: www.bcra.gob.ar / Estadísticas / Monetarias 
y Financieras / Cuadros estandarizados de series estadísticas / Tasas de interés y montos operados / Tasas de 
interés y coeficientes de ajuste establecidos por el BCRA Archivos de datos:
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http://www.bcra.gob.ar/pdfs/PublicacionesEstadisticas/tasser.xls, Hoja “Garantía”.

ANEXO

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Comunicación “B” se publican en la edición web del BORA -www.
boletinoficial.gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 562/24 v. 08/01/2024

MINISTERIO DE JUSTICIA

DIRECCIÓN NACIONAL DEL DERECHO DE AUTOR
De conformidad a lo previsto por el artículo 59 de la ley 11.723 y sus modificatorias, se procede a la publicación del 
listado de Obras Publicadas presentadas a inscripción los días 26/12/2023, 27/12/2023, 28/12/2023 y 29/12/2023 a 
las cuales se accederá consultando los Anexos GDE IF-2024-01069067-APN-DNDA#MJ, GDE IF-2024-01070579-
APN-DNDA#MJ, GDE IF-2024-01071644-APN-DNDA#MJ, GDE IF-2024-01072282-APN-DNDA#MJ del presente.

Firmado: Dr. Walter Jorge Isidoro Waisman –Director Nacional- Direccion Nacional del Derecho de Autor - Ministerio 
de Justicia.

El presente ha sido remitido por el debajo firmante.

Jorge Mario Viglianti, Asesor Técnico.

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Aviso Oficial se publican en la edición web del BORA -www.boletinoficial.
gob.ar-

e. 08/01/2024 N° 624/24 v. 08/01/2024

#F7045977F#

#I7046695I#

#F7046695F#
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 Avisos Oficiales

ANTERIORES

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA
EDICTO

El Banco Central de la República Argentina, comunica a la firma COOPERATIVA DE CREDITO, VIVIENDA Y 
CONSUMO ALMIRANTE BROWN LTDA. (C.U.I.T. N° 30-70817525-7) y al señor ADOLFO MAXIMO ZANI (D.N.I. 
N° 11.044.990) que en el Sumario N° 4419, Expediente N° 101.227/07, caratulado “COOPERATIVA DE CREDITO, 
VIVIENDA Y CONSUMO ALMIRANTE BROWN LTDA.”, en trámite ante este Banco Central de la República Argentina 
-Gerencia de Asuntos Contenciosos en lo Cambiario-, sito en la calle Reconquista N° 266, Edificio Reconquista 
N° 250, piso 6°, oficina 8601, de la Capital Federal, a fin de notificarle lo resuelto en los puntos 1 y 2 de la Resolución 
de la Superintendencia de Entidades Financieras y Cambiarias N° RESOL-2023-379-E-GDEBCRASEFYC#BCRA 
fechada el día 24 de octubre de 2023, que dice: EL SUPERINTENDENTE DE ENTIDADES FINANCIERAS Y 
CAMBIARAS RESUELVE: 1. Dejar sin efecto la imputación formulada a la firma “COOPERATIVA DE CREDITO, 
VIVIENDA Y CONSUMO ALMIRANTE BROWN LTDA. (C.U.I.T. N° 30-70817525-7)” y a la de los señores ADOLFO 
MAXIMO ZANI (D.N.I. N° 11.044.990)…, mediante la Resolución de la Superintendencia de Entidades Financieras y 
Cambiarias N° 397/10 por aplicación del Art. 19 de la Ley Penal Cambiaria. 2 Archivar el presente Sumario N° 4419, 
Expediente N° 101.227/07.

Analía Rosa D’Arco, Analista Sr., Gerencia de Asuntos Contenciosos en lo Cambiario - Carolina Eugenia Pico, Jefa, 
Gerencia de Asuntos Contenciosos en lo Cambiario.

e. 02/01/2024 N° 106822/23 v. 08/01/2024

#I7043036I#

#F7043036F#
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